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[bookmark: _Hlk163737090]SESIÓN ORDINARIA No. 016-2024

Acta de sesión ordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera virtual, mediante la plataforma de Microsoft Teams, a las ocho horas del diez de abril del dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos, de la Dirección de la JUNAFO. Así como los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.


[bookmark: _Toc157791433][bookmark: _Toc163480590][bookmark: _Toc111124827]ASUNTOS PRIVADOS

No hay.

[bookmark: _Toc152920760][bookmark: _Toc157791435][bookmark: _Toc163480591]ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc158375972][bookmark: _Toc163480592][bookmark: _Toc158630990][bookmark: _Toc163480596]ARTÍCULO I

Documento N° 237-2024

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, manifiesta que hay que modificar el orden del día, ya que no se va a conocer el artículo II, que es la aprobación del acta N° 013-2024, correspondiente a la sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2024.

Se acordó: 	Tener por modificada el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

REVISIÓN DE ACUERDOS Y RECURSOS DE REVOCATORIA

[bookmark: _Toc163480597][bookmark: _Hlk164417915][bookmark: _Toc161826429]ARTÍCULO II

Documento N° 1379-2021 / 226-2024

En sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto de 2022, artículo X, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0484-JP/DJA-2022 del 10 de agosto de 2022, remitieron lo siguiente:

“A continuación, se rinde el informe con el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz cédula de identidad 02-0523-0019, en virtud de que su hermano, el señor Alexander Jiménez Rojas 03-0184-0332, falleció el 07 de noviembre de 2021.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 10 de noviembre de 2021, recibe gestión suscrita por la señora Jiménez Muñoz, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de pensión que actualmente recibe, toda vez que el señor Alexander Jiménez Rojas falleció, por lo que el beneficio que devengaba producto de la muerte del jubilado fallecido, José Luis Jiménez Castro cesó.

Como antecedente, resulta importante acotar que en sesión celebrada el 23 de mayo de 1984, artículo XIX, de conformidad con lo que establecía el artículo N°237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1937, el Consejo Administrativo acordó aprobar la pensión de la señora María Francisca Rojas Villalobos en calidad de viuda del exfuncionario judicial José Luis Jiménez Castro en los siguientes términos:

“Se acuerda: Conceder a la señora María Francisca Rojas Villalobos una pensión de 11,657,15 que corresponde a 2/3 partes de la jubilación del causante a partir del 05 de febrero del año en curso y con las reservas de Ley.”

Luego del fallecimiento de la señora Rojas Villalobos, se recibió solicitud de pensión de la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz como hija del señor Jiménez Castro (reconocida pero nacida fuera del matrimonio) la cual fue conocida en sesión del 08 de junio de 1993 por el Consejo Administrativo, acordando;

“Otorgar el beneficio de pensión a la señora Carmen Jiménez Muñoz, cédula de identidad 02-0523-0019 en su condición de hija del jubilado fallecido José Luis Jiménez Castro a partir del 1° de setiembre de 1992, por un monto mensual de 39,306.10 (treinta y nueve mil trescientos seis colones con diez céntimos) correspondientes a una tercera parte del salario que devengaría don José Luis Jiménez Castro.”

Cabe señalar que a la señora Jiménez Muñoz se le otorgó el beneficio en cumplimiento del artículo N°237 de la Ley Orgánica de 1937 que en lo que interesaba indicaba:

“Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; porque este llegue a no necesitarla para su subsistencia, a juicio de la Corte Plena; en cuanto a los varones por la emancipación o mayoridad, salvo que sean inválidos y tratándose de mujeres, por contraer matrimonio.”

Finalmente, tiempo después fue recibida la solicitud de pensión del señor José Alexander Jiménez Rojas, hijo de la señora Rojas Villalobos y el señor José Luis Jiménez Castro, quien solicitó el traspaso a él de la pensión que recibía su madre.

Al momento de dicha solicitud el señor Rojas Villalobos contaba 42 años y fue declarado inválido por el Departamento de Medicina Legal, razón por la cual el Consejo Superior en sesión 88-03 celebrada el 20 de noviembre de 2003, artículo XXI, acordó:

“Tener por rendido el dictamen del Departamento de Medicina Legal y el estudio socioeconómico practicado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, los cuales se acogen. 2) Separarse del criterio expuesto por el Departamento de Personal en oficio N° 1393-AP-03 del 24 de julio último y con base en las consideraciones de los informes médico legal y socioeconómico mencionados autorizar el pago de una pensión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a favor del señor José Alexander Jiménez Rojas, cédula 3-0184-0332 a partir de hoy 20 de noviembre cuyo monto mensual deberá ser reajustado por el Departamento de Personal.”

Así las cosas, el beneficio fue distribuido de la siguiente forma:

	Número Identificación
	Beneficiario
	Parentesco
	%
Pensión
	%
Beneficio
	Último monto registrado

	02-0113-0322
	María Francisca Rojas Villalobos
	Esposa
	100%
	100%
	Excluida el 16/01/1992 (por fallecer)

	03-0184-0322
	José Alexander Jiménez Rojas
	Hijo
	100%
	50%
	¢472,465.28
(excluido desde el 07/11/2021) por fallecer

	02-0523-0019
	Carmen Jiménez Muñoz
	Hija
	100%
	50%
	¢484,465.90



1. Normativa atinente al caso

De la revisión de los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta la señora Carmen Jiménez Muñoz, fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1937, artículo N°237; sin embargo, de conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley N° 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N° 229 establece:

“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.”

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe Nº 21-000962-721 TS recibido por esta Dirección el 18 de julio de 2022 y suscrito por la licenciada Rosa Fallas Bonilla perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Fallas Bonilla.

1. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La Sra. Carmen Linda Jiménez Muñoz es costarricense, con 48 años de edad, soltera, con nivel educativo de universidad incompleta. Vecina de San Cristóbal Norte de Desamparados. A la primera convocatoria para la valoración se presentó dos horas tarde, por lo que se reprogramó. A la segunda cita, se presentó puntual a la valoración, con vestimenta acorde a su sexo y edad. Se mostró colaboradora ante la entrevista. De sus antecedentes familiares relata que es producto de la relación extramatrimonial entre su padre y su madre, quien para entonces era adolescente. Durante su infancia fue asumida en su crianza por su padre y la esposa de éste. Cuando ella tenía 10 años de edad, su padre falleció y a sus 12 años, falleció su madrastra, quedando por unos años bajo el cuidado de una de sus hermanas, quien administraba para entonces el beneficio de la pensión por muerte de su padre.

Desde sus 15 años de edad empezó a vivir de manera independiente, para entonces con el aporte económico de la pensión que le dio su hermana por dos años. A sus 17 años empezó a trabajar en seguridad privada, hasta sus 25 años que fue diagnosticada con la enfermedad de lupus, lo que le dificultó seguir laborando. 

Posteriormente fue diagnosticada con cáncer de mama y fue operada del corazón. Además, fue víctima de agresión con arma, por lo que todavía tiene varias balas insertas en su cuerpo. Procreó tres hijos, cuyos progenitores no se responsabilizaron. En la actualidad sus hijos tienen 30, 24 y 18. Los dos mayores viven de manera independiente y no aportan para sus necesidades. 

La referida conforma grupo familiar con su hijo menor, quien se dedica a estudiar para completar bachillerato y cursos de mecánica. Todavía depende económicamente de ella. La Sra. Jiménez, padece de "cáncer, presión alta, lupus, diabetes, obesidad mórbida, trombo venoso en pie izquierdo", que le hace presentar discapacidad con limitaciones para desenvolverse laboralmente. Además, estos padecimientos le hacen ser oxigeno dependiente, lo que representa un alto costo en el pago del servicio de la electricidad. Para enero de este año su ingreso bruto de la pensión es por un monto de ¢484,465.90 y líquido por un monto de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). El cual es insuficiente para atender sus necesidades de alimentación y pagos de servicios públicos, por lo que presenta deuda al servicio de electricidad.

Colabora con el cuido diario de sus nietos, con lo que su hija, quien se constituye en su principal recurso de apoyo familiar, le aporta un monto de ¢50,000.00 colones, con los que atiende, según señala algunas de sus necesidades de alimentación, sin lograr solventarla en su totalidad. Agrega que debe comprar medicamentos para el manejo del dolor, que no logra comprar.

Residen en vivienda alquilada, ubicada en área rural, la cual describe se encuentra en malas condiciones de mantenimiento, pero que logra solventar su necesidad de abrigo y techo.

1. Conclusiones 

· La normativa actual vigente que regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio, en este caso por fallecimiento; asimismo, da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora Jiménez Muñoz se encuentra facultada para presentar la solicitud.

· La señora Jiménez Muñoz pertenece a la lista de mujeres beneficiadas al amparo de la ley Orgánica de 1937 (artículo 237), ya que su estado civil en el Registro Civil es de “soltera”, cuenta con 48 años de edad y aún se encuentra recibiendo el beneficio como hija.

· De los antecedentes consultados, es importante destacar que, la señora Gutiérrez Núñez no pertenece al mismo grupo familiar del señor Alexander Jiménez Rojas, por lo que desde el 7 de noviembre del 2021 (fecha en la que este último falleció) no ha dependido de este ingreso para solventar las necesidades de su núcleo familiar.

· El porcentaje que recibía el señor Alexander Jiménez Rojas, al momento de su muerte era un 50% del 100% de la jubilación que recibía su padre.

· Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la vigente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 9544), por lo que el porcentaje máximo a otorgársele a la señora Jiménez Muñoz es únicamente del 30% del 50% que recibía su hermano. Lo anterior considerando que el porcentaje actual del beneficio aún sin reasignar el recibido por Alexander es el 50% y el total del beneficio por las condiciones vigentes no puede superar el 80%.

· Referente a los egresos de la señora Jiménez Muñoz, la Trabajadora Social encargada del peritaje en correo del 01 de agosto de 2022, indicó:

“[…] en el informe de intervención entregado no fue posible realizar un cuadro de ingresos y egresos, por cuanto la referida no aportó todos los documentos que se le solicitaron para completar. Presentó documentación relacionada a su estado de salud y enfermedades, pero no aportó lo relacionado a sus ingresos e egresos.”

En la entrevista realizada, mencionó ser propietaria de una propiedad, en revisión al registro de la propiedad se encuentra anotada a su nombre la finca (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), sin anotaciones, ni embargo, ni gravamen.

A su nombre se registran dos vehículos, una motocicleta con placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) con gravamen por decreto de embargo y un vehículo hyundai excel placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), con gravamen por decreto de embargo.”

· Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N° 573-DE/AL-08 de fecha 21 de abril de 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:

“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera. 

Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”

VI Recomendaciones

1. De la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje se muestra que la señora Jiménez Muñoz cuenta en total con un ingreso mensual bruto de ¢534,464.90 (ciento setenta y ocho mil cuatrocientos cuarenta y cinco colones con 00/100) y un líquido de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), el cual corresponde a la pensión que recibe y el dinero que su hija le aporta por el cuido de sus nietos. Según lo manifestado en su entrevista por la señora Jiménez Muñoz, este es insuficiente para cubrir los gastos del hogar, asimismo, según documentación médica aportada en su solicitud, presenta impedimentos para laborar, debido a situación de salud.

1. Es importante evidenciar que la pensión del señor Alexander Jiménez Rojas, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz ya que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso, razón por la cual se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento.

1. Cabe destacar que dicha recomendación se define de acuerdo a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000156-0730-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la ley N° 9544 para los acrecimientos de pensión.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Respuesta de TS sobre los egresos

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0484-JP/DJA-2022 del 10 de agosto de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, en virtud del fallecimiento de su hermano, el señor Alexander Jiménez Rojas. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Jiménez Muñoz, con base en la información del estudio de intervención N° 22-000156-0730-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión del señor Jiménez Rojas, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz, siendo que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

Posteriormente, en sesión N° 034-2022 del 06 de setiembre del 2022, artículo III, se tuvo por recibida la nota presentada por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, el 31 de agosto de 2022, y , previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la JUNAFO, para que rindiera un criterio jurídico, sobre la gestión presentada por la señora Jiménez Muñoz, donde solicitó nuevamente se le otorgara el acrecimiento de pensión que le fue denegado en la sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto de 2022, artículo X, al no cumplir con las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidenció que la pensión de su hermano Alexander Jiménez Rojas, nunca fue parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz.

Finalmente, en sesión N° 043-2022 celebrada el 10 de noviembre de 2022, artículo XI, se acordó literalmente lo siguiente:

“Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0034-AJ/DJA-2022 del 21 de octubre de 2022, remitieron lo siguiente:

“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 34-2022 celebrada el 06 de setiembre de 2022, artículo III, comunicado mediante oficio N° 0561-JUNAFO-2022, 08 de septiembre de 2022, en donde remiten el recurso de apelación presentado la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, pensionada judicial, en contra del acuerdo adoptado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

Previo al pronunciamiento sobre el fondo, procede el examen de procedibilidad del recurso interpuesto, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se desprende claramente que, contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. Así pues tenemos, que el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, objeto del presente recurso, fue notificado vía correo electrónico a través del oficio N° 0033-JUNAFO-2022, el día jueves 25 de agosto del presente año, al ser las catorce horas con veintiún minutos, es decir, contaba la parte interesada con plazo hasta el día 31 de agosto del 2022, para impugnar dicho acuerdo. Ahora bien, el recurso interpuesto por la señora Jiménez Muñoz, fue presentado en fecha 30 de agosto de 2022, por lo que el mismo se tiene como incoado en forma oportuna. Bajo el anterior contexto, examinadas las formalidades sobre la legitimación y la temporalidad de la presentación del libelo impugnatorio, se determina que es admisible el recurso y en consecuencia se procede al análisis de los motivos de impugnación.

II.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

1.- En sesión celebrada el 23 de mayo de 1984, artículo XIX, de conformidad con lo que establecía el artículo N°237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1937, el Consejo Administrativo acordó aprobar la pensión de la señora María Francisca Rojas Villalobos en calidad de viuda del exfuncionario judicial José Luis Jiménez Castro, concediéndole dos terceras partes de la jubilación del causante a partir del 05 de febrero del año en curso y con las reservas de Ley.

2.- Luego del fallecimiento de doña María Francisca, la hija del jubilado judicial Jiménez Castro, Carmen Linda Jiménez Muñoz, en tal condición, solicitó el beneficio de pensión, la cual fue conocida en sesión del 08 de junio de 1993 por el Consejo Administrativo, acordando otorgar el beneficio a partir del 1° de setiembre de 1992, por un monto mensual de 39,306.10 (treinta y nueve mil trescientos seis colones con diez céntimos) correspondientes a una tercera parte del salario que devengaría su padre.

3.- Tiempo después fue recibida la solicitud de pensión por parte de la persona con discapacidad, José Alexander Jiménez Rojas, hijo de la señora María Francisca Rojas Villalobos y el señor José Luis Jiménez Castro, razón por la cual el Consejo Superior en sesión 88-03 celebrada el 20 de noviembre de 2003, artículo XXI, acordó autorizar el pago de una pensión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a favor del señor José Alexander Jiménez Rojas, a partir de hoy 20 de noviembre del 2003. Cabe indicar que el monto que recibía el señor Jiménez Rojas al momento de su muerte era un 50% del 100% de la jubilación que recibía su padre.

4.- En fecha 10 de noviembre de 2021, se recibió gestión suscrita por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, mediante la cual solicitó el acrecimiento del monto de su pensión, en razón del fallecimiento de su medio hermano, el señor Alexander Jiménez Rojas, mismo que ocurrió el 07 de noviembre de 2021, argumentando que el beneficio que su hermano devengaba producto de la muerte del jubilado fallecido José Luis Jiménez Castro, cesó, por lo que considera procedente que dicho beneficio acrezca el suyo.

5.- A raíz de la solicitud presentada, con fundamento en lo que establece la Ley N° 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente, en su artículo N° 229, se solicitó la colaboración del Departamento de Trabajo Social y Psicología, a efecto de determinar si el acrecimiento de pensión requerido, resultaba procedente.

6.- Mediante informe Nº 21-000962-721 TS, rendido en fecha 16 de julio de 2022 y suscrito por la licenciada Rosa Fallas Bonilla perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Carmen Linda Fallas Bonilla.

7.- De su parte, los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tras analizar el informe de Trabajo Social, en fecha 10 de agosto de 2022, suscribieron el oficio N° 0484-JP/DJA-2022 dentro del cual se aprecian las siguientes conclusiones y recomendaciones:

“(…)

• La normativa actual vigente que regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio, en este caso por fallecimiento; asimismo, da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora Jiménez Muñoz se encuentra facultada para presentar la solicitud.

• La señora Jiménez Muñoz pertenece a la lista de mujeres beneficiadas al amparo de la ley Orgánica de 1937 (artículo 237), ya que su estado civil en el Registro Civil es de “soltera”, cuenta con 48 años de edad y aún se encuentra recibiendo el beneficio como hija.

• De los antecedentes consultados, es importante destacar que, la señora Gutiérrez Núñez no pertenece al mismo grupo familiar del señor Alexander Jiménez Rojas, por lo que desde el 7 de noviembre del 2021 (fecha en la que este último falleció) no ha dependido de este ingreso para solventar las necesidades de su núcleo familiar. (El subrayado se adiciona).

• El porcentaje que recibía el señor Alexander Jiménez Rojas, al momento de su muerte era un 50% del 100% de la jubilación que recibía su padre.

• Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la vigente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 9544), por lo que el porcentaje máximo a otorgársele a la señora Jiménez Muñoz es únicamente del 30% del 50% que recibía su hermano. Lo anterior considerando que el porcentaje actual del beneficio aún sin reasignar el recibido por Alexander es el 50% y el total del beneficio por las condiciones vigentes no puede superar el 80%.

• Referente a los egresos de la señora Jiménez Muñoz, la Trabajadora Social encargada del peritaje en correo del 01 de agosto de 2022, indicó:

“[…]en el informe de intervención entregado no fue posible realizar un cuadro de ingresos e (Sic) egresos, por cuanto la referida no aportó todos los documentos que se le solicitaron para completar. Presentó documentación relacionada a su estado de salud y enfermedades, pero no aportó lo relacionado a sus ingresos e (Sic) egresos.”

En la entrevista realizada, mencionó ser propietaria de una propiedad, en revisión al registro de la propiedad se encuentra anotada a su nombre la finca (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), sin anotaciones, ni embargo, ni gravamen.

A su nombre se registran dos vehículos, una motocicleta con placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) con gravamen por decreto de embargo y un vehículo Hyundai Excel placa (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), con gravamen por decreto de embargo.”

• Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N° 573-DE/AL-08 de fecha 21 de abril de 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:

“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera. 

Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”

VI Recomendaciones

a) De la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje se muestra que la señora Jiménez Muñoz cuenta en total con un ingreso mensual bruto de ¢534,464.90 (ciento setenta y ocho mil cuatrocientos cuarenta y cinco colones con 00/100) y un líquido de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), el cual corresponde a la pensión que recibe y el dinero que su hija le aporta por el cuido de sus nietos. Según lo manifestado en su entrevista por la señora Jiménez Muñoz, este es insuficiente para cubrir los gastos del hogar, asimismo, según documentación médica aportada en su solicitud, presenta impedimentos para laborar, debido a situación de salud.

b) Es importante evidenciar que la pensión del señor Alexander Jiménez Rojas, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz ya que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso, razón por la cual se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento.

c) Cabe destacar que dicha recomendación se define de acuerdo a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000156-0730-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la ley N° 9544 para los acrecimientos de pensión.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”

8.- En sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, evaluó todos los elementos del informe N°22-000692-0721-TS, así como las conclusiones del oficio N° 0484-JP/DJA-2022, tomando el siguiente acuerdo:

“(…)

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0484-JP/DJA-2022 del 10 de agosto de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, en virtud del fallecimiento de su hermano, el señor Alexander Jiménez Rojas. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Jiménez Muñoz, con base en la información del estudio de intervención N° 22-000156-0730-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión del señor Jiménez Rojas, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz, siendo que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”

9.- El citado acuerdo fue comunicado a la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, mediante resolución Nº 0033-JUNAFO-2022 de las 10 horas 29 minutos del 25 de agosto del 2022.

10.- Inconforme con la denegatoria del acrecimiento de pensión solicitado, la señora Jiménez Muñoz, en fecha 30 de agosto del 2022, interpuso formal recurso de apelación contra el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X. 

11.- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, una vez analizado el libelo recursivo, en sesión N°34-2022 celebrada el 06 de setiembre de 2022, artículo III, acordó solicitar a esta Asesoría Jurídica, emitir criterio jurídico sobre la gestión presentada por la señora Jiménez Muñoz, donde solicita nuevamente se le otorgue el acrecimiento de pensión que le fue denegado al no cumplir con las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

III.- DE LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS:

La señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, interpone contra el acuerdo X, tomado en sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto de 2022, formal recurso de apelación, no obstante, de conformidad el principio de taxatividad impugnaticia y según lo estipulado en el numeral 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se procede a atender el mismo como recurso de reconsideración, siendo éste el único remedio procesal previsto contra los acuerdos de la Junta Administradora. 

Entre los puntos concretos a considerar en el escrito presentado por la señora Jiménez Muñoz, se pueden traer a colación los siguientes argumentos:

· Errónea valoración de la situación fáctica.
· Falta de fundamentación.
· Incorrecta aplicación de la normativa.

Es importante aclarar que el resumen anterior se presenta en aras de entender el fondo de la pretensión presentada y poder abarcar cada uno de los puntos señalados, sin embargo, el escrito de reconsideración fue analizado por esta Asesoría Jurídica de forma íntegra, valorando todos los elementos aportados por la parte gestionante.

IV.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

Es importante aclarar que, las gestiones que resuelve la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siempre están apegadas al ordenamiento jurídico y a criterios técnicos, siendo los únicos fundamentos para resolver las pretensiones de las personas gestionantes.

Dicho lo anterior, podemos señalar que, en el sub examine, la disconformidad de la parte gestionante radica en el rechazo de la solicitud de que la pensión que recibe la señora Jiménez Muñoz en su condición de hija del jubilado judicial fallecido José Luis Jiménez Castro, acreciera con el porcentaje de pensión que recibía su hermano Alexander Jiménez Rojas, tras haber cesado ésta ante su fallecimiento el pasado 7 de noviembre del 2021. Denegatoria que, cabe indicar, se basó en el informe N° 22-000692-0721-TS, suscrito por la licenciada Rosa Fallas Bonilla perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 

La recurrente argumenta que su solicitud de acrecimiento no se realiza en función de su relación de hermana del fallecido Jiménez Rojas, sino en su condición de hija del ex servidor judicial José Luis Jiménez Castro, en virtud de lo cual, considera improcedente el rechazo del ajuste solicitado en los términos que expuso la junta en el acuerdo discutido, al referir que la solicitante no pertenece al mismo grupo familiar del señor Alexander Jiménez Rojas y como tal, no le asiste el derecho, cuando en realidad, aduce, ella viene siendo la única derecho habiente de su padre, con respecto a ese beneficio.

En este sentido, debe hacerse ver a la gestionante que, tal como ha quedado acreditado con el Informe de Trabajo Social, a pesar de que su grupo familiar no contaba con la porción de la pensión que disfrutaba el señor Alexander Jiménez Rojas, lo cierto es que dicho beneficio no les fue indispensable para hacer frente a las necesidades básicas, pues los ingresos que registra su núcleo familiar, según se extrae del informe de Trabajo Social, a la fecha, han sido suficientes para palear con todos los gastos familiares, sin que se haya evidenciado un desmejoramiento en su calidad de vida.

Es importante en este punto aclarar que, conforme fue abordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la gestión que planteó la señora Jiménez Muñoz, fue atendida con fundamento en lo que establece la Ley N° 9544 Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N° 229 establece:

“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.”

De lo expuesto con anterioridad se concluye que, la Ley Orgánica del Poder Judicial prevé el instituto jurídico del acrecimiento cuando caducan las asignaciones de los beneficiarios, al tiempo que introduce una conditio iuris que consiste en la necesidad comprobable de que la persona que solicita el acrecimiento, requiere del mismo para subsistir, aunado a esto, la norma prevé de la necesidad de que un estudio de Trabajo Social que demuestre la necesidad viabilidad de la solicitud.

[bookmark: _Hlk115183707]En ese sentido, resultaba ineludible efectuar un estudio de las condiciones socioeconómicas familiares a fin de determinar, si ese requisito, se cumplía en el sub júdice. Fue así como la Junta dispuso remitir la gestión al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que se realizara el estudio socioeconómico respectivo, procediendo la licenciada Rosa Fallas Bonilla, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología a rendir el informe Nº 21-000962-0721-TS.

Según el abordaje que da la Trabajadora Social en su estudio, no fue posible realizar un cuadro de ingresos y egresos del grupo familiar, por cuanto la señora Jiménez Muñoz, no aportó todos los documentos que le fueron solicitados, siendo que únicamente, presentó documentación relacionada a su estado de salud y enfermedades. Tampoco en su escrito recursivo fueron aportados elementos que demuestren una mala situación económica de la petente, en virtud de lo cual se deduce que, lo solicitado no viene a cambiar el cuadro factico establecido.

De informe de Trabajo Social, así como del restante acervo de insumos con los que contó la Junta, se llegó a la conclusión de que, el grupo familiar encabezado por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, no requiere del acrecimiento solicitado para enfrentar los gastos mensuales, por cuanto no demostró requerirla, requisito indispensable para considerar procedente el acrecimiento pretendido.

Aunado a este análisis, se le aclara a la señora Jiménez Muñoz que, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valoró a cabalidad la solicitud de acrecimiento de pensión que presentó, pero es importante resaltar que las decisiones que adopta este órgano deben estar en estricto apego a una adecuada administración de los recursos, que permita la preservación y mantenimiento del acervo fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, es por este motivo que, tras el análisis del informe socioeconómico presentado por la Oficina de Trabajo Social y Sicología, se concluyó que no se debía acoger la solicitud planteada y en consecuencia, lo procedente era denegar el acrecimiento pretendido. 

V.- CONCLUSIONES:

1. La normativa actual vigente que regula la materia de jubilaciones y pensiones, permite que la pensión acrezca cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio. Asimismo, también da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios.

2. Según lo indicado en el Oficio N° 0484-JP/DJA-2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento del deceso del señor José Alexander Jiménez Rojas, percibía por concepto de pensión, la suma de cuatrocientos setenta y dos mil cuatrocientos sesenta y cinco colones con 28/100 (¢472,465.28).

3. Conforme lo informa la Profesional de Trabajo Social, el señor Jiménez Rojas, no pertenece al grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz y ésta última, no ha requerido del beneficio económico que disfrutaba su hermano, para cubrir sus necesidades, razón por la cual, no se encuentran motivos para otorgar el acrecimiento solicitado.

4. Del estudio efectuado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se concluyó que no fueron aportadas, por parte de la gestionante, pruebas suficientes que permitieran arribar al grado de certeza suficiente para comprobar que la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, requería el acrecimiento de su pensión para cubrir sus necesidades y las de su grupo familiar.

5. [bookmark: _Hlk113024228]En relación con los elementos del acto emitido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, en sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, referente al presente tema, es importante indicar que, el citado acuerdo, desarrolla los elementos objetivos del acto administrativo, específicamente el motivo, a propósito del cual, cabe indicar que el doctor Jinesta Lobo ha definido como motivos los “antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo y sobre las cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste”. Bajo esta inteligencia, existe un presupuesto fundamental que valoró la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para denegar el acrecimiento de la pensión solicitado, entiéndase el informe técnico N°21-000692-721-TS, suscrito por la licenciada Rosa Fallas Bonilla, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde se analiza la situación de la señora Jiménez muñoz, así como sus necesidades económicas y las de su grupo familiar, informe al cual tuvo acceso la gestionante al conocer el resultado del acuerdo adoptado por el órgano colegiado.

6. Se torna imperioso en este punto, señalar una vez más que, las decisiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar enfocadas a otorgar los beneficios conforme a los parámetros establecidos por la normativa aplicable, en aras de resguardar la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras.

7. Finalmente, con los argumentos expuestos en el presente criterio, se demuestra que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis, considerando que el informe técnico fue puesto al alcance de la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, además, se empleó la normativa aplicable al presente caso, estipulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

VI.- RECOMENDACIONES:

1. Conforme a lo anteriormente expuesto, tomando en consideración que no se demuestra una necesidad fehaciente de que la señora Jiménez Muñoz requiera del acrecimiento de su pensión para vivir dignamente, esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mantener lo resuelto en la sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, considerando que la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, no aportó prueba idónea que justificara la necesidad de acrecer el monto de su pensión, o en su defecto, contrariando el informe N° 21-000692-0721-TS, en consecuencia, rechazar el recurso de reconsideración presentado, tomando en cuenta que las actuaciones realizadas por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de acrecimiento de la pensión presentada por la gestionante, considerando que es indispensable que el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, determine que es indispensable el acrecentamiento solicitado, lo anterior para dar cumplimiento al artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, norma aplicable en el presente caso.

2. De acoger la recomendación anterior, se insta a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dar por agotada la vía administrativa, debido a que la etapa recursiva se estaría dando por finalizada.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 34-2022 celebrada el 06 de setiembre de 2022, artículo III, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido y aprobado el criterio presentado por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0034-AJ/DJA-2022 del 21 de octubre de 2022. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, en consecuencia, mantener lo resuelto en la sesión N° 32-2022 celebrada el 23 de agosto, artículo X, considerando que la señora Carmen Linda Jiménez Muñoz, no aportó prueba idónea que justificara la necesidad de acrecer el monto de su pensión, o en su defecto, contrariando el informe N° 21-000692-0721-TS, por lo que las actuaciones realizadas por este órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de acrecimiento de la pensión presentada por la gestionante, considerando que es indispensable que el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, determine que es indispensable el acrecentamiento solicitado, lo anterior para dar cumplimiento al artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, norma aplicable en el presente caso. 3.) En razón de lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, la solicitud realizada por la señora Carmen Jiménez Muños, pensionada judicial, remitida mediante correo electrónico del 22 de marzo del 2024, el cual literalmente dice:

“Por el siguiente motivo Señores Junta Directiva Fondo de Jubilaciones y
pensiones solicito por favor se me haga una visita social y vean mi caso, dado que cuando yo solicite con ustedes la otra parte del salario de mi papá. Enfermé de cáncer y el salario no me alcanza.

Se me han pasado por alto mis derechos como hija, falleció mi papá José Luis Jiménez Castro y por mi estado de enfermedad solicito por favor que se me agregue la otra parte de la pensión a mi salario ya que si no tengo liquido no puedo vivir así.

Solicito por favor la otra parte de la pensión lo más antes posible”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el escrito completo junto con los anexos aportados. 

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “Yo particularmente leyendo (inaudible) mantendría lo actuado hasta ahora.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, señala: “Yo soy del mismo criterio, pero quería escuchar lo que ustedes este a bien tenían, indicar, don Arnoldo”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “Mantengo también el mismo criterio de don Rodrigo, y suyo, de tener la negación de la…”.

El presidente Segura Solís, interviene: “Entonces rechazamos la solicitud de que se realice una nueva visita”.

El integrante Arroyo Guzmán, previene: “Don Juan Carlos, falta don William”.

El presidente Segura Solís, dice: “Perdón ¿don William?”.

El máster William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, responde: “Correcto, totalmente de acuerdo”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida y rechazada la gestión presentada por la señora Carmen Jiménez Muñoz, pensionada judicial, remitida mediante correo electrónico del 22 de marzo del 2024, mediante la cual solicita se le realice una nueva visita por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, con el fin de que se le aumente el porcentaje del beneficio de pensión que recibe, por las razones que señala, debido al fallecimiento del otro beneficiario Alexander Jiménez Rojas, ya que no existe posibilidad para que se le realice un acrecimiento de pensión, según lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 9544): “Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario”. 2.) Mantener lo dispuesto por este cuerpo colegiado en sesión N° 043-2022 celebrada el 10 de noviembre de 2022, artículo XI, conforme a los siguientes argumentos: a.) En sesión N° 043-2022 celebrada el 10 de noviembre de 2022, artículo XI, se conocieron los elementos expuestos por la accionante, donde se analizaron en conjunto con el criterio jurídico N° 0034-AJ/DJA-2022 del 21 de octubre de 2022 emitido por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos asesores jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el cual ratifica la posición de la administración en el sentido de que el señor Alexander Jiménez Rojas, no pertenecía al grupo familiar de la señora Jiménez Muñoz, por ende, no compartían gastos en común. b.) Se debe recordar que la intención del legislador de que se otorguen beneficios de pensión por la muerte de un causante, radica en que se cubran los ingresos que se dejan de percibir, en este caso, por el fallecimiento del servidor judicial, situación que fue cubierta con el otorgamiento del beneficio que ha gozado la accionante por más de 30 años. c.) La situación de salud expuesta por la señora, es un hecho nuevo que no estaba previsto y no debe ser contemplado para un posible acrecimiento del beneficio, debido a que nunca fue un gasto que el causante cubrió en vida, desnaturalizando la intención del legislador. 2.) Recordar a la señora Jiménez, que esta Junta, en el acuerdo anterior, dio por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
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ARTÍCULO III

Documento N° 187-2024 / 228-2024

En sesión N° 013-2024 celebrada el 19 de marzo de 2024, artículo XVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0065-JP/DJA-2024 del 06 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión a raíz del fallecimiento del jubilado [sic] judicial Florentino Rodríguez Miranda, cédula de identidad 02-0367-0957, cuyo deceso acaeció el 29 de agosto de 2023 por las siguientes personas:

· Leonor Carmona Castillo, cédula de identidad 01-1317-0512 (Unión de hecho).
· Rosa María Soto García cédula de identidad 02-0438-0278 (Excónyuge).
· (nombre 1), cédula de identidad (valor 1) (Hija).

I.  Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 07 de setiembre de 2023, se reciben las solicitudes de Rosa María Soto García, en calidad de ex conyugue sobreviviente y como representante legal de la menor (nombre 1), en calidad de hija del servidor judicial fallecido Rodríguez Miranda.

· 13 de setiembre de 2023, se recibe la solicitud de Leonor Carmona Castillo, en calidad de compañera de unión de hecho sobreviviente.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las tres personas solicitantes. 

II. Valoración socioeconómica practicada:

Mediante informes N.º 23-001235-0728-TS y N.º 23-001654-0725-TS, recibidos por esta Dirección el 06 de octubre de 2023, 12 de diciembre de 2023 y ampliación de fecha 01 de febrero de 2024 que fueron suscritos por la Licda. Olga Marta Murillo Espinoza y por el Lic. Francisco Morales León, perita y perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Rosa María Soto García y de la menor (nombre 1), así como, de la señora Leonor Carmona Castillo.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

1) Leonor Carmona Castillo:

“(…) La persona referida para valoración es la señora Leonor Carmona Castillo, costarricense, con número de cédula 1 1317 0512, nacida el 29 de mayo de 1987, de 36 años de edad, con escolaridad de universitaria incompleta, soltera, se desempeña como Auxiliar de Servicios Generales 2 en el Poder Judicial, quien figura como solicitante del beneficio de pensión de quien en vida fue su pareja de hecho, el Sr. Florentino Rodríguez Miranda, costarricense, número de cédula 20367 0957, fallecido el 29 de agosto del 2023, registrándose como último puesto desempeñado Auxiliar de Servicios Generales 4. 

De la relación de pareja entre la persona solicitante y el Sr. Rodríguez Miranda, se identificó que esta inició aproximadamente para el mes de diciembre del año 2009, y en el año siguiente, iniciaron la convivencia en Tirrases de Curridabat, momento para el cual Leonor trabajaba como dependiente en una cafetería y Florentino como empleado judicial, compartiendo a su vez domicilio con la Sra. Cecilia Castillo Mata, madre de la referida. 

Refieren las fuentes que dicha relación estaba caracterizada por interacciones cordiales y de apoyo, siendo que desde dicho momento se estableció una distribución de gastos entre Leonor y su pareja, cubriendo las diferentes necesidades del grupo familiar.

Como evento de relevancia, se identificó que para el año 2012 la pareja procreó al niño Samuel Rodríguez Carmona, nacido el 22 de marzo del 2013, a partir de lo cuál y debido a que tanto la referida como el Sr. Florentino trabajaban, la Sra. Cecilia se encargaba del cuido del niño, aportando de esta manera en especie a la dinámica familiar. 

Posteriormente, para enero del año 2016 (mismo año en el cual establecieron domicilio independiente de la progenitora de la evaluada), la referida ingresó a trabajar al Poder Judicial, según indica, como Auxiliar de Servicios Generales 1, siendo que al momento de la evaluación se desempeña como Auxiliar de Servicios Generales 2, propietaria desde diciembre del 2022.

Señala la evaluada, que, como un aporte extra a la economía del grupo familiar, tanto ella como su pareja realizaban la venta ocasional de perfumes actividad que en los últimos meses se fue reduciendo por lo cual empezaron solamente a recibir saldos pendientes de pago. 

Sumado a lo anterior, se conoció que la evaluada ingresó a cursar el bachillerato universitario en Administración de Recursos Humanos en la Universidad Libre de Costa Rica, siendo el segundo cuatrimestre del presente año el último matriculado.

Por su parte, en cuanto al ámbito económico, se identificó que, para el mes de agosto del presente año, el grupo familiar integrado por el Sr Florentino (fallecido el 29 de dicho mes), la evaluada y el hijo de ambos, percibía ingresos y egresos de las siguientes fuentes:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

De lo anterior se identifican ingresos per cápita de ¢214.573. A su vez, resulta de importancia señalar que solamente los ingresos reportados por salarios eran los que el grupo familiar percibía como fijos, en tanto los montos de abonos y cancelación de perfumes eran variables, lo cual repercute directamente en el superávit percibido por la agrupación para el mes en estudio. 

Aunado a lo anterior, las fuentes señalan que de dichos egresos, la alimentación, el gas, recibos como agua, electricidad, así como la mitad de los montos establecidos por cuido de Samuel y transporte eran cubiertos por el Sr. Florentino (lo que representa aproximadamente un 43% de los gastos), en tanto Leonor cubría los restantes, siendo que, si bien es cierto que los comprobantes aportados refieren a la cuenta bancaria de la evaluada, esta aclara que se debe a que su pareja desconfiaba de las transacciones electrónicas, por lo cual le solicitaba que ella las hiciera y él le retribuía el dinero en efectivo.

Lo anterior, denota la existencia de una dinámica económica de codependencia entre la evaluada y el ex funcionario judicial fallecido, la cual, según señalan las fuentes, era la dinámica establecida desde hace varios años atrás.

Al momento de realizar la valoración, la Sra. Leonor reside solamente con su hijo Samuel Rodríguez Carmona, de 10 años de edad, estudiante, de quien se hace cargo en todas las áreas. 

Realizando la valoración domiciliaria, se identificó que el grupo familiar reside en un apartamento alquilado, el cual cuenta con acceso a servicios básicos, se ubica en área residencial urbana concentrada, sin problemáticas sociales que afecten a la persona evaluada. 

En dicho inmueble, se observó en buen estado de orden, conservación y aseo, contando con dos dormitorios, uno utilizado por la persona evaluada y el otro por su hijo, además de ello, un espacio de sala/comedor, un baño completo y un cuarto de lavado compartido con otras personas inquilinas vecinas.

Al realizar la entrevista, la Sra Leonor informó que el día anterior, su madre se había trasladado a su domicilio por unos días, información que fue corroborada por las fuentes consultadas, por lo cual, al tener dicho carácter de temporalidad, no se incluyó como parte del análisis de la condición socioeconómica del grupo familiar.

Por su parte, al momento de realizar la evaluación (durante el mes de octubre), se identificó que el grupo familiar posee la siguiente dinámica de ingresos-egresos:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

De la información presentada anteriormente y en relación al Cuadro N°2, se debe señalar que dicha diferencia entre ingresos y egresos ha sido cubierta por medio de aportes ocasionales brindados por una hermana de la persona referida.

Aunado a lo anterior, el grupo familiar está conformado por la persona evaluada y su hijo, lo cual representa un ingreso per cápita de ¢214.027, identificándose que se ha aumentado el egreso de alimentación, no obstante, se ha visto considerablemente reducidos la inversión en salud, así como la ausencia de pago de alquiler del inmueble, internet y cuido de la persona menor de edad, los cuales al momento de la evaluación la Sra. Leonor adeudaba, aunado a presentarse limitaciones para continuar cursando estudios universitarios ante la ausencia de recurso económico para matricular el tercer cuatrimestre del presente año.

Por su parte, según documentación aportada, la Sr. Carmona Castillo no recibe subsidios estatales ni cuenta con bienes muebles o inmuebles registrados a su nombre, sin embargo, según escritura aportada del notario Nasario Valverde Diaz, en enero del 2021, se le donó un terreno con derecho de posesión ubicado en La Rita de Pococí, de 236 metros cuadrados, sin embargo este al momento de la evaluación, se indicó que se encuentra desocupado y contrario a generar algún ingreso, provoca gastos de mantenimiento, los cuales no logran ser cubiertos por la persona evaluada.

Respecto a la motivación y expectativa, la persona evaluada señala que esta se basa en la necesidad de apoyo económico para lograr cubrir necesidades básicas tanto personales como de su hijo, las cuales se ha dificultado asumir debido a la ausencia de ingresos que aportaba el causante a la economía familiar previo a su fallecimiento…” 

2) Rosa María Soto García y (nombre 1):

“(…) Las personas referidas para valoración socioeconómica son la Sra. Rosa María Soto García, de nacionalidad costarricense, portadora de la cédula de identidad 2-0438-0278, de 55 años (13/05/1968), divorciada, con nivel educativo de primaria completa, de oficio ama de casa y la joven (nombre 1), costarricense, portadora de la cédula de identidad (valor 1), de 15 años (15/04/2008), estudiante de noveno año de secundaria.

La Sra. Rosa María refiere que mantuvo vínculo matrimonial con el Sr. Florentino Rodríguez Miranda (servidor judicial fallecido), por espacio de 20 años, relación de la cual procrean tres hijos: Mariana Rodríguez Soto de 29 años, Julio Cesar de 26 años y (nombre 1) de 15 años todos de apellidos Rodríguez Soto.

Se reporta que en términos generales la pareja mantuvo un vínculo positivo, sin embargo, cuando la hija menor (nombre 1) contaba con dos años y cuatro meses, por intereses diversos, el Sr. Rodríguez tomó la decisión de separarse de doña Rosa, siendo que transcurrido algún período se concretó el divorcio.

Doña Rosa María expone que contrajeron matrimonio en el año 1990 y la hija mayor nació en el año 1994, durante esos primeros cuatro años expone que laboró fuera del hogar en una empresa dedicada a la fabricación de prendas de vestir, no obstante, luego del nacimiento de la hija mayor, como pareja acordaron que abandonaría las labores para dedicarse al cuido y atención de la niña, siendo que a partir de ese momento mantuvo dependencia económica hacia el Sr. Florentino hasta la fecha de su deceso.

La solicitante informa que al generarse la separación acudió a una abogada para establecer vía judicial el respectivo proceso alimentario, debido a que, en aquel momento las dos hijas e hijo eran menores de edad, no obstante, a la fecha de esta evaluación socioeconómica, la pensión alimentaria y de acuerdo a la constancia aportada del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Atenas Exp. N.º ((datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la pensión se encontraba fijada en la suma de ciento sesenta mil ciento noventa colones con noventa y seis céntimos mensuales, a nombre de Rosa María Soto García y la menor (nombre 1), correspondiéndole la mitad de ese monto a cada una.

Se indica que, en la constancia señalada, también se reporta que, por concepto de salario escolar únicamente a favor de (nombre 1), se encontraba establecido un monto de ochenta mil noventa y cinco colones con cuarenta y ocho céntimos.

La Sra. Rosa María informa que cuenta con seguro social en el tanto, su hijo Julio César le brinda el derecho, reporta que padece de hipertensión arterial, manteniendo control y seguimiento médico en la Clínica de Atenas, lo cual, se corrobora con la constancia médica aportada. Destacó que, con el monto que recibe de pensión alimentaria, no le era posible mantener atención médica privada por el costo que esto representa, señalando que inclusive lo que respecta a la atención ginecológica la realiza en el área de salud de la comunidad.

En cuanto a la joven (nombre 1), ésta refirió que la pensión alimentaria que se encontraba fijada para ella en el Juzgado de Pensiones, se invertía en la alimentación y los días lunes de cada semana, la Sra. Rosa María le entrega la suma de diez mil colones para que pueda viajar al colegio y comprarse algo de comer.

Destaca que cursa el noveno año de secundaria en el Liceo de Atenas, no ha presentado repitencia y describe que el rendimiento académico es bueno. Lo anterior se corrobora con la constancia de estudios y el reporte de promedios correspondiente al segundo período del curso lectivo 2023. Informó que no recibe beca, únicamente en el Liceo le brindan la alimentación. De acuerdo a la constancia emitida por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), no se desprende que cuente con ayudas económicas por parte de esa institución.

Con referencia al aspecto de la salud y de acuerdo a la constancia médica aportada, se desprende que ha tenido atención médica en diferentes momentos y por diversas sintomatologías, en la Clínica del Seguro Social de Atenas, no obstante, tanto ésta como la madre refieren que ha presentado (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) razón por la que ha sido atendida en varias ocasiones.

A la fecha de esta evaluación el grupo familiar se encuentra constituido por la Sra. Rosa María, su hija (nombre 1) y el hijo Julio César éste es soltero, de 26 años, con estudios primarios completos y labora de acuerdo a la constancia aportada como display para la empresa FoodLand Market desde el día 01/05/2023 devengando un salario neto mensual de cien mil colones, monto del cual, brinda a la madre la suma de veinte mil colones mensuales como apoyo para los gastos del hogar.

El grupo familiar habita una vivienda que fue construida por medio de un bono y en propiedad herencia del Sr. Florentino, este inmueble según se informó, se encuentra inscrito a este momento a nombre de los tres hijos (as) procreados por el servidor judicial fallecido y la Sra. Rosa María.

En la valoración social domiciliar efectuada, se observó que la vivienda se ubica en una comunidad urbana con acceso a servicios públicos y cercanía a centros de estudio, salud, bancarios, entre otros, de fácil acceso. No se observaron en el ámbito comunal problemáticas asociadas con riesgo social.

La vivienda se encuentra construida en concreto, cuenta con cielo raso en fibrolit, piso de terrazo a excepción del patio de pilas que posee piso cerámico, con la siguiente distribución: corredor, sala-comedor, tres habitaciones, un baño y su respectivo servicio sanitario, cocina y patio de pilas. Se observó que el baño tiene un problema de filtración y se explica que de manera reciente se realizó una reparación, el lavatorio se encuentra fuera de uso al parecer por el mismo problema con la tubería.

Tanto los electrodomésticos como el mobiliario es básico y se observó en regulares condiciones de conservación.

De acuerdo a la información suministrada, la Sra. Soto García y su hija (nombre 1) subsisten con la pensión alimentaria fijada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Atenas y que estaba a cargo del funcionario judicial fallecido, por la suma de ciento sesenta mil ciento noventa colones con noventa y seis céntimos y con el aporte que realiza el hijo Julio César por la suma de veinte mil colones mensuales.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

La Sra. Rosa María informa que como estrategias para lograr la satisfacción con los ingresos que perciben, se recurre a limitar lo correspondiente a la alimentación, recarga menos dinero para su teléfono móvil, no cuentan con servicio de cable ni internet habitacional, únicamente a (nombre 1) se le cancela teléfono móvil con acceso a internet por motivo de los estudios.

De acuerdo a la documentación aportada los impuestos municipales no se han cancelado en lo que va del año 2023, lo anterior, debido a que, según informa la valorada los ingresos con que cuentan, no le permite realizar el pago trimestral, por lo que, la estrategia es cancelarlos al finalizar el año cuando recibía el monto de dinero adicional correspondiente al aguinaldo. 

Lo anterior es un monto anual de ¢ 58,648.51 es decir ¢4,887.37 mensuales.

En cuanto a la satisfacción de la necesidad de vestido y calzado, la Sra. Rosa María igualmente señaló que, con el aguinaldo en el mes de diciembre, solventan lo que en ese aspecto tanto (nombre 1) como ella se encuentren necesitando. Por otra parte, (nombre 1) informó que tiene unas primas que le brindan ropa usada en buen estado.

Referente a la hija mayor de la valorada, la Sra. Mariana Rodríguez Soto, en la declaración jurada de aportes de hijos (as), de manera literal anotó lo siguiente: “No colaboro con mi mamá y hermana porque actualmente me encuentro viviendo fuera de la vivienda de mi madre y en unión libre con mi pareja Pablo Oconitrillo con quien tengo un hijo de 3 años y soy quien se hace cargo de su cuido y las labores del hogar. No tengo trabajo.”

Siendo que doña Rosa María confirma que su hija Mariana depende económicamente del compañero sentimental y que por esta razón no les puede apoyar.

Informó que la vivienda además contaba con un problema en la instalación eléctrica, que es de urgencia reparar, lo mismo que terminar de resolver la situación del baño y servicio sanitario referente a la cañería, ambas reparaciones informó al momento de la valoración social domiciliar fueron realizadas en días anteriores, con un costo de ciento diez mil doscientos treinta con ochenta y nueve céntimos.

De igual manera la joven (nombre 1) tuvo una situación de salud en el colegio jugando voleyball presentó una caída y hubo que realizarle una placa de tórax con un costo de veintidós mil colones y el tratamiento respectivo por un monto de ocho mil doscientos diez colones, debiendo acudir a un recurso de apoyo familiar que le prestó el dinero, tanto para esta situación particular como para las reparaciones señaladas anteriormente. 

Las personas evaluadas niegan que mantenga apoyos económicos institucionales provenientes por ejemplo del Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y/o de alguna otra institución. Lo anterior, se corroboró con las constancias aportadas y emitidas por parte del IMAS donde se indica: “Al momento de la presente consulta no consta información disponible en el Registro Único de Beneficiarios del Estado SINIRUBE...”

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
 
“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraernupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” 

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

El Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.

d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)” 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original.

V. Datos de interés

· Al momento del deceso del señor Rodríguez Miranda, mantenía una condición de servidor judicial activo, es por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo, es necesario estimar el monto de jubilación que hubiese recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (24 años, 10 meses y 15 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que al señor Florentino Rodríguez Miranda, conforme las disposiciones de la Ley O.P.J vigente, le asistiría un monto en bruto de ¢575.192,81 (quinientos setenta y cinco mil ciento noventa y dos colones con 81/100) mensuales. 

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspiran la señora Leonor Carmona Castillo, así como la señora Rosa María Soto García y la menor (nombre 1), de aprobárseles la pensión es del 80% del monto que hubiera devengado de jubilación su ex cónyuge, padre y compañero de unión de hecho fallecido para este caso equivale a ₡460.154,25 (cuatrocientos sesenta mil ciento cincuenta y cuatro colones con 25/100) mensuales en bruto.

· Según consulta civil realizada en el sistema del Tribunal Supremo de Elecciones, la señora Leonor Carmona Castillo, presenta un estado civil de soltera, según se muestra en la siguiente imagen:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Por otro lado, en el mismo sistema del Tribunal Supremo de Elecciones, la señora Rosa María Soto García, presenta un estado civil de divorciada, producto del divorcio (20/09/2017) de su esposo el señor Rodríguez Miranda, cuyo matrimonio se registró con el código de cita N.º 201373140627. A continuación, se detalla la información de dicha consulta:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· De acuerdo con lo reportado por el trabajador social, según los documentos aportados y lo indicado por la señora Leonor Carmona Castillo, se reporta un monto de egresos mensuales aproximados del grupo familiar, por la suma de ¢443.764 (cuatrocientos cuarenta y tres mil setecientos sesenta y cuatro colones con 00/100).

· Según Constancia de Pensión aportada por la señora Salas Bolaños, la cual, fue emitida por el Juzgado Contravencional de Atenas, en fecha 24 de agosto de 2023, se tiene que el monto que percibían la señora Rosa María Soto García y la joven (nombre 1) por el proceso de pensión alimentaria (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) es por ¢160,190.96 (ciento sesenta mil ciento noventa colones con 96/100) el 50% de ese monto para cada una, la siguiente imagen muestra dicha constancia:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

1. El 07 de setiembre de 2023, un total de 07 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Miranda, se recibió la gestión de la señora Soto García y la menor (nombre 1).

2. El 13 de setiembre de 2023, un total de 11 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rodríguez Miranda, se recibió la gestión de la señora Carmona Castillo.

VI. Conclusiones

· De conformidad con el estudio socioeconómico, la gestionante Leonor Carmona Castillo, percibe un ingreso mensual, producto de su salario de ¢428.055 (cuatrocientos veintiocho mil cincuenta y cinco colones con 00/100). 

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Rosa María Soto García y a la menor (nombre 1), demuestra que el señor Florentino Rodríguez Miranda les daba un monto por pensión alimentaria a cada una para cubrir sus necesidades y estudios.

· Por otra parte, para el caso de la señora Leonor Carmona Castillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Rodríguez Miranda era una dinámica económica de codependencia entre la evaluada y el ex funcionario judicial fallecido, por lo que dependía de los ingresos de este, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente las convierte en sujetos del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.º 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas, se constató que ninguna de las personas solicitantes son beneficiarias de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuentan con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por las personas trabajadoras sociales encargadas de los peritajes, se determina lo siguiente: 

1) Leonor Carmona Castillo:

“(…) De la investigación social realizada, se concluye que la señora Leonor Carmona Castillo mantenía una relación de pareja y convivencia con el señor Florentino Rodríguez Miranda desde hace aproximadamente catorce años en la cual procrearon un hijo en común, quien a la fecha tiene 10 años de edad. 

Como parte de la dinámica económica, fue común la distribución de gastos, siendo que, para el mes de mayo del presente año, previo al fallecimiento del causante, existía una codependencia entre ambos, por lo cual, a partir del fallecimiento de este, la evaluada ha debido generar estrategias para afrontar gastos que previamente cubría el Sr. Florentino.

Al momento de la evaluación, la persona referida cuenta con ingresos de ¢428.055 mensuales, mientras que sus egresos son de ¢443.764, existiendo una diferencia de -¢15.709, los cuales ha sido cubiertos con aportes en especies de familiares o bien reduciendo o adeudando en otros rubros como salud, cuido del hijo de la referida, alquiler o internet, así como suprimiendo la continuidad de la educación universitaria.

Conforme a lo expuesto se identifica que la señora Carmona Castillo dependía económicamente del funcionario fallecido, por lo que al momento de la evaluación social no puede cubrir algunas necesidades básicas…”

Es importante agregar que, sobre la vivienda alquilada en la que reside la señora Carmona Castillo con el menor (nombre 2), el Departamento de Trabajo Social y Psicología, mediante ampliación de fecha 01 de febrero de 2024, aclaró lo siguiente:

“Si bien es cierto que la persona evaluada reside en un apartamento alquilado, por el cual se le cobra un monto mensual de ¢95.000 colones, al este no haber sido cancelado en el mes en que se realizó la evaluación ante la insuficiencia de ingresos para ello, no puede ser considerado como un egreso a contemplarse en dicho mes y por ende no se refleja en el “Cuadro N°2 Ingresos y egresos para el mes de octubre 2023”.”

Al respecto, se tiene que la señora Carmona Castillo, reside en un apartamento alquilado con un monto de alquiler por ¢95,000.00, que, si bien no fue considerado por el trabajador social en su informe de egresos, si es un gasto fijo mensual que se debe contemplar, al tratarse de una de las necesidades básicas de vivienda del núcleo familiar. 

Así las cosas, el monto calculado de egresos de la señora Carmona Castillo asciende por un monto de ¢538,765 (quinientos treinta y ocho mil setecientos sesenta y cinco colones con 00/100).

2) Rosa María Soto García y (nombre 1):

La Sra. Rosa María Soto García y el funcionario judicial fallecido Florentino Rodríguez Miranda, mantuvieron relación matrimonial la cual permaneció por espacio de veinte años, vínculo del cual nacieron tres hijos incluyendo a la persona menor de edad referida (nombre 1).

Debido a intereses contrapuestos, la pareja se separa y a posterior se concreta el divorcio, siendo que, a través de la vía judicial y debido a que la Sra. Rosa María mantenía dependencia económica hacia el Sr. Rodríguez Miranda, aunado a que, tenía a cargo tres hijos (as) menores de edad en aquél momento, se estableció una pensión alimentaria, misma que a la fecha del fallecimiento del Sr. Florentino, se encontraba fijada en la suma de ¢160,190.96 figurando únicamente como beneficiarias las personas referidas para valoración socioeconómica, correspondiéndoles un monto de ¢80,095.48 a cada una.

A ese ingreso se le suma el aporte económico que brinda el hijo de la solicitante, el Sr. Julio Cesar Rodríguez Soto por un monto mensual de ¢20,000.00 para un total de ingresos de ¢180,190.96.

Como hallazgos obtenidos de la evaluación socioeconómica realizada, se identificó que al momento del deceso del funcionario judicial, las personas evaluadas mantenían dependencia económica hacia éste para la satisfacción de las necesidades básicas, lo que, se logra aunque de manera limitada, reportándose un egreso de ¢189,195.14 mensuales.

El grupo familiar reside en vivienda propia, no se observaron condiciones de hacinamiento y cuenta con acceso a servicios públicos de primera necesidad (agua potable y electricidad). En regulares condiciones referente a la infraestructura, así como a la tenencia de electrodomésticos y mobiliario siendo básico.

Asimismo, se identificó que, las evaluadas recurren a estrategias para solventar las necesidades como vestido y calzado, esperando el mes de diciembre de cada año en que recibían el aguinaldo, lo mismo con respecto a la cancelación de los impuestos municipales.

De acuerdo a la documentación revisada, no cuentan con apoyos económicos institucionales y/o de iglesias o grupos religiosos. En el caso de la joven (nombre 1), recibe como apoyo la alimentación en el centro educativo al cual asiste, manteniendo a su vez, un buen rendimiento académico.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

VII. Recomendaciones 

Es necesario establecer que el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial faculta que tanto la persona cónyuge o pareja sentimental que cumpla las condiciones legalmente previstas y las personas exparejas divorciadas o separadas judicialmente o de hecho, excompañera, que disfrute al momento del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante, puedan ser beneficiarias de una pensión con cargo al FJPPJ al mismo momento, así mismo, teniendo en cuenta que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (RGRFJPPJ) vigente, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión establece que: 

“¨[…] d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)”

Es aquí de vital importancia recordar que como se citó en párrafos anteriores para la señora Soto García y la joven (nombre 1) existe una orden judicial de pensión alimentaria emitida por el Juzgado Contravencional de Atenas bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), razón por lo cual, al coexistir al momento del fallecimiento de la persona causante una pareja sentimental en unión de hecho y una excónyuge que posee una dependencia económica declarada por parte de una autoridad judicial y con el fin de respetar dicho mandato judicial se realiza la distribución del 66% del 80% prevista en el artículo 32 del RGRFJPPJ para las personas cónyuges entre ambas exparejas y solo un 22% del 80% para la hija (que a su vez también forma parte del proceso de pensión alimentaria), así las cosas se somete a valoración del estimable Órgano de máxima Dirección la propuesta de asignación de pensión en los siguientes términos:

	Nombre
	Vínculo 
	Porcentaje de asignación
	Monto Bruto

	Leonor Carmona Castillo 
	Unión de hecho 
	30% (del 80% máximo)
	¢138.046,27

	Rosa María Soto García
	Excónyuge
	22% (del 80% máximo)
	¢101.233,93

	(nombre 1)
	Hija
	22% (del 80% máximo)
	¢101.233,93

	Total
	74% (del 80% máximo)
	¢340.514,14



Es necesario destacar que con base en esta distribución para el presente caso únicamente se contaría con un margen del 6% para alcanzar el porcentaje máximo establecido en el artículo N.° 228 de L.O.P.J. del 80% del monto que hubiese recibido de jubilación la persona causante.

Esta distribución se efectúa teniendo como justificación los siguientes rubros:

A. Considerando que la señora Leonor Carmona Castillo, cuenta con un ingreso mensual de ¢428,055.00 (cuatrocientos veintiocho mil cincuenta y cinco colones con 00/100) y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢538,765.00 (quinientos treinta y ocho mil setecientos sesenta y cinco colones con 00/100), quedando un déficit económico de ¢110,710.00 (ciento diez mil setecientos diez colones con 00/100) entre sus ingresos y egresos fijos, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea el 30% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado su ex compañero de unión de hecho fallecido, el cual equivale a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, monto con el cual se prevé cubrir los gastos de la misma. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

B. Asimismo, considerando los montos que el señor Florentino Rodríguez Miranda brindaba a su exesposa e hija por concepto de pensión alimentaria para solventar sus necesidades de manutención y estudio según lo reportado en los estudios de Trabajo Social, se estima conveniente recomendar se les asigne los siguientes porcentajes de pensión:

· A la señora Rosa María Soto García un 22% equivalente a ¢101,233.93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con 93/100), brutos mensuales y un monto líquido mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). En la siguiente imagen, se muestra el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

· A la menor (nombre 1) un 22% equivalente a ¢101,233.93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con 93/100) brutos mensuales y un monto líquido mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). En la siguiente imagen, se muestra el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 30 de agosto de 2023, día después del fallecimiento.

C. Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención 23-001235-0728-TS y 23-001654-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Soto García y la menor (nombre 1), así como, de la señora Carmona Castillo, en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…) 

Anexos:

1) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”.
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Se acuerda:	Una vez analizadas las solicitudes de pensión incoadas ante el fallecimiento del servidor judicial Florentino Rodríguez Miranda, así como los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, los elementos valorados en el oficio N.° 0065‑JP/DJA‑2024 del 06 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 32 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Leonor Carmona Castillo, en calidad de compañera de unión de hecho sobreviviente, cuya asignación será de un 30% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el señor Rodríguez Miranda, equivalente a ¢138 046,27 (ciento treinta y ocho mil cuarenta y seis colones con veintisiete céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. 2.) Acoger las solicitudes de pensión formuladas por la señora Rosa María Soto García, en calidad de ex conyugue sobreviviente y como representante legal de la menor de edad (nombre 1), en calidad de hija del señor Rodríguez Miranda, cuyas asignaciones serán las siguientes: a) A la señora Soto García se le otorgará un 22% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el servidor judicial fallecido, equivalente a ¢101 233,93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con noventa y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. b) A la joven (nombre 1) se le otorgará un 22% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el servidor judicial fallecido, equivalente a ¢101 233,93 (ciento un mil doscientos treinta y tres colones con noventa y tres céntimos) mensuales en bruto menos las deducciones que por Ley correspondan. Esto a partir del 30 de agosto de 2023. 3.) Se le aclara a la joven (nombre 1), que a partir de la fecha en la que cumpla la mayoría de edad, se le podrá otorgar dicho beneficio hasta los 25 años de edad, siempre y cuando presente ante la Dirección de la JUNAFO la documentación que acredite que se encuentra realizando estudios académicos, así como los resultados obtenidos, ambos, de acuerdo con la periodicidad de su centro de estudio, de conformidad con lo establecido en el artículo N° 228, numeral 1.2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual literalmente indica: “Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: (…) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora”. Así como el cumplimiento de las directrices indicadas en el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con la Política de Estudiantes Pensionados. 4.) Se les insta a las personas gestionantes que, en caso de cambio del medio de notificación aportado en la solicitud, el mismo sea actualizado en la Dirección de la JUNAFO (direccion_junafo@poder-judicial.go.cr), debido a que, de no hacerlo, las comunicaciones posteriores le quedarán notificadas en el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Notificar el presente acuerdo a las personas interesadas. 6.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, la solicitud realizada por la señora Leonor Carmona Castillo, pensionada judicial, remitida mediante correo electrónico del 22 de marzo del 2024, el cual literalmente dice:

“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del fondo de Jubilaciones y pensiones Oficio N° 0178-JUNAFO-2024, solicito muy respetuosamente se me conceda el 6% restante del 80% para cubrir gastos especiales por lo de las alergias de (nombre 2) (hijo en común) y otros como lo son las meriendas y ajustar un poco con lo de la ropa que por lo que, al encontrarse en crecimiento, va requiriendo cambios en los mismos.

Agradecería se valorara lo expuesto, ya que los gastos son mayores contemplando también que el alquiler puede variar y hoy día ningún alquiler va ser más bajo con el paso del tiempo, por lo que por favor solicito (reitero) se valoren tales puntos. Esto también en virtud de que si bien es cierto agradezco de corazón el que con el 30% da un alivio económico, no se cubre la totalidad del 65% aproximado de los gastos que cubría mi marido por lo que el recorte de presupuesto en casa sigue”.

- 0 -

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, dice: “Yo creo que, a mi entender, que no podríamos ampliar el porcentaje que ella está solicitando, toda vez que los porcentajes están dados de acuerdo al informe que se dio y de acuerdo al monto que correspondía por la pensión por muerte de don Florentino. Si alguno tiene alguna observación al respecto, si no, entonces rechazamos la solicitud”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por la señora Leonor Carmona Castillo, pensionada judicial, remitida mediante correo electrónico del 22 de marzo del 2024, donde solicita se le conceda el margen del 6% restante para alcanzar el porcentaje máximo establecido en el artículo N.° 228 de L.O.P.J. del 80% del monto que hubiese recibido de jubilación el servidor judicial fallecido Florentino Rodríguez Miranda. 2.) Rechazar la solicitud de la señora Carmona Castillo, en razón de que el porcentaje otorgado corresponde a lo contenido en los dictámenes socioeconómicos emitidos por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como en los elementos valorados del oficio N.° 0065‑JP/DJA‑2024 del 06 de marzo de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, previendo que dicho monto cubra los gastos de la persona beneficiaria, conforme a lo que establecen los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 32 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) En razón de lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente. 5.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
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[bookmark: _Toc163480602]ARTÍCULO IV

Documento N° 231-2024

[bookmark: _Hlk163218021]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones – JUNAFO, oficio N.° SP-323-2024 recibido el 27 de marzo de 2024, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, superintendente de pensiones, el cual literalmente dice:

“La Superintendencia de Pensiones, con el apoyo técnico del Banco Central de Costa Rica, desarrolló un portal Web denominado SUPEN Directo para que el interesado o usuario pueda interactuar con la institución de una manera más ágil, accediendo a los servicios que se encuentran habilitados en dicho portal. La suscripción y acceso a los servicios disponibles requiere el uso de certificados digitales para su ingreso y autenticación.

Consecuentemente para la implementación del acceso y el uso de dicho portal, se hace necesario establecer disposiciones sobre la organización y funcionamiento del portal WEB SUPEN Directo de la Superintendencia de Pensiones.

En virtud de lo expuesto y conforme a lo establecido en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, para sus observaciones, se procede a remitir en consulta el proyecto de acuerdo del Superintendente que establece los lineamientos para el uso de la plataforma SUPEN Directo, el cual se adjunta al presente oficio. Las observaciones que se realicen deberán remitirse a la Superintendencia de Pensiones, dentro de un plazo de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la comunicación de este oficio.

(…)

Adjunto:



…".

- 0 -

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N.° SP-323-2024 recibido el 27 de marzo de 2024, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, superintendente de Pensiones, en el cual remite a consulta el proyecto de acuerdo que establece los lineamientos para el uso de la plataforma SUPEN Directo. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para la revisión del citado proyecto de acuerdo y, en caso de tener alguna observación la remita a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, dentro del plazo establecido. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc155864382][bookmark: _Toc158630999][bookmark: _Toc161647803][bookmark: _Toc163480604]JUBILACIONES POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

[bookmark: _Toc159307527][bookmark: _Toc161647804][bookmark: _Toc163480605][bookmark: _Hlk163729619]ARTÍCULO V

Documento N° 221-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 020CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a LIDIETH LEITÓN ESQUIVEL, cédula N° 02-0477-0790 a partir del 16 de abril del 2024.

Al 15 de abril del 2024, la señora LIDIETH LEITÓN ESQUIVEL habrá laborado para este Poder por espacio de 31 años, 3 meses, 20 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 31 años, 3 meses, 20 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 31 años, 3 meses, 20 días.

EDAD: 51 años, 9 meses, 8 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: JUEZ 1, JUZGADO DE TRANSITO DE GRECIA.

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 103267

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: JUEZ 1, JUZGADO DE TRANSITO DE GRECIA.

PUESTO(S) DE REAJUSTE: JUEZ 1, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 3,632,176.55

MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica N.° 9544 articulo N.° 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 3.652.280,95

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N.° 9544."

FÓRMULA APLICADA: 31 años, 3 meses, 20 días (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 2,711,412.79 (89.44% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios).

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 89,44% del 83%

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora LIDIETH LEITÓN ESQUIVEL cuenta con 31 años, 3 meses, 20 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)".

- 0 -

Mediante oficio N.° 0093-SAF/DJA-2024 del 14 de marzo del 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial Lidieth Leitón Esquivel, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N.° PJ-DGH-CAP-101-2024 del 07 de marzo de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Leitón Esquivel, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas del trece de marzo del año dos mil veinticuatro, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Lidieth Leitón Esquivel, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 039-2024 del 01 de febrero de 2024.

Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 039-2024 del 01 de febrero de 2024, donde se declara en estado de invalidez a la señora Lidieth Leitón Esquivel, así como del informe técnico N.° 020CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la funcionaria judicial Lidieth Leitón Esquivel, jueza 1 del Juzgado de Tránsito de Grecia, a partir del 16 de abril del 2024. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Leitón Esquivel, cuya asignación mensual bruta será de ¢2 711 412,79 (dos millones setecientos once mil cuatrocientos doce colones con setenta y nueve céntimos), menos las deducciones que por Ley correspondan. 3.) Se hace de conocimiento de la gestionante, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene a la señora Leitón Esquivel que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 7.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y el Juzgado de Tránsito de Grecia tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480607]ARTÍCULO VI

Documento N° 222-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 022CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a JESSICA VIOLETA CÉSPEDES ARGUELLO, cédula N° 01-1011-0311 a partir del 16 de abril del 2024.

Al 15 de abril del 2024, la señora JESSICA VIOLETA CÉSPEDES ARGUELLO habrá laborado para este Poder por espacio de 21 años, 9 meses, 6 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 21 años, 9 meses, 6 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 21 años, 9 meses, 6 días.

EDAD: 45 años, 7 meses, 21 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: JUEZ SUPERNUMERARIO , ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE SUPERNUMERARIOS.

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 359301

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: JUEZ SUPERNUMERARIO, ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE SUPERNUMERARIOS.

PUESTO(S) DE REAJUSTE: JUEZ SUPERNUMERARIO , 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 3,523,240.29

MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica N.° 9544 articulo N.° 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 2,646,659.44

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N.° 9544"

FÓRMULA APLICADA: 21 años, 9 meses, 6 días (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 1,366,155.19 (62.19% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 62,19% del 83%

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora JESSICA VIOLETA CESPEDES ARGUELLO cuenta con 21 años, 9 meses, 6 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)".

- 0 -

Mediante oficio N.° 0096-SAF/DJA-2024 del 14 de marzo del 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial Jéssica Violeta Céspedes Argüello, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N.° PJ-DGH-CAP-101-2024 del 07 de marzo de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Céspedes Argüello, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas del trece de marzo del año dos mil veinticuatro, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Jéssica Violeta Céspedes Argüello, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 047-2024 del 06 de febrero de 2024.

Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 047-2024 del 06 de febrero de 2024, donde se declara en estado de invalidez a la señora Jéssica Violeta Céspedes Argüello, así como del informe técnico N.° 022CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la funcionaria judicial Jéssica Violeta Céspedes Argüello, jueza supernumeraria de la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste - Nicoya, a partir del 16 de abril del 2024. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Céspedes Argüello, cuya asignación mensual bruta será de ¢1 366 155,19 (un millón trescientos sesenta y seis mil ciento cincuenta y cinco colones con diecinueve céntimos), menos las deducciones que por Ley correspondan. 3.) Se hace de conocimiento de la gestionante, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene a la señora Céspedes Argüello que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste – Nicoya, tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480609]ARTÍCULO VII

Documento N° 223-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N.° 018CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a MARÍA DEL MILAGRO FRANCISCA HERRERA VÁSQUEZ, cédula N° 02-0377-0736 a partir del 16 de abril del 2024.

Al 15 de abril del 2024, la señora MARIA DEL MILAGRO HERRERA VASQUEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 24 años, 11 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 24 años, 11 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 24 años, 11 meses, 9 días.

EDAD: 61 años, 6 meses, 8 días. 

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: AUXILIAR ADMINISTRATIVO.

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 103084

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: AUXILIAR ADMINISTRATIVO, OFICINA TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA III CIRC. JUD. ALAJUELA (SAN RAMON).

PUESTO DE REAJUSTE: AUXILIAR ADMINISTRATIVO, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 913,039.63

MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica N.° 9544 articulo N.° 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 893,554.00

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N.° 9544"

FÓRMULA APLICADA: 24 años, 11 meses, 9 días (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 528,513.79 (71.26% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 71,26% del 83%

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones: (…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora MARIA DEL MILAGRO FR HERRERA VASQUEZ cuenta con 24 años, 11 meses, 9 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)".

- 0 -

Mediante oficio N.° 0094-SAF/DJA-2024 del 14 de marzo del 2024, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la servidora judicial María del Milagro Francisca Herrera Vásquez, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, se adjunta oficio N.° PJ-DGH-CAP-101-2024 del 07 de marzo de 2024, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Herrera Vásquez, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.

Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas del trece de marzo del año dos mil veinticuatro, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de María del Milagro Herrera Vásquez, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.

Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 039-2024 del 01 de febrero de 2024.

Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 039-2024 del 01 de febrero de 2024, donde se declara en estado de invalidez a la señora María del Milagro Herrera Vázquez, así como del informe técnico N.° 018CJ-2024 del 15 de marzo de 2024, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la servidora judicial María del Milagro Francisca Herrera Vásquez, auxiliar administrativa de la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), a partir del 16 de abril del 2024. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Herrera Vásquez, cuya asignación mensual bruta será de ¢528 513,79 (quinientos veintiocho mil quinientos trece colones con setenta y nueve céntimos), menos las deducciones que por Ley correspondan. 3.) Se hace de conocimiento de la gestionante, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene a la señora Herrera Vásquez que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón), tomarán nota para los fines consiguientes. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480611]PENSIONES

[bookmark: _Toc161736826][bookmark: _Toc163480612]ARTÍCULO VIII

Documento N° 229-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0130-JP/DJA-2024 del 20 de marzo del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk163219221]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión iniciada por la señora Pura María Berríos Cruz, cédula de identidad 05-0152-0636 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Céspedes Carranza, cédula de identidad 02-0260-0347, cuyo deceso acaeció el 12 de octubre de 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 26 de octubre del 2023 (10 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Pura María Berríos Cruz, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 
	
II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe 23-000474-0979-TS recibido por esta Dirección el 13 de febrero del 2023, así como dos aclaraciones remitidas el 29 de febrero y el 13 de marzo de 2024 respectivamente, suscritos por la Licenciada Cintia Paola García Rojas, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Berríos Cruz. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona solicitante Pura María Berríos Cruz cc Pura María Cruz Quesada, es costarricense, con cédula de identidad 5-0152-0636, nacida el ocho de diciembre de 1954, de 69 años de edad, con grado de universidad completa, viuda, pensionada, vecina de Alajuelita. Solicita el beneficio de pensión en calidad de cónyuge sobreviviente, tras el deceso de su consorte Miguel Ángel Céspedes Carranza, quien fue jubilado judicial y falleció el 12 de octubre de 2023.

Según información obtenida se conoció que, la señora Berríos Cruz contrajo nupcias con el señor Miguel Ángel Céspedes Carranza desde hace 41 años, reportándose un vínculo conyugal estable sin separaciones. Procrearon dos hijos en común a saber: Alejandro José y Luis Miguel ambos de apellidos Céspedes Berrios, quienes previo al deceso del señor Céspedes Carranza y al momento de la valoración residen en hogares independientes e indicaron en entrevista focalizada no brindar soporte económico a la persona solicitante debido a sus respectivas obligaciones personales y familiares.

En cuanto a la organización económica del grupo familiar se destaca que, desde el momento en que conformaron la relación matrimonial, compartieron la manutención del hogar a través de sus respectivas ocupaciones, siendo que la persona jubilada fallecida laboraba como investigador judicial, en tanto la señora Berríos Cruz inicialmente como oficinista y luego ascendió a diferentes puestos en el Ministerio de Hacienda; sin embargo, ésta última señaló que quien brindó mayor ingreso al hogar fue su cónyuge debido a que su salario fue superior al suyo. Explicó que, el señor Céspedes Carraza fue pensionado por invalidez debido a disminución auditiva; en tanto ella continuó laborando hasta acogerse a la jubilación en el año 2016.

Según expuso la persona solicitante, previo a contraer nupcias con el señor Céspedes Carraza, ella había adquirido la vivienda que habitaron durante la relación matrimonial; sin embargo, su consorte realizó ampliaciones y remodelaciones a través de un crédito bancario. Mediante consulta pública digital efectuada en el Registro Nacional, se corroboró que dicho inmueble se encuentra inscrito a nombre de la señora Berríos Cruz; en tanto el jubilado fallecido registra una propiedad en la zona de Alajuelita, y que según investigación realizada corresponde a la vivienda donde en la actualidad habita su hijo mayor y nieto.

En cuanto a la tenencia de bienes muebles se refiere que, tanto la persona solicitante como su consorte adquirieron dos vehículos, los cuales según certificación emitida por el Registro Nacional están inscritos a nombre de cada uno.

Por otra parte, referente a la situación de salud de la persona valorada, mediante dictamen médico aportado, se consignó diagnóstico de: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) Razones por la cuales recibe seguimiento y tratamiento médico a través de la Caja Costarricense de Seguro Social; sin embargo, indicó que producto de sus padecimientos de salud requiere comprar suplementos nutricionales y otros medicamentos que la seguridad social no le provee.

Previo al deceso del señor Céspedes Carraza se conoció que el grupo familiar estuvo conformado por éste y la persona solicitante.

Respecto a la organización económica del grupo familiar en mención se reportaron dos fuentes de ingresos mensuales provenientes de la pensión de la persona fallecida por un monto de ¢644,051.74 y la de la señora Berríos Cruz por ¢947,740.75. Siendo un ingreso per cápita de ¢795,896.25.

Se conoció que, a través del monto de la pensión de ambos, suplieron los gastos del hogar (alimentación, pago de servicios públicos, impuestos municipales, mantenimiento de la vivienda y de los dos vehículos, recreación, vestido y calzado). Posterior a la detección de la enfermedad oncológica en el señor Céspedes, la señora Berríos Cruz incurrió en deudas con el fin de brindarle calidad de vida a éste mediante el pago de citas y tratamientos médicos con especialistas en el ámbito privado, así como necesidades específicas y productos de apoyo derivados de su condición de salud.

En cuanto a la organización económica previo al fallecimiento del señor Céspedes Berríos se indica a continuación en el siguiente cuadro:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Acerca de las deudas que presenta el núcleo familiar, tal y como se indicó en párrafos anteriores fueron adquiridas a partir del momento en que el señor Céspedes Carranza presentó deterioro en su situación de salud y según documentación aportada por la persona solicitante, fueron gestionadas por ésta adeudando un monto total de ¢5,586,684.29

Posterior al deceso de la persona servidora judicial, la señora Berríos Cruz conforma grupo familiar unipersonal.

En torno a las condiciones habitacionales del inmueble que habita la persona solicitante mediante valoración social domiciliaria se visualizó en adecuadas condiciones de conservación; sin embargo, presenta barreras arquitectónicas que limitan su desplazamiento debido a la movilidad reducida que presenta derivada de sus diagnósticos de salud. La vivienda se encontró equipada con menaje y electrodomésticos en óptimo estado.

La residencia se localiza en zona urbana de fácil acceso, con disponibilidad de recursos públicos tales como: suministro de agua potable, servicios eléctricos, recolección de basura; y comunales, entre ellos: transporte público, centros educativos, comercios, servicios de salud, entre otros.

En el ámbito vecinal se reportó que la persona jubilada judicial fallecida y la señora Berríos Cruz mantuvieron el vínculo conyugal estable desde la procreación del grupo filial y hasta el deceso del señor Miguel Ángel en dicho lugar de residencia; además coincidieron en señalar que ambos velaron por la manutención del hogar a través de sus respectivas ocupaciones laborales y posteriormente con el dinero de sus pensiones.

Al momento de la valoración pericial, la señora Berríos Cruz indicó suplir sus necesidades básicas y específicas, además del pago de las cuotas de los préstamos a través de su pensión, el cual se constituye en un ingreso per cápita de ¢947,740.75, además del monto de socorro mutuo otorgado por el Poder Judicial, siendo este último temporal.

Cabe destacar que, debido a los padecimientos de salud que presenta la persona valorada, amerita el consumo de suplementos nutricionales, compra de medicamentos que no le provee la Caja Costarricense de Seguro Social, pago de consulta en la especialidad de cardiología a nivel privado, y además contempla la posibilidad de contratar el servicio de una empleada doméstica para que realice la limpieza de su vivienda.

Según el reporte emitido por de registro único de beneficiarios del Estado Sinirube, la persona solicitante no registra subsidios estatales a su nombre. Asimismo, negó ser beneficiaria de programas sociales y/o ayudas por parte de organizaciones no gubernamentales. En ese sentido, no se cuenta con medios para conocer si ha recibido algún aporte económico o en especie.

Al momento de la valoración la situación socioeconómica del hogar de la persona solicitante se constituye de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior se visualiza una diferencia negativa de ¢777,820.66 que surgió a raíz de la disminución de los ingresos económicos al no percibirse el monto de la pensión de la persona fallecida; asimismo, denota incremento en los egresos mensuales, los cuales según explicó la señora Berríos Cruz se suscitaron tras el deceso de su cónyuge por el costo de los servicios funerarios y novenario, debiendo gestionar otro crédito “Plan liquidez”, que se consignó en la última fila con el fin de cubrir dichos gastos.

Finalmente, la motivación de la persona solicitante para iniciar el presente proceso es que se apruebe su solicitud de obtener el beneficio de la pensión de su cónyuge fallecido, para continuar solventando las necesidades básicas de su hogar y específicas derivadas de su condición de salud. (…)” el resaltado no corresponde al original.

IV. Información más relevante de las aclaraciones solicitadas al estudio socioeconómico realizado por la Profesional en Trabajo Social: 

Primera aclaración: 

“(…) Por error involuntario no se consignó en el apartado de la metodología - Comprobantes de egresos: Tarjetas de crédito, la información correspondiente al estado de cuenta del Banco Popular, por lo que se procede anotar la información requerida:

Estado de cuenta de tarjeta de crédito visa platinum, a nombre de Pura María Berríos Cruz, emitido por el Banco Popular, en fecha 11 de diciembre de 2023. (…)” el resaltado no corresponde al original. 

Segunda aclaración: 

“(…) En los estados de cuenta de las tarjetas de crédito a nombre de la señora Pura María Berríos Cruz se visualizan compras de alimentos en diferentes cadenas de supermercados, panaderías y restaurantes; también medicamentos en diferentes farmacias, consumo de combustible en gasolineras, materiales de construcción en ferreterías, consumo y mantenimiento de quickpass, consultas médicas en el Centro Cardiológico Paseo y el plan liquidez. (…)” el resaltado no corresponde al original. 

V. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“… Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” el resaltado no corresponde al original.

VI. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Céspedes Carranza era de ¢ 940,764.88 (novecientos cuarenta mil setecientos sesenta y cuatro colones con 88/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Berríos Cruz de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 752,611.90 (setecientos cincuenta y dos mil seiscientos once colones con 90/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales por un monto de ¢777,820.66 (setecientos setenta y siete mil ochocientos veinte colones con 66/100).

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 26 de octubre del 2023, un total de 10 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Céspedes Carranza.

VII. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Pura Berríos, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Miguel Cespedes, ambos suplían los gastos del hogar, ya que, a pesar de que la señora Pura percibe un monto por su jubilación y este era más alto que el de su esposo, este se destinaba de igual forma a la manutención del hogar. Partiendo de lo anterior, se corrobora que la señora Berríos dependía parcialmente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°.228 de dicha Ley. 

· De las certificaciones aportadas por la señora Berríos, se constató que es beneficiaria de pensión por parte de la Caja Costarricense del Seguro Social (IVM CCSS) por un monto de ¢947,740.75 (novecientos cuarenta y siete mil setecientos cuarenta colones con 75/100), por otro lado, no es beneficiaria de pensión por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Magisterio Nacional.

· La Trabajadora Social concluye lo siguiente:

“(…) De la investigación social y del análisis de la información documental efectuada se desprende que, la señora Pura María Berríos Cruz mantuvo un vínculo conyugal estable con la persona jubilada judicial fallecida, con quien compartió la organización económica del hogar a través de sus respectivos ingresos salariales y posteriormente de sus pensiones, lo cual les garantizó estabilidad habitacional y calidad de vida.

Se determina que, posterior al deceso del señor Miguel Ángel Céspedes Carranza la persona solicitante presenta dificultad para solventar las deudas adquiridas desde el momento en que éste presentó el diagnóstico de la enfermedad oncológica; y que al momento de la valoración expone en riesgo su condición de salud por los múltiples padecimientos físicos que presenta, ya que amerita tratamiento farmacológico y suplementación nutricional, entre otras necesidades específicas que debe costear a través de su pensión, siendo el único ingreso al hogar, ya que no cuenta con redes de apoyo familiar u institucional que coadyuve en su situación socioeconómica. (…)” el resaltado no corresponde al original.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°.228, delimitando claramente como posibles beneficiarios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Pura Berríos Cruz, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Miguel Céspedes, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que está presente. 

Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en la segunda aclaración del Departamento de Trabajo Social, en el cual indica “las tarjetas de crédito a nombre de la señora Pura María Berríos Cruz se visualizan compras de alimentos en diferentes cadenas de supermercados, panaderías y restaurantes; también medicamentos en diferentes farmacias, consumo de combustible en gasolineras, materiales de construcción en ferreterías, consumo y mantenimiento de quickpass, consultas médicas en el Centro Cardiológico Paseo…” los montos correspondientes al rubro de “tarjeta de crédito Banco Popular”, así como el rubro de “tarjeta de crédito Banco Promerica” no serán tomados en cuenta, esto por cuanto según la ampliación dada por trabajo social dichos egresos ya están contemplados en otros rubros, tales como alimentación, salud y transporte. 

Así las cosas, para calcular el monto de gastos de la señora Pura Berríos Cruz, se contemplarán los siguientes ingresos y egresos mensuales, quedando de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que la señora Pura Berríos, presenta un déficit económico de ¢ 179.528,66 (ciento setenta y nueve mil quinientos veintiocho colones con 66/100) entre sus ingresos y egresos.

No se omite indicar que, según el estudio socioeconómico el rubro denominado “transporte” abarca el pago de marchamos, gasolina y pólizas de dos vehículos, uno que está a nombre de doña Pura y otro se encuentra a nombre del señor Miguel. 

Por otro lado, tras el deceso de su cónyuge la señora Pura tuvo que gestionar un crédito con la tarjeta crédito Credix World “Plan liquidez” para hacerle frente a los gastos funerarios y de novenario.

VIII. Recomendaciones 

a) Considerando que la señora Pura Berríos Cruz ha demostrado que dependía parcialmente de los ingresos de su cónyuge para sobrevivir y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por la suma de ¢ 179.528,66 (ciento setenta y nueve mil quinientos veintiocho colones con 66/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Pura sea el 30% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese [sic] devengado su esposo fallecido, el cual equivale a ¢ 225,783.57 (doscientos veinticinco mil setecientos ochenta y tres colones con 57/100) mensuales en bruto y ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Lo anterior a partir del 13 de octubre del 2023, un día después a la muerte del señor Céspedes Carranza.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en estudio N.° 23-000474-0979-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, así como las aclaraciones del mismo informe, los cuales toman como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Berríos Cruz en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable. 

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos

1. Dictamen Socioeconómico y aclaraciones:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

2)	Medios de notificación (…)”.

- 0 -

Manifestaciones: 

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “El acuerdo viene para otorgarle un 30% del 80%, sin embargo, si nosotros vemos el informe…”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Perdone, no estoy de acuerdo con ese 30% y siempre me he caracterizado por indicar que le sigamos la regla que nos puso el actuario, el señor Hernández, entonces, solicito que sea un 50%”.

El integrante presidente Segura Solís, dice: “Sí, aquí en las conclusiones, vean que la señora Berrios dependía parcialmente de los ingresos de su conyugue. Entonces, aunque sea parcialmente a mí me parece que el 30% es un monto muy bajo y como dice don Arnoldo, podríamos otorgarle un 50%. Entonces, propongo también un 50%. 

Voy a someterlo a votación. Si alguna persona, algún miembro de la Junta tiene otro porcentaje me dice”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada de otorgarle el 50%.

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0130-JP/DJA-2024 del 20 de marzo del 2024 de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Pura Berrios Cruz sea el 30% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, teniendo en cuenta que la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existía una dependencia económica parcial, como resultado de los años de convivencia y la conformación de un hogar, por lo tanto, esta Junta se separa de dicha posición y considera que se le debe otorgar un 50% del 80% del monto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Céspedes Carranza, al momento de su deceso.

Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Pura Berrios Cruz en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Céspedes Carranza, esta Junta dispone: 1.) Por unanimidad, apartarse de lo recomendado en el oficio N° 0130-JP/DJA-2024 del 20 de marzo del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, basados en los elementos incluidos en los estudios realizados por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y otorgarle un porcentaje de beneficio de pensión a la petente. 2.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Pura Berrios Cruz, y cuya asignación mensual, será el equivalente al 50% del 80% del monto de jubilación que recibía el jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Céspedes Carranza, al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 13 de octubre del 2023. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo de su cargo, con el fin de que se realicen los cálculos correspondientes al porcentaje de pensión otorgado a la señora Pura Berrios Cruz. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480614]ARTÍCULO IX

Documento N° 232-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0133-JP/DJA-2024 recibido el 01 de abril del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk163223011]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión iniciada por la señora Digna María Murillo López, cédula de identidad 01-0490-0933 en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor [sic] judicial fallecido Carlos Rovira Bolaños cédula de identidad 02-0316-0637, cuyo deceso sucedió el 24 de octubre de 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 01 de noviembre del 2023 (06 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Digna Murillo López, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante.

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-003525-0160-TS recibido por esta Dirección el 13 de febrero de 2024, así como un oficio de ampliación del mismo informe recibido el 05 de marzo de 2024 suscrito por la MCS Cruz Porras Bolaños, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Murillo López.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social:

“(…) La persona referida, es la Sra. Digna María Murillo López, costarricense, portadora de la Cédula de identidad numero 1-0490- 0933, de sesenta y seis años de edad (Fecha de Nacimiento 12-12-1957), educación secundaria completa, sin cursos de capacitación. Con diagnóstico médico de Hipertensión Arterial con descarga PSIMPATI, tratamiento con Propanolol indefinido, Síndrome Vertiginoso Periferico, bajo tratamiento de Stugeron Forte, indefinido, Artrosis de rodilla derecha
con compromiso tendinoso, tipificado por US, con tratamiento de Davintex, en caso de crisis e Hidrogel indefinido. La referida cuenta con el beneficio del Seguro Social. Sin registro como pensionada, ni solicitud, ni reportada en la planilla de la CCSS.

Los adultos Rovira Murillo, posterior a dos años de noviazgo sin dificultad, contraen matrimonio a los veintiún años de la referida y veintidós del masculino, la vida marital permaneció durante cuarenta y cinco años. Durante, catorce años, los consortes Rovira Murillo, ejercieron el rol de proveedores del hogar, con énfasis en el masculino. Con el apoyo de la madre de la referida, para el cuido y la supervisión de la prole, en la realización de la actividad laboral del subsistema parental Rovira Murillo.

En el año 2023, la referida tenía treinta y un años de depender económica y habitacional del Sr. Rovira. La decisión de que la referida, ejerciera el rol único de Administradora del Hogar, se concreto, por los consortes, por la edad cronológica y el deterioro del estado de la salud de la abuela materna de la prole, recurso familiar, la negativa del matrimonio Rovira Murillo de ingresar a la prole al cuido en Guarderías y por tener vivienda propia.

En la actualidad, el terreno y la infraestructura habitacional, tiene exoneración Municipal, por ser el único bien marital, está a nombre de las dos hijas, con el usufructo de los padres. La vivienda, carece del mantenimiento de larga data, presenta tablas dañadas en el cielo raso de la cochera por el Comején, humedad y suciedad en las paredes. Tiene cuatro dormitorios; el de la referida, el de la hija menor y su familia, el del fallecido-cuarto de trabajo/estudio y uno de bodega, servicio sanitario, sala-comedor, cocina, cochera y terraza, en regular estado de aseo y orden. Sin ventilación o luz natural. El inmueble habitacional presenta deterioro en la acera del frente. Contiguo a este, está la casa en obra gris de la segunda hija y posterior el terreno de la hija mayor, sin construcción, ni proyección a corto o largo plazo.

Los dos consortes Rovira Murillo, no presentaron factores de riesgo social en su vida personal, familiar, parental, laboral o comunal. Ejercieron el rol parental sin dificultad, centrado en el castigo no físico, manifestaciones afectivas, supervisión del ámbito académico, de la salud, de las actividades recreativas, del grupo par, orientación en adicciones, delincuencia y sexual. Establecieron límites y responsabilidades.

La situación económica del matrimonio y sistema familiar nuclear Rovira Murillo fue limitada, con satisfacción de las necesidades básicas. El Sr. Rovira, complementaba su salario y el ingreso familiar con los trabajos extrajudicial que realizaba. Paralelo, adquirió compromisos económicos por convicción y por el deterioro del estado de salud de la primogénita del grupo filial Rovira Murillo y de su suegra-abuela materna de la prole, en efectivo, puntual y de larga data.

Los cónyuges Rovira Murillo, procrearon un grupo filial de dos femeninas; no planeada pero aceptadas. En la actualidad la primogénita tiene cuarenta y cuatro años de edad, es Bachiller Universitaria de Educación Musical, es casada, Administradora del hogar, desde hace diez años tiene diagnóstico médico de: "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", Certificado por CONAPDIS, refieren. El esposo, es Profesor de Música, docente en el sector público (dependiente del número de estudiantes-clases) y cantante. Habitan en casa alquilada, la cual se cancela en forma mensual, por la presentación semanal (jueves) Musical-vivo del esposo, en el Restaurante-Salón del propietario del inmueble habitacional. (Cada hora, tiene un valor de ¢100000, las cuatro horas al mes: ¢400000). Por lo anterior, desde hace cinco años el Sr. Rovira, le proporcionó a la hija ¢100000 mensuales.

La hija menor tiene treinta y un años de edad, es Bachiller de Diseño Publicitaria, desde hace siete años se desempeña como Diseñadora, en el sector privado, con un salario mensual de ¢580000, es casada, con una hija de tres años de edad, el esposo tiene baja escolaridad y se desempeña como Taxista de Uber, con un salario de ¢200000 mensuales. La hija menor y su esposo, iniciaron la construcción de su vivienda en el terreno heredado por sus padres, residieron en vivienda independiente económica y habitacional de su familia de origen, mientras construían. 

Para la construcción de la vivienda, adquirieron préstamo de dinero. No obstante, las expectativas maritales, no se concretaron y la hija asume el rol económico principal del matrimonio, con limitaciones económicas, sin solución a corto plazo. La vivienda, está en obra gris.

La triada reside con la referida, desde Octubre del 2023, por el fallecimiento del Sr. Rovira y su deterioro económico. En la actualidad son dependientes habitacional, de los servicios básicos y del cuido de la hija de la referida.

La dinámica familiar en la cual reside la referida, se refiere funcional.

En septiembre del 2023, los dos esposos, residían solos, el masculino ejercía el rol de proveedor económico único del matrimonio Rovira Murillo y la referida, el de Administradora del hogar, sin factores de riesgo social. Contexto en donde el ingreso mensual Rovira Murillo era de: ¢ 830000 (¢415000 cada quince días) y se dedicó a la satisfacción de las necesidades básicas como prioridad.

Los egresos eran de:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

En vida del Sr. Rovira, el matrimonio Rovira Murillo tenía un superávit de ¢379.259 mensuales, dinero, que la referida, desconoce en que lo usaba el masculino. El mantenimiento del inmueble habitacional y del frente de la vivienda, no fue prioridad del matrimonio.

Posterior, al fallecimiento del Sr. Rovira, la Sra. Murillo, no tiene ingreso, ni red de apoyo económico. El Fondo del Socorro Mutuo, del Sr. Rovira, en vida lo destino para la esposa y las dos hijas. El monto fue de ¢1.400,000, del cual. refiere la valorada, que a Enero del 2024, era de ¢200000.

La referida, para sobrevivir económico, le solicitó a su hermano; el Sr. Rafael Murillo López, pensionado, un préstamo de ¢1000000, sin interés a pagar cuando le resuelvan lo del presente proceso judicial.

La referida, en Enero del 2024, no tiene ingreso mensual, no se puede incorporar a la actividad laboral, por su edad cronológica, deterioro del estado de la salud, baja escolaridad, no capacitación y el cuido de su nieta menor de tres años de edad.

En enero del 2024, los egresos mensuales de la referida: Sra. Murillo López son:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Como medida de sobrevivencia económica, la referida:

· Bajó la calidad de los alimentos que consume: menos carne y cocina
solo para ella.
· No le proporciona la ayuda económica a su primogénita, ni a su madre.
· Adquirió un préstamo de dinero.
· En pro de compañía, aceptó, que el sistema familiar de la hija menor resida en el hogar. Decisión, que ocasionó el aumento en los servicios básicos y la dependencia habitacional de la hija, sin proyección a independencia habitacional a corto plazo. (…)” el resaltado no corresponde al original.

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” el resaltado no corresponde al original. 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original.

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Carlos Rovira era de ¢ 2,040,424.87(dos millones cuarenta mil cuatrocientos veinticuatro colones con 87/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Digna Murillo, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 1,632,339.90 (un millón seiscientos treinta y dos mil trecientos treinta y nueve colones con 90/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo unifamiliar por un monto de ¢285,666.00 (doscientos ochenta y cinco mil seiscientos sesenta y seis colones con 00/100), según lo indicado en la aclaración solicitada a trabajo social. 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 01 de noviembre del 2023, un total de 06 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rovira Bolaños. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Digna Murillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Carlos Rovira, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Murillo López dependía completamente, de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.°228 de dicha Ley.

· Según certificaciones aportadas por la señora Digna, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión por parte de algún otro régimen, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social concluye lo siguiente:

“(…) En la actualidad; la referida: Sra. Murillo López, no reporta ingreso mensual, de larga data fue dependiente del Sr. Rovira. Posterior, al fallecimiento del Sr. Rovira, adquirió un préstamo de ¢1000000, para solventar sus egresos desde el fallecimiento del Sr. Rovira. Préstamo, que proyecta cancelar con el otorgamiento de la Pensión de la Corte, del Sr. Rovira.

Los egresos actuales de la referida, son inferiores a los realizados por el matrimonio Rovira Murillo, por las medidas de sobrevivencia económica de la referida. (…)” el resaltado no corresponde al original. 

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Digna, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Carlos Rovira, razón por la cual, se determina que los egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que la solicitante presente. 

Así las cosas, para calcular el monto de gastos de la señora Murillo López, se contemplarán los siguientes egresos mensuales, quedando de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que la señora Murillo, presenta un déficit económico de ¢ 285.666,00 (doscientos ochenta y cinco mil seiscientos sesenta y seis colones con 00/100) de egresos, por cuanto la señora Digna Murillo no presenta ingresos actualmente. 

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que la señora Digna Murillo no cuenta con ningún tipo de ingreso y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que según lo indicado en el estudio socioeconómico, actualmente la señora Murillo López reporta un monto de egresos mensuales por ¢ 285.666,00 (doscientos ochenta y cinco mil seiscientos sesenta y seis colones con 00/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Digna Murillo sea el 22% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢359,114.78 (trecientos cincuenta y nueve mil ciento catorce colones con 78/100) mensuales en bruto y (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 25 de octubre del 2023, día después de la muerte del servidor judicial.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.º 23-003525-0160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual, toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Murillo López en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable. 

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2)	Medios de notificación (…)”.

- 0 -

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, manifiesta: “Esta señora está muy enferma, tiene unas enfermedades bastante complicadas y en las conclusiones del informe dice que hay una dependencia absoluta. No es parcial, dice: “El peritaje socioeconómico practicado a la señora Digna Murillo, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Carlos Rovira, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Murillo López dependía completamente, de los ingresos de su cónyuge...”.

Entonces, yo no entiendo como viene esta pensión a otorgársele un 22% del 80% cuando estamos viendo que había una dependencia absoluta, total y permanente. Yo opino por otorgarle el 80% conforme a la Ley”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Siguiendo la tónica que había dicho anteriormente, un 50%”.

El máster William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Un 80%”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, señala: “Un 80%, especialmente porque el actuario no puede sostener su criterio”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Un 80%, don Juan Carlos, con la misma tesis que vimos la semana pasada sobre como usted bien lo ha dicho, sobre la dependencia económica”.

El integrante presidente Segura Solís, resume: “Muy bien, por mayoría se le otorga un 80%”.

- 0 -

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0133-JP/DJA-2024 recibido el 01 de abril del 2024 de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Digna María Murillo López sea el 22% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, teniendo en cuenta que la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existía una dependencia económica total, como resultado de los años de convivencia y la conformación de un hogar, así mismo, que la señora Murillo López no cuenta ninguna otra entrada económica, por lo tanto, esta Junta se separa de dicha posición y considera que se le debe otorgar el 80% del monto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Carlos Rovira Bolaños, al momento de su deceso.

Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Digna María Murillo López, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Rovira Bolaños, esta Junta por mayoría de votos dispone: 1.) Apartarse de lo recomendado en el oficio N° 0133-JP/DJA-2024 recibido el 01 de abril del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, considerando que la señora Murillo López no cuenta con ningún tipo de ingreso y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge. 2.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Digna María Murillo López, cuya asignación será del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Rovira Bolaños al momento de su deceso. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 25 de octubre del 2023. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo, con el fin de que se realicen los cálculos correspondientes al porcentaje de pensión otorgado a la señora Digna María Murillo López.

Voto de minoría: El integrante Hernández Solano vota por otorgar un 50% del 80%, del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Rovira Bolaños al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158631003][bookmark: _Toc163480616]TRASLADO DE CUOTAS
[bookmark: _Toc111124833]
[bookmark: _Toc163480617][bookmark: _Hlk163729711]ARTÍCULO X

Documento N° 233-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N.° 0116-SAF/DJA-2024 del 01 de abril de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, relacionado con el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social – C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe del Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, tramitado mediante oficio N.° GP-DAP-0249-2024 del 23 de febrero de 2024, a favor de la señora Ana Maria Muñoz Quesada, conforme se indica:

“ (…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.
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A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el informe completo y su anexo:

[bookmark: _MON_1773816781](Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerando la solicitud remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante oficio N.º GP-DAP-0249-2024 del 23 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, remitido mediante oficio N.° 0116-SAF/DJA-2024 del 01 de abril de 2024; relacionado con el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, a favor de la señora Ana Maria Muñoz Quesada. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ₡26 623 773,85 (veintiséis millones seiscientos veintitrés mil setecientos setenta y tres colones con ochenta y cinco céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158631007][bookmark: _Toc163480619]ACUERDOS CONASSIF / BANCO CENTRAL
[bookmark: _Hlk163729878]
[bookmark: _Toc161647837][bookmark: _Toc161736836][bookmark: _Toc163480620]ARTÍCULO XI

Documento N° 225-2024

[bookmark: _Hlk163214959]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N° JD-6175/05 del 21 de marzo del 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina, mediante el cual remite el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 5 del acta de la sesión 6175-2024, celebrada el 21 de marzo del 2024, cuya parte dispositiva literalmente dice:

“dispuso por unanimidad y en firme: 

reducir el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 5,25% anual a partir del 22 de marzo del 2024”.

- 0 -

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el oficio completo




Se acuerda: 	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 5 del acta de la sesión 6175-2024, celebrada el 21 de marzo del 2024, en el cual reducen el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 5,25% anual a partir del 22 de marzo del 2024. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y Riesgos para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480622][bookmark: _Toc158631011]ARTÍCULO XII

Documento N° 230-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N° JD-6174/07 del 22 de marzo del 2024, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina, en el cual remite el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6174-2024, celebrada el 20 de marzo del 2024, donde aprueban el Reglamento Operativo y de Funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., según se detalla.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el oficio completo




Se acuerda: 	Una vez conocido el tema indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6174-2024, celebrada el 21 de marzo del 2024, en el cual aprueban el Reglamento Operativo y de Funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., según se detalla. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y Riesgos para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480624]FUERAS DE AGENDA

[bookmark: _Toc163480625][bookmark: _Hlk163737075]ARTÍCULO XIII

Documento N° 256-2024

Antecedente:

En sesión N° 13-2024 del 9 de marzo de 2024, artículo XV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N.° 0099-JP/DJA-2024 del 27 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión a raíz del fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, cédula de identidad 06-0283-0371, cuyo deceso acaeció el 17 de octubre de 2023 por las siguientes personas:

· (nombre 3), cédula de identidad (valor 3) (hija).
· (nombre 4), cédula de identidad (valor 4) (hija).
· Andrea Tristán Guido cédula de identidad 01-1050-0036 (cónyuge sobreviviente).
· Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) cédula de identidad (valor 1) (hijo).
· Valeria Fallas Abarca en representación legal de (nombre 2) cédula de identidad (valor 2) (hija).

VIII. Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 23 de octubre de 2023 (4 días hábiles posterior al fallecimiento), se reciben la solicitud de (nombre 3) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 26 de octubre de 2023 (7 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de Andrea Tristán Guido cónyuge sobreviviente y (nombre 4) en calidad de hija del señor Zúñiga López.

· 27 de noviembre de 2023 (29 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) como hija del señor Zúñiga López.

· 29 de noviembre de 2023 (31 días hábiles posterior al fallecimiento), se recibe la solicitud de la señora Karol Ramírez Chinchilla en representación legal del menor (nombre 1) como hijo del señor Zúñiga López.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las personas solicitantes.

IX. Valoraciones socioeconómicas practicadas

Mediante informes N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS recibidos por esta Dirección el 21 de noviembre 2023, 20 de diciembre de 2023 y el 09 de febrero de 2024, suscritos por las Licenciadas. Rosa Fallas Bonilla, Iza G. Elizondo Herrera, Violeta Vásquez Rivera. y la Licda. Haydee Castro Chavarria, peritas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de las jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2).

X. Consideraciones más relevantes de los estudios socioeconómicos de acuerdo con el criterio de las Profesionales en Trabajo Social

1. (nombre 3) (hija):

“(…) La referida (nombre 3) es costarricense, portadora de la cédula de identidad (valor 3), con 17 años de edad, soltera, está cursando undécimo año de secundaria en colegio técnico. Vecina de Desamparados. Se presentó puntual a la valoración, con vestimenta acorde a su sexo y edad.

De sus antecedentes familiares se relata que sus padres le procrearon en relación de noviazgo, para entonces su madre la Sra. Karen Ramírez Soto tenía 17 años de edad y el Sr. Mario Alberto Zúñiga López (difunto) 27 años de edad.

Relata la Sra. Ramírez, que cuando se enteró de su embarazo, se lo hizo saber al padre, pero él aceptó que fuera su hija, por lo que inició proceso de reconocimiento de paternidad y pensión alimentaria, la cual logró hacerla efectiva cuando (nombre 3) tenía 3 años de edad aproximadamente, ya que fue muy difícil notificarle de ese proceso.

Desde los 3 años de (nombre 3) hasta su fallecimiento, el Sr Zuñiga aportó para las necesidades materiales de su hija a través de pensión alimentaria interpuesta por Juzgado de pensiones alimentarias de Desamparados.

La Sra. Ramírez tiene tuvo dos hijas, la referida y otra hija menor de nombre (nombre 5) de 15 años de edad, quienes conforman el grupo familiar actual, junto con la abuela materna, la Sra. Lillian Soto Picado de 66 años de edad, pensionada.

Se describe que los primeros años de vida de la referida, vivían en casa de la abuela materna, pero por problemas de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), la Sra. Ramírez se fue a vivir de forma independiente con sus dos hijas por varios años, durante los cuales ella trabajaba a tiempo completo para atender las necesidades de sus hijas y recibía la pensión del padre de (nombre 3) por un monto de 188.340 colones al mes y la pensión del padre de (nombre 5).

(nombre 3) padece de las siguientes enfermedades: "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", los cuales han implicado un internamiento hospitalario por aproximadamente un mes en el año 2022, consultas médicas constantes para seguimiento y tratamiento en la CCSS, las cuales se mantienen en la actualidad. Lo que a su vez implicó, que su madre no pueda trabajar a tiempo completo para acudir a todas las citas médicas, acompañar a la referida en el tratamiento e inclusive supervisar su correcta ingesta de alimentos.

Hace aproximadamente dos años, la Sra. Ramírez fue despedida de su trabajo, el padre de su hija (nombre 5) dejó de aportar la pensión (se desconoce su paradero), se dió un rebajo del aporte de la pensión del fallecido, pasó de 188.324 a 100.000 colones al mes (abril del 2023). Lo que implicó que no pudiera pagar el alquiler y atender las necesidades de su hija referida, por lo que por irse a vivir en casa de su madre en junio del presente año, a pesar de que la comunidad donde está ubicada esta vivienda, es conocida por la presencia de patologías sociales, tales como el consumo y venta de drogas. 

Agrega que actualmente su madre se mantiene (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), pero en esta casa no cuentan con el espacio adecuado para ellas y se afecta la dinámica e independencia familiar.

Se observa en la documentación que el rebajo de pensión del fallecido se dio por sentencia judicial en abril del 2023, ya que fue pensionado por invalidez. Al respecto la Sra. Ramírez indica que ella apeló esa resolución, ya que el monto ordenado no le permite atender las necesidades materiales de su hija.

Los ingresos familiares proceden de salario de la Sra. Ramírez como empleada doméstica por tres días a la semana, con ingreso de 120.000 colones al mes, además su pareja actual (sin convivencia) le ayuda con aproximadamente 45.000 colones al mes.

Con la documentación aportada se establece el siguiente cuadro resumen de la situación económica para la referida, su madre y hermana menor, para el mes de setiembre del 2023, previo al fallecimiento del Sr. Zúñiga.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

La casa que habitan propiedad de la abuela materna consta de tres dormitorios, uno utilizado por la abuela, uno por la referida, otro por la progenitora con la hija menor y uno lo usan de bodega de las pertenencias que tenían cuando vivían de manera independiente.

Se observó en buenas condiciones de aseo y mantenimiento, ubicado en zona urbana, con acceso a servicios básicos. La abuela materna de referida les solicita el pago de los servicios básicos, ya que su ingreso procede de su pensión por un monto de 150.000, quien, ante la ausencia actual del ingreso de la pensión alimentaria de la referida, les ayuda con la compra de alimentos (…)”

2. Andrea Tristán Guido (cónyuge) y (nombre 4) (hija):

“(…) Las personas referidas son la señora Andrea Tristán Guido, de 44 años de edad, costarricense, cédula de identidad: 1-1050-0036, universidad completa, viuda, vinculada al mercado laboral, se desempeña como Trabajadora Social, en el Área de Valoración Psicosociolaboral (AVAL). La evaluada labora para el Poder Judicial desde el 2011, se encuentra en propiedad. 

Por otra parte, la joven (nombre 4) de 17 años de edad, costarricense, cédula de identidad número: (valor 4), secundaria completa, en el 2023 concluyó y aprobó el undécimo año.

Relativo a los antecedentes sociofamiliares de la evaluada, se obtiene que estuvo en matrimonio con el señor Mario Alberto Zúñiga López, quien falleció a la edad de 46 años.

La señora Tristán menciona que tuvieron una relación de pareja, desde el año 2003 siendo que, en el año 2015, establecen unión libre y se casan en marzo del 2023. Durante ese tiempo de relación tuvieron una única hija (nombre 4).

Refiere la evaluada que el fallecido, tenía dos años de estar pensionado, se desempeñó como agente del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), era una persona con (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). La señora Tristán informa que el fallecido registra un grupo filial compuesto por: (nombre 1), (nombre 3) e (nombre 2), todas las personas son menores de edad.

También la evaluada indica que las hijas ((nombre 3) e (nombre 2)), recibían pensión alimentaria y apoyaba de forma voluntaria al hijo mayor, pero asegura desconocer los montos del dinero que aportaba a las personas menores de edad.

Al momento de la valoración, la evaluada integra grupo familiar monoparental materno, al lado de sus hijas: Silvana López Tristán de 27 años de edad, es médica general, vinculada al mercado laboral formal y su hija (nombre 4).

En cuanto a las condiciones económicas del grupo familiar, previas al fallecimiento del esposo de la evaluada, indica que ambos aportaban a la manutención del hogar, en este momento la señora Tristán es el principal ingreso del hogar y recibe el aporte económico de su hija mayor.

Con respecto a la organización familiar, la evaluada comenta que tienen casa propia, la cual se ubica en una comunidad rural, según consulta realizada al Instituto de Estadística y Censos (INEC). 

El pago de la casa, lo asume la señora Tristán, mediante un préstamo, siendo concordante con la planilla presentada de la segunda quincena de noviembre del 2023. Agrega, la evaluada que al asumir el pago del préstamo, la persona fallecida, aportaba a la alimentación, daba una parte del pago de la mensualidad del colegio de (nombre 4) y el pago de servicios básicos.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Fuente: Construcción propia con base a documentación aportada y entrevistas realizadas.

Es importante mencionar que con la diferencia entre ingreso y egreso el cual es de ¢166.982.12, la evaluada debe enfrentar los costos de traslado de la persona menor de edad, al centro de estudio, los cuales no se pueden evidenciar en este momento, porque acaba de finalizar la secundaria y aún no inicia los cursos universitarios. También se debe considerar los gastos anuales como el pago del colegio profesional, al cual está afiliada la señora Andrea, por un monto de ¢132.138.00, siendo consistente con el comprobante de pago del Colegio de Trabajadores Sociales. Otro gasto anual, corresponde a los lentes de (nombre 4), con un costo de ¢66.700.00, según la factura 29708180, de ASEMBIS Alajuela, en fecha 11/02/23.

La joven (nombre 4) recibe tratamiento psicológico desde julio del 2023, a nivel privado por presentar "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", con un costo de ¢28.000 colones mensuales, siendo consistente con el comprobante de asistencia a Terapia. Al revisar la constancia, se anota por parte del Mag. Kenneth González que no se agendaron citas, "en próximos meses, por limitaciones económicas de la madre".

Por otra parte, la evaluada refiere que la persona fallecida antes de presentar complicaciones en la condición de salud, utilizó la tarjeta de crédito para comprar materiales para iniciar un proyecto, por lo que ahora se prepara para vender los materiales y recuperar el dinero invertido.

(nombre 4) se encuentra atravesando el proceso de duelo, a pesar de ello, se mostró expresiva, respetuosa y amable durante la entrevista. La joven informa que a pesar de lo sucedido y su condición emocional, logra ganar el curso lectivo, por lo cual, se prepara para iniciar sus estudios universitarios. (nombre 4) expresa que su deseo es iniciar la carrera de administración, también realizar un curso de lashista y estética, así como retomar otros proyectos personales.

Al respecto, la joven presenta constancia del East Side High School, en donde se anota que la evaluada curso y aprobó el undécimo año, durante el período lectivo 2023, en fecha 12/12/23. También se aportaron los planes de estudios de ambas carreras.

Al momento de la valoración domiciliaria, se logra observar los recursos de apoyo que tenía la persona fallecida (silla de ruedas, prótesis), es una vivienda construida en su totalidad de cemento, tiene tres habitaciones. (…)”

3. (nombre 1) (hijo):

“(…) Conforme a la agenda que al efecto lleva este despacho, se envió boleta de citación mediante la Oficina de Comunicaciones Judiciales, a fin de que la persona referida se presentara el día 15-12-2023 a las 2:00 pm horas en las Oficinas de Trabajo Social y Psicología de Cartago. 

La progenitora se presentó e indicó en su calidad de representante legal de la persona referida.

Luego, se le explicó la metodología a emplear en cuanto a la valoración social y consentimiento informado, ante lo cual solicitó otro espacio para apersonarse con su hijo. Al respecto, se le asignó cita el día 20-12-2023 en horas de la mañana y se presentó junto con la persona referida.

Sin embargo, la señora Karol Ramírez Chinchilla manifestó no estar de acuerdo con participar en la valoración social indicando “considero un derecho de mi hijo recibir esta pensión y no estoy de acuerdo en exponer mi vida privada. La solicitaré por medios legales. Lo anterior en calidad de madre y representante legal de mi hijo”. 

Por otra parte, el joven (nombre 1), de 17 años de edad, no estuvo de acuerdo en que se practicara la valoración social, indicando "ya que no deseo decir mi vida privada".
 
En ese sentido, se le respetó el derecho de voluntariedad en su condición de persona menor de edad, así mismo dadas las limitaciones expuestas no es posible realizar la presente referencia y por tanto se procede al cierre de carpeta en esta oficina. (…)”

4. (nombre 2) (hija):

“(…) La señora Valeria Fallas Abarca solicitó la pensión en representación de su hija (nombre 2), quien era hija del jubilado fallecido el señor Mario Alberto Zúñiga López.

La solicitante es costarricense con cédula de identidad (valor 2) años, estudiante de primaria, este año cursa el cuarto grado en un centro educativo privado, lugar donde se encuentra inscrita desde preescolar, presenta buen rendimiento académico según se reportó.

(nombre 2) es hija única, se ha desarrollado con la progenitora, se reportó que el progenitor nunca conformó grupo familiar con ella, sin embargo, desde su nacimiento la reconoció legalmente y mantuvo interrelación paterno-filial, además de aportarle económicamente, no obstante a los 5 años de (nombre 2) la señora Valeria solicitó la pensión alimentaria porque presuntamente durante algunos meses no cumplió responsablemente.

Al establecerse la pensión se cancelaba mediante deducción de planilla por un monto de ¢ 90.000 lo que se mantuvo hasta mayo del 2023, porque las partes acordaron el archivo del expediente, a fin de que él asistiera a una actividad fuera del país y él se comprometió a aportar ¢100 000 por mes, dinero que lo entregaba personalmente a la abuela materna de la niña de manera puntual, lo que fue confirmado por la señora Olga Marta Abarca Agüero, en la entrevista realizada. Dicha suma presuntamente fue conocida por terceros, quienes así lo manifestaron mediante declaración jurada.

El dinero aportado por el fallecido era complementario al salario que devenga la madre de la niña, quien se desempeña como auxiliar administrativa en la jefatura de la defensa pública en el I Circuito Judicial de San José.

La señora Fallas Abarca ha sido la encargada de administrar el dinero para el pago de los egresos del grupo familiar, entre los que se destacan las necesidades básicas, gastos de educación y salud, entre otros.

El grupo familiar de la niña está conformado por la madre, quien tiene 38 años, es soltera, sin pareja, Licenciada en Criminología y Bachiller en Derecho. Ambas cuentan con el apoyo habitacional de los abuelos maternos de la (nombre 2). En relación con la organización económica del grupo familiar descrito, a continuación se detallan los ingresos y egresos mensuales reportados:

Los ingresos del grupo familiar corresponden a lo siguiente

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

De la información anterior se desprende que el grupo familiar presenta un déficit de ¢188 550.78, por lo que según entrevista a la señora Valeria y a la fuente colateral, los abuelos maternos apoyan en el pago de los servicios públicos, así como en la compra de algunos alimentos.

No obstante, de la entrevista realizada a la señora Olga (abuela) se desprende que ella y su esposo tienen sus propias obligaciones, dependiendo de sus respectivas pensiones.

Por otra parte, en los cuadros se refleja que no se incorporaron rubros en vestido, calzado y salud, de este último indicó que la niña requiere atención odontológica y oftalmológica, tiene pendiente los lentes desde el año 2022.

Se encuentra asegurada por un familiar, según consulta a validación de derechos de la Caja Costarricense de Seguro Social. La madre expuso que el fallecido la tenía asegurada anteriormente, sin embargo, se carece de documento probatorio.

En el área de educación, anualmente debe asumir la matrícula, los materiales y los uniformes.

Por otra parte, a nivel personal la señora Fallas Abarca manifestó no haber realizado la consulta ginecólogica, un ultrasonido abdominal y una gastrocopía por limitaciones económicas.

La vivienda se encuentra a nombre de la abuela materna de la niña y la señora Valeria es dueña de la nuda propiedad, según consulta al Registro Nacional de la Propiedad.

Expectativa del proceso "la pensión es para satisfacer las necesidades materiales de mi hija”. (…)”

XI. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

c) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”
Tienen derecho a pensión por orfandad:

1)	Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

El reglamento General del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el capítulo III, Artículo 32, Sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)” 

Asimismo, según criterio N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)” El resaltado no corresponde al original. 

XII. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Mario Zúñiga López era de ¢ 762,608.46 (setecientos sesenta y dos mil seiscientos ocho colones con 46/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos, dado que a dicho beneficio se le aplicaban pensiones alimentarias. 

· Conforme a la normativa actual vigente y con base al reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial el monto máximo al que puede aspirar la señora Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente de aprobarse la pensión es del 66% del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 402,657.27 (cuatrocientos dos mil seiscientos cincuenta y siete colones con 27/100) mensuales en bruto. Además, el monto al que aspiran los hijos e hijas del jubilado fallecido, a saber (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2) de aprobárseles la pensión es del 34% del 80% del monto que devengaba de jubilación su padre, para este caso equivale a ¢ ₡207,429.50 (seiscientos diez mil ochenta y seis colones con 77/100) mensuales en bruto, repartido en partes iguales.

· Respecto a los estudios para los hijos mayores de 18 y menores de 25 años de edad la Ley vigente establece que deben ser: “(…) reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” el resaltado no pertenece al original.

De acuerdo con la documentación aportada los jóvenes (nombre 3) y Valeria Zuñiga al momento que se realizó el estudio socioeconómico eran menores de edad sin embargo, a la fecha de este documento (nombre 3) cumplió la mayoría de edad y (nombre 4) está por cumplirlos el próximo 21 de marzo de 2024 por lo cual se les solicitó que presentara formación académica indicando que actualmente se encuentran estudiando en el Colegio Técnico Profesional de Dos Cercas y en la Universidad Hispanoamericana (UH) respectivamente. 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las cuatro solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

3. El 23 de octubre de 2023, un total de 04 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la joven (nombre 3).

4. El 26 de octubre de 2023, un total de 07 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la cónyuge sobreviviente Andrea Tristán Guido y la hija (nombre 4).

5. El 27 de noviembre de 2023, un total de 29 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión de la hija menor (nombre 2).

6. El 29 de noviembre de 2023, un total de 31 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Zúñiga López, se recibió la gestión del hijo menor (nombre 1).

XIII. Conclusiones:

Con base en lo plasmado por la persona profesional en trabajo social en su informe, se extraen las siguientes conclusiones:

(nombre 3) 

“Concluida la investigación de Trabajo Social se determina que el padre de la referida, Sr. Mario Zúñiga López (fallecido) aportaba para las necesidades básicas para su hija (nombre 3), a través de la pensión alimentaria interpuesta por el Juzgado de pensiones de Desamparados, cuyo último rebajo establecido no le permite atender otras necesidades tales como vestido, recreación y adecuadas condiciones de vivienda para la referida y su grupo familiar actual.

Se conoció que (nombre 3) depende del aporte de su progenitor para la atención de sus necesidades básicas y para continuar con su proceso educativo. Al no contar con el aporte que le brindaba el padre en vida, sus derechos se están viendo afectados de manera negativa, sin poder atender necesidades básicas, su derecho al estudio y realización de proyecto de vida.”

Andrea Tristán Guido y (nombre 4):

“La señora Andrea Tristán Guido y el funcionario judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López, mantuvieron una relación de pareja de 20 años aproximadamente, siendo que en el año 2023 establecieron matrimonio, teniendo una única hija (nombre 4), persona menor de edad, referida.”

Como hallazgos obtenidos de la evaluación socioeconómica realizada, se identificó que, al momento del deceso del funcionario judicial, las personas evaluadas mantenían dependencia económica hacia éste, para complementar la satisfacción de las necesidades básicas y los gastos relacionados de la persona menor de edad.

El grupo familiar reside en vivienda propia, la cual aún tiene pendiente el pagó del préstamo que asume la señora Andrea Tristán, por un monto de ¢589.610.00 colones mensuales. La vivienda se ubica en una comunidad rural, con acceso a los servicios públicos.”

(nombre 2): 

“Según la información obtenida se determina que (nombre 2) para quien se solicita la pensión, es una persona menor de edad, estudiante de primaria, que desde su nacimiento ha vivido con la progenitora quien le ha brindado satisfacción de necesidades materiales complementando con el ingreso de la pensión que aportaba el jubilado fallecido.

El aporte económico del señor Zúñiga se constituía en un rubro representativo, siendo que el salario que percibe la progenitora resulta insuficiente para satisfacer necesidades, como estrategia se identifica el apoyo de los abuelos maternos, sin embargo, son adultos mayores que no tienen responsabilidad directa y deben asumir gastos propios.

Por la etapa del desarrollo en que se encuentra la persona menor de edad se encuentra en estado de vulnerabilidad, pudiendo afectar áreas sensibles para el sano desarrollo, es decir, en lo académico - profesional, salud y social.”

(nombre 1):

Ante la ausencia de información relativa a los egresos que posee el joven (nombre 1), esta Administración se ve limitada para la determinación si existe o no dependencia económica establecida en el artículo N.° 228 en la L.O.P.J vigente, así como la magnitud de esta. 

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

XIV. Recomendaciones 

Teniendo en cuenta que el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (RGRFJPPJ) vigente, en el capítulo III, artículo 32, sobre la fijación de los montos de pensión indica: 

“(…) d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. (…)”

Se somete a valoración del estimable órgano máximo de dirección la siguiente propuesta de asignación de pensión:

	Nombre
	Vinculo
	%
	Monto bruto

	Andrea Tristán Guido
	Cónyuge
	32.00%(del 80%)
	₡195,227.77

	(nombre 4)
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 3) 
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 2):
	Hija
	11.33%(del 80%)
	₡69,122.83

	(nombre 1):
	Hijo
	0.00%
	₡ 0.00

	Total
	
	65.99% (del 80%)
	₡402.596.26



Teniendo como justificación los siguientes rubros:

1. Considerando los montos que el señor Mario Alberto Zúñiga López brindaba que la señora Andrea Tristán Guido y su hija (nombre 4), ambas presentan un déficit económico de ¢ 166 982,12 (ciento sesenta y seis mil novecientos ochenta y dos colones con 12/100) entre sus ingresos y egresos fijos, así como egresos anuales de ¢132 138,00 (ciento treinta y dos mil ciento treinta y ocho colones con 12/100) por concepto de Colegio profesional y ¢ 66 700,00 (sesenta y seis mil setecientos colones con 00/100) por concepto de Lentes de (nombre 4), además de ¢28.000,00 (veintiocho mil colones con 00/100) mensuales por concepto de consulta psicológica de la joven (nombre 4), para un total de ¢211 551,95 (doscientos once mil quinientos cincuenta y un colones con 95/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a ambas partes sea el siguiente:

· A la señora Andrea Tristán Guido en calidad de cónyuge sobreviviente un 32,00% equivalente a ₡195,227.77 (ciento noventa y cinco mil doscientos veintisiete colones con 77/100) monto bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Además, con respecto a sus descendencias y considerando lo establecido en el artículo N.° 32 del RGRFJPPJ en el que se indica que máximo podrán optar por un 34,00% del 80% del beneficio bruto que recibía el señor Zúñiga López, repartido en partes iguales, se estima conveniente recomendar se les asigne los siguientes porcentajes de pensión: 

· A la joven (nombre 4) en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la joven (nombre 3) en calidad de hija mayor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido, esto a partir del 18 de octubre de 2023, día después del fallecimiento. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

· A la niña (nombre 2) en calidad de hija menor de edad un 11,33% equivalente a ₡69,122.83 (sesenta y nueve mil ciento veintidós colones con 83/100) monto bruto y ₡ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) monto líquido. Esto a partir del 27 de noviembre de 2023, fecha en que se finalizó de aportar la documentación para la solicitud de pensión. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

1. Con respecto al joven (nombre 1) hijo menor del señor Zuñiga López se considera que la ausencia de documentación genera limitaciones y restringe el análisis relacionado con la situación de dependencia económica de la persona gestionante, por ende, se recomienda denegar la solicitud de pensión y el archivo de las presentes diligencias, ante la ausencia de elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes.

Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención N.° 23-000904-721 TS, 23-001518-0728-TS, 23-002532-0732-TS y 23-001004-721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas de los jóvenes (nombre 3) y (nombre 4), así como, de las señoras Andrea Tristán Guido conyugue sobreviviente, Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1) y Valeria Fallas Abarca como representante legal de (nombre 2), en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas. 
 
Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

3) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

4) Medios de notificación:

(…)”.

- 0 -

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Nose ustedes opinan de este artículo referente tanto a la propuesta como a esta falta de información por parte de uno de los hijos”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Creo que la madre del muchacho es la que está muy mal asesorada porque dijo que ella no podía ventilar su vida privada y el hijo dice lo mismo, entonces que harán las gestiones legales posteriores y, ¿a dónde deben hacerlas?, donde nosotros, no les queda de otra, entonces están muy mal asesorados en ese sentido, entonces se quedan por fuera en este momento por esa situación de que no quisieron dar información de ninguna clase”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Sí, el problema es que parece como un berrinche que hizo y que va a acudir a la vía judicial correspondiente, en la vía judicial le van a decir que va a tener que venir aquí a que se la fijemos y si no está de acuerdo pues ahí se abre la vía judicial para lo que corresponda, pero bueno”.

El licenciado William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “En este caso tengo una duda porque en anteriores sesiones me parece que ya comentamos el tema, de que para efectos de la jubilación o la pensión, no se requería el estudio socioeconómico si no sólo para los casos de acrecentamiento, entonces no sé hasta donde estarán guiándose por esa línea de que en la Ley no establece que se necesite hacer un estudio a profundidad en este campo, y desde esta perspectiva ella tendría razón, de que no se debería ventilar su vida privada o la del hijo porque en principio tendrían derecho de facto sin necesidad de algún otro requisito que establezca la Ley, no sé cómo lo ven ustedes”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Nada más quisiera ver la propuesta de acuerdo. Es que en principio yo estoy de acuerdo con lo que viene en esa propuesta, ¿verdad?, en lo que dice don William no lo hemos variado, por el momento hemos actuado así en la Junta, hemos otorgado siguiendo los parámetros donde las personas nos indican sus gastos y demás, incluso eso es lo que ha generado la discrecionalidad de nosotros para otorgar pensiones. Hemos ajustado los porcentajes que han venido de la parte técnica, ya sea hacía un lado o hacia el otro, o hemos devuelto unos informes porque no hemos cambiado, ni hemos revisado, ni nos hemos dado la tarea de variar la parte reglamentaria. 

En principio estoy de acuerdo aquí, nada más que quería ver en la parte donde dice el rechazo de la persona (lee textualmente: “Desestimar la solicitud de pensión presentada por la señora Karol Ramírez Chinchilla, representante legal del menor de edad (nombre 1), en calidad de hijo del señor Zúñiga López, ante la negativa de la gestionante de presentar los elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes”) y, yo le agregaría ahí “…razones por la cuales se exime la responsabilidad de esta Junta”, nada más le agregaría esa coletilla a ese punto, porque son razones personales, no son razones procedimentales ni reglamentarias.

Nada más agregaría eso porque nosotros nos eximimos, ella no quiso, como lo acaban de expresar ustedes ni modo. Ahora, una cosa es divulgar su vida privada y otra cosa es que otorgue, brinde o facilite los datos que se deben tener para dar una asistencia lógica razonable de parte de Trabajo Social o de la parte técnica de la JUNAFO, entonces yo por lo menos si alegaría de que son las razones por las cuales se exime la responsabilidad de esta Junta, y por lo demás yo estoy de acuerdo la verdad”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Conforme lo señala el artículo 228, quienes tienen derecho a pensión por sobrevivencia como lo señala don William se encuentran los hijos, pero como lo señala don Rodrigo aún no ha sido variada la forma en que se vienen otorgando estos beneficios.

Leyendo lo que dice en cuanto a las pensiones por orfandad, sí dice que los hijos que al momento del fallecimiento del causante dependían económicamente de este, entonces para la Administración así como para Trabajo Social es importante tener argumentos o tener valoraciones que permitan determinar esa dependencia económica, entonces no es sólo el hecho de ser hijo porque la Ley Orgánica del Poder Judicial claramente dice que deben depender económicamente de este, entonces creo que mientras no exista así como una regla, así es como lo ha trabajado la Junta, como lo señalaba don Rodrigo, que es la parte que tenemos que ver antes del 12 de abril, por cierto, que se vence el SP de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, relacionado con la metodología para establecer el otorgamiento de las pensiones”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Aquí hay un problema muy serio, la verdad es que hay algo muy atípico, que una madre de familia no quiere dar información de un hijo y de las hijas sí, esto es un tema hasta de, me imagino yo hasta del Patronato Nacional de la Infancia – PANI, porque está dejándolo desamparado totalmente la propia madre por no dar información, esto para mí es como inaudito, más bien deberíamos fundamentar muy bien ese tema, dejarlo más sólido, no sólo decir “como no dio información no se tomó en cuenta”, sino que hay elementos importantes como madre para poder dar información al respecto.

Sinceramente es de preocuparse, de parte de esta Junta que no se haya dado la información correspondiente y nosotros muy socialmente pensamos que debería haberse dado, de tal manera, por esos motivos es que no se va a poder dar, pero sí nos parece un poco diferente que pase eso, me extraña y preocupa mucho esto que está pasando.

Quizá no es meterse en la parte privada porque no se trata de eso, usted da información para darle un beneficio, de todas maneras, es algo normal, pero sí por lo menos hacer un poquito más de hincapié de la situación, del núcleo familiar, que no compete ni a Trabajo Social ni a nosotros, pero sí analizamos esa situación de que no se de información de uno de los hijos que es menor de edad y que debería estar cubierto de alguna u otra manera por ese beneficio que deja la pensión. Me preocupa la situación porque si alguien analiza bien este tema, podría meterse en otros niveles de protección a la niñez y sí me gustaría como fundamentar un poquito más, por favor”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Bueno aquí podríamos averiguar si podemos presentar nosotros como Junta una denuncia ante el Patronato Nacional de la Infancia - PANI, para que haga la investigación correspondiente en virtud de que, como usted lo dice, hay un menor de edad que está quedando desprotegido y mandarlo con un acuerdo para lo que corresponda, con un oficio no con un acuerdo”.

El integrante Quesada Madrigal, añade: “O tal vez, más bien que lo vea la Asesoría Legal interna para que lo valore”.

El integrante Soto Solano, indica: “Estoy totalmente de acuerdo con lo que menciona Parris, me parece que antes de resolver esta situación, porque efectivamente se está dejando en desamparo, no sólo al niño, sino eventualmente a ella por no querer dar la información.

¿Hasta que tanto no podemos hacerle un llamado a ella antes de resolver?, con una expectativa explicándole la situación y el accionar nuestro, toda vez que ella estaría contra Ley y estaría afectando a uno de sus hijos, no sé lo pongo como un tema a discusión porque me parece que sí se le debería hacer antes de resolver, una instancia previa a ella, no sé hasta donde la Junta tiene ese alcance o pasarlo a la Asesoría Jurídica como bien lo mencionan ustedes”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “No comparto la idea de que nosotros tengamos… por la competencia que tiene por Ley la Junta que es diferente, no comparto que nosotros podamos ir más allá del tema de que si la persona está incumpliendo, por ejemplo, con su deber e irnos al PANI, me parece que esa no es una competencia propia de nosotros.

El tema de que ella al ser la representante legal de su hijo y que no quiera dar información es un tema personal, no creo que sea competencia propiamente de nosotros, igual hay personas que tampoco han brindado en otras oportunidades toda su información y tampoco nos hemos puesto a cuestionarnos eso.

Yo aquí por eso hago hincapié en el tema de que nosotros coloquemos ahí que las razones que ella expone exime de toda responsabilidad a la Junta, es un tema propio, es un tema de quien tiene que velar por los deberes, derechos y demás, y el debido cuidado de su hijo que es la madre, por eso yo por lo menos no comparto el tema… esa no es una competencia de la Junta, más bien, si me lo permiten, creo que más bien debería de ser de Trabajo Social la que le toca esa competencia; incluso cuando ellos realizan la visita en otras áreas del Poder Judicial, ellos tienen esa obligación.

Aquí el tema es que la Junta vela por un derecho que tiene la persona jubilada en primera instancia y luego, en segunda instancia las demás familias, llámese cónyuge, esposa, etcétera, pero por lo menos dentro de las competencias que tiene la Junta no quisiera ir más allá y sí creo que las razones de la persona que le compete desde todo punto de vista, en donde uno no sabe… vamos a ver, yo no soy el que hice la visita, pero la persona que hace la visita sí tiene la obligación desde la parte profesional de si detecta algún tipo de indefensión o un tipo de peligro en la persona y demás, haber realizado la gestión ante el PANI, eso sí lo sé; pero por lo menos de la Junta yo no comparto el tema de acudir al PANI y por decisión de esta Junta, y sí liberarnos de las responsabilidades, eso sí lo considero necesario y obligatorio.

Si es necesario dejarlo aquí manifiesto y ahí sí comparto totalmente que las razones que conducen a que la persona no facilite la información son ajenas a la Junta Administradora, ajenas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ajenas al Departamento de Trabajo Social y Psicología, y por lo tanto, es competencia de la señora y si tiene que acudir a la vía legal, como dijo don Arnoldo ahora que ella había manifestado, que lo haga, al final ella misma es la que ha decidido apartarse del debido proceso que nosotros mantenemos, tanto en la Ley como en el Reglamento, que son públicos y dominios de todas las personas, por lo menos hay que dejarlo así claro”.

El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Creo que don Rodrigo también tiene razón en la parte de competencia de esta Junta Administradora, yo modificaría un poquitito lo que había pensado, indicando de que esta Junta le parece sumamente indiferente la situación con el hijo que no se le suministra la información, que quede claro eso, que nosotros detectamos de que pasa esa situación.

¿Por qué? porque cuando ella va a apelar o va a hacer lo que va a hacer, no sé qué vía va a utilizar, tiene que venir donde nosotros, pero bueno, ya nosotros detectamos la situación como tal y que sí nos preocupa por ser una persona menor que quede desamparada, eso sí nos preocupa.

Ya ahí verá que mecanismo van a realizar, porque sí hay algo aquí que nosotros tenemos que, no denunciar si no transparentar, dejarlo claro, es decir, las demás niñas están bien, él no ¿qué pasó? bueno algo está pasando, bueno okey, eso no es un problema de nosotros, la misma tutora o la misma madre es la que no quiere dar información, pero sí que quede por lo menos ya más documentado y al final el estribillo que dijo don Rodrigo, esta Junta se exime de esa situación por ese motivo, pero que quede ahí plasmado por lo menos a ver que va a suceder con esto porque quién sabe que va a hacer ella, pero por lo menos sí.

Y tal vez no ir tan largo, pero sí es una alerta para en algún momento que venga con una situación, nosotros sí lo vimos, ¿por qué no lo denunciaron?, porque no es competencia nuestra, estamos claros, pero sí lo vimos y nos pareció un poco extraño o diferente que no le dieran la protección a ese menor de edad, una cosa así más estructurada y no tanto a lo legal, después veremos qué pasa, pero está extraño. 

Si se viene un proceso ya de legalidad y todo, esta persona podría ser afectada, pienso yo, como madre porque no sabemos los motivos que puede tener en protección del niño más bien, no sé qué está protegiendo, más bien siento que lo está desprotegiendo, pero bueno, la verdad es que tal vez nos metemos un poquito más profundo, pero también no es nuestra competencia tan directa de otra cosa con el PANI, si detectarlo, decirlo y dejarlo ahí en el acuerdo, si ustedes desean”.

El integrante presidente Segura Solís, sugiere: “Creo que hay un trasfondo aquí, por algo no quiere dar información del menor, lo que pasa es que como ustedes lo dijeron al inicio, están dejando desprotegido al menor, entonces me pregunto, si la Sala en un momento nos dijo “ustedes actuaron, dictaron o resolvieron en vía administrativa una resolución que no tenía la perspectiva de género” y que tantas veces la he leído para entender que fue lo que hicimos, aunque fuéramos en contra de la Ley entre comillas.

Aquí no sé si sacar el asunto y tener una asesoría mayor de Eduardo y de Diego para la próxima sesión a ver qué les parece, porque a mí sí me preocupa que, viendo una relación de alerta frente a un menor de edad, nosotros nos hagamos los tontos y simplemente digamos en un papel que nos eximimos de toda responsabilidad, yo agotaría otra posibilidad como la que don Parris habló al inicio”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “No soy experto en derecho, pero una pregunta sería especialmente para todas las personas que son funcionarios públicos, en el caso de la Junta Directiva creo que todos tenemos ese carácter en este momento, que estamos sesionando, si el hecho de conocer algo que sea un delito o algo similar, ¿no se tiene la obligación de denunciarlo?, me parece que siendo muy fino, lo que don Parris sugirió al inicio, me parece que es la vía correcta, me parece que deberíamos de mandarlo a legal y ver si está, digamos, no está expresamente en la Ley pero sí tenemos algún alcance…”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Alguna legitimación”.

El integrante Villalta Fallas, prosigue: “No sólo legitimación, si no alguna obligación legal indirecta por lo que representamos en general, si me gustaría más bien antes de mandar esta contestación pasárselo a criterio legal para que vean todas las dimensiones”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “También concuerdo con usted, pero si quiere lo pasamos a votación, entonces sería, votar uno es mantener el acuerdo con las modificaciones realizadas…”.

El integrante Soto Solano, dice: “Disculpe don Juan Carlos, tal vez si se pudiera agregar otro punto también donde se haga de conocimiento del Departamento de Trabajo Social y Psicología, este acuerdo o lo que se resuelva para que ellos también tengan noción de lo que se está discutiendo aquí”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Sí, a las instancias correspondientes, porque creo que el Departamento de Trabajo Social y Psicología, bueno puede ser una, pero puede haber otras más efectivas”.

La licenciada Annie Ramírez Solano, prosecretaria interina de la Secretaría de la JUNAFO, menciona: “Don Juan Carlos quería aportarles que en una sesión anterior se conoció el criterio jurídico N° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, donde indicaron que ante la negativa de la persona no se podía proceder con la solicitud, pero entiendo si en este caso quieren proceder de una forma distinta por ser un menor de edad”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Votar uno es mantener el acuerdo con las propuestas y modificaciones de don Rodrigo. Votar dos es retirar el proyecto y mandarlo a conocimiento de la Asesoría Jurídica, a fin de brindarnos un criterio amplio acerca de las autoridades que puedan ayudarnos a proteger los intereses del menor de edad”.

El integrante Hernández Solano, vota por enviarlo a consulta de la Asesoría Jurídica.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “La uno y quisiera nada más razonarlo en que es respetando el fuero que tiene la persona y aquí estamos en una presunción de que la persona menor de edad está quedando, digamos que desprotegida, es una presunción que hay, y no sé de dónde parte la presunción entonces de mi parte yo mantendría lo que está ahí y reiterando de que es respetando ese margen que tienen las personas en su fuero individual, en su toma de decisiones también”.

El integrante Villalta Fallas, vota por la opción dos.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Sería la opción dos y fundamentar de que existe una alerta de un posible desamparo de un menor de edad de tal forma que esa inquietud que genera en mi persona para poder votar de esa manera”.

El integrante Soto Solano, expresa: “El dos y también fundamentándolo un poco con lo que dice don Rodrigo, o sea, que hay una presunción aquí de que queda en desamparo, pero precisamente ese es el interrogante, no sabemos si queda o no queda en desamparo, entonces precisamente ese es el impedimento para tomar una resolución”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces votamos 5 a favor de la opción dos, retirarlo y enviarlo a la Asesoría Jurídica y vota don Rodrigo por la opción uno”.

Se acuerda:	De conformidad con las manifestaciones plasmadas anteriormente, previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por mayoría dispone: Trasladar este asunto a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO a fin de que emita un criterio jurídico relacionado con el actuar de la señora Karol Ramírez Chinchilla, en su condición de representante legal del menor de edad (nombre 1), hijo del jubilado judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López. En dicho criterio, se deberá desarrollar ampliamente el tema de la competencia legal de este órgano colegiado para intervenir en procesos que involucren personas menores de edad en los que estas puedan quedar en indefensión, así como referirse a las autoridades que puedan ayudar a proteger los intereses de la persona menor de edad.
 
Voto de minoría: El integrante Rodrigo Arroyo Guzmán vota por aprobar la propuesta de acuerdo, en el sentido de acoger las recomendaciones emitidas en el oficio N.° 0099‑JP/DJA‑2024 del 27 de febrero de 2024, y en consecuencia, aprobar las solicitudes de pensión incoadas ante el fallecimiento del jubilado judicial Mario Alberto Zúñiga López, presentadas por la señora Andrea Tristán Guido, en calidad de cónyuge sobreviviente; la joven (nombre 4), en calidad de hija menor de edad pronto a cumplir la mayoría de edad; la joven (nombre 3) , en calidad de hija mayor de edad; y Valeria Fallas Abarca como representante legal de la joven (nombre 2), en calidad de hija menor de edad; según se detalla en el citado informe. Así como, desestimar la solicitud de pensión presentada por la señora Karol Ramírez Chinchilla, representante legal del menor de edad (nombre 1), en calidad de hijo del señor Zúñiga López, de conformidad con lo estipulado en los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y tomando en consideración el criterio jurídico N.° 0083-AJ/DJA-2023, emitido por la Asesoría Jurídica, ante la negativa de la gestionante de presentar los elementos probatorios que permitan establecer un esquema de gastos de la persona solicitante, requerido para los efectos correspondientes, razones por las cuales exime la responsabilidad de esta Junta Administradora. Se procede con la votación y se aprueba por mayoría.”
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[bookmark: _Hlk163633804]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N° 0035-AJ/DJA-2024 del 8 de abril de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, que dice:

“En atención a la consulta que plantea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 13-2024, artículo XV (sic), relacionada con el accionar de la gestionante Karol Ramírez Chinchilla, quien actuó en calidad de representante legal del menor de edad (nombre 1), se solicita desarrollar el tema de las competencias legales que tiene la JUNAFO de intervenir en procesos que involucren personas menores de edad en los que estas puedan quedar en indefensión así como referirse a las autoridades que puedan ayudar a proteger a este sector de la población, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- GESTIÓN PLANTEADA:

Ante la gestión de una pensión por orfandad en la que, la madre de la persona menor de edad beneficiaria, actuando en calidad de representante legal de esta, durante la entrevista con el personal del Departamento de Trabajo Social, refirió no estar de acuerdo con participar en la valoración social al considerar que la pensión que le corresponde a su hijo es un derecho, por lo que no estaba de acuerdo en exponer su vida privada y señaló además que tramitaría la pensión por medios legales, los integrantes de la Junta se cuestionaron la forma en que actuó la madre del menor, pues al no contar con información que permitiera conocer si existía la dependencia económica que exige la norma para poder otorgar el beneficio a la persona menor de edad, optaron por requerir un criterio jurídico en el que se analizara si, ante el actuar de la madre involucrada, la Junta estaba en la obligación legal de activar el aparato judicial a fin de procurar la protección de la persona menor de edad, que por causa de la negativa de su madre en brindar información, podría estar quedando en una situación de desamparo, además se requirió investigar cuáles autoridades estatales deberían involucrarse a fin de proteger los intereses de la persona menor de edad.

II: - ANÁLISIS NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL:

Previo a conocer acerca de los alcances normativos en torno a la consulta que plantea la Junta Administradora, considera esta asesoría, resulta pertinente hacer una referencia a lo que establece nuestro ordenamiento jurídico en torno a los requisitos de la pensión por orfandad, ya que ello es necesario a fin de analizar la actuación de la madre y representante legal de la persona menor de edad involucrada en la causa bajo estudio, lo cual servirá de insumo para determinar cuál es el papel que, en adelante, corresponderá a la JUNAFO.

El artículo número 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es el que establece los requisitos que deben cumplirse para que pueda ser otorgada una pensión por orfandad. Dicho numeral, sobre el tema establece:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

(…)

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.” (El destacado es suplido).

De su parte el artículo 32 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en lo que interesa señala:

“Artículo 32.-Fijación de los montos de pensión.

(…)

En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.” (Se adiciona el subrayado)

Como puede advertirse, el derecho a pensión, en sus diferentes escenarios, comparte como requisito común, la demostración de una dependencia económica entre la persona causante y la beneficiaria. Ello evidencia la importancia que reviste esta exigencia, pues en el grado que se logre comprobar la dependencia, permitirá determinar la necesidad de otorgar la pensión, así como la proporción que se recomienda aprobar a fin de garantizar la calidad de vida de las personas beneficiarias, siendo ese el fin del beneficio, claro está, resguardando el acervo del fondo. 

Debe tenerse en cuenta que la naturaleza de la pensión es suplir la ausencia repentina del apoyo económico que la persona pensionada brindaba al grupo familiar, con el fin de evitar que su muerte se traduzca en un cambio radical de las condiciones de subsistencia mínimas de los beneficiarios de dicha prestación.

La dependencia económica se exige, por cuanto, el beneficio está dispuesto para solventar las necesidades de aquellas personas que ante el acaecimiento de la muerte de la persona servidora o jubilada judicial, se ven desamparadas, cuando dependían económicamente de la persona fallecida. No se trata de un derecho automáticamente derivado de la muerte de la persona fallecida, sino de un beneficio autónomo, que se concede en el tanto se cumplan las exigencias previstas. 

De lo anterior se concluye que, una persona, por el solo hecho de ser hija de la persona servidora o jubilada judicial fallecida, no se hace acreedora automáticamente del beneficio de pensión, ni siquiera por el hecho de ser menor de edad, toda vez que la norma señala como requisito indispensable, la demostración de dependencia económica para poder ser beneficiaria.

Ahora bien, una vez determinada la relevancia de la demostración de la dependencia económica para el otorgamiento de un beneficio de pensión, corresponde analizar la normativa en torno a las competencias de la Junta Administradora.

El artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.

(Nota de Sinalevi: El párrafo tercero que constaba en este numeral fue anulado por resolución de la Sala Constitucional N° 11957-2021 del 25 de mayo de 2021. Dicho párrafo indicaba lo siguiente: “Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.”)

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)”

Relacionado con el tema bajo examen, únicamente el inciso b) es el que hace referencia a la gestión de beneficios por pensión al referir que a la Junta Administradora le corresponde estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten, es decir, la labor de la Junta Administradora, es valorar en los casos concretos, el cuadro fáctico y los elementos probatorios, que le permitan determinar la procedencia o no del otorgamiento del beneficio solicitado, así como el monto que corresponde en los casos que si proceda. Ninguna de las potestades señaladas en el numeral transcrito hace referencia a alguna obligación de los integrantes del cuerpo colegiado en indagar las actuaciones de las partes gestionantes o si se está causando alguna afectación a las posibles personas beneficiarias, antes bien, su deber es, con la prueba que conste en autos, indicar si procede el otorgamiento del beneficio, si no procede y, en ambos casos, justificar los razonamientos que llevaron a la toma de esa decisión. 

Como además se requirió identificar las autoridades estatales que deben velar por la protección de las personas menores de edad, se introduce la referencia que, sobre el tema, hace la Constitución Política costarricense:

“Artículo 55: La protección especial de la madre y el menor estará a cargo de una Institución autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia, con la colaboración de otras instituciones del Estado”.

Así las cosas, es mandatorio escudriñar lo que señala la Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia (PANI):

“Artículo 2.- Principios: 

El Patronato Nacional de la Infancia será la institución rectora en materia de infancia, adolescencia y familia y se regirá por los siguientes principios:

1. La obligación prioritaria del Estado costarricense de reconocer, defender y garantizar los derechos de la infancia, la adolescencia y la familia.
2. El interés superior de la persona menor de edad.
3. La protección a la familia como elemento natural y fundamental de la sociedad, por ser el medio idóneo para el desarrollo integral del ser humano.
4. La protección integral de la infancia y la adolescencia, así como el reconocimiento de sus derechos y garantías establecidos en la Constitución Política, las normas de derecho internacional y las leyes atinentes a la materia.
5. La dignidad de la persona humana y el espíritu de solidaridad como elementos básicos que orientarán el quehacer institucional.

Artículo 3.- Fines El Patronato Nacional de la Infancia tendrá los siguientes fines:

1. Fortalecer y proteger a la niñez, la adolescencia y la familia dentro de los mejores valores tradicionales del ser costarricense.
2. Orientar y coadyuvar en las tareas de formación y educación de los padres de familia, para el cumplimiento de sus deberes y derechos inherentes a la autoridad parental.
3. Orientar y coadyuvar en las tareas de formación y educación, para el cumplimiento y la satisfacción de los derechos y deberes de las personas menores de edad.
4. Garantizar a las personas menores de edad el derecho de crecer y desarrollarse en el seno de una familia, sea biológica o adoptiva.
5. Brindar asistencia técnica y protección a la niñez, la adolescencia y a la familia, en situación de riesgo.
6. Promover los valores y principios morales que inspiran el derecho a la vida, la familia, la educación, la convivencia pacífica, el respeto mutuo, la cultura, el crecimiento y el progreso digno para todos los habitantes de la República.
7. Estimular la solidaridad ciudadana y el sentido de responsabilidad colectiva para fortalecer, promover y garantizar los derechos y deberes de la niñez y la adolescencia.
8. Promover la participación organizada de la sociedad civil, los padres de familia, las instituciones estatales y las organizaciones sociales en los procesos de estudio, análisis y toma de decisiones en materia de infancia, adolescencia y familia, a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos y deberes de las personas menores de edad.
9. Fortalecer, promover y supervisar las iniciativas y la participación de las organizaciones no gubernamentales, en la atención integral de la niñez, la adolescencia y la familia.
10. Fomentar la integración familiar por medio de la formación y la capacitación ciudadana, en aras de lograr una convivencia armoniosa y democrática.
11. Mantener una coordinación interinstitucional permanente, con la participación de la sociedad organizada, para ejecutar y fiscalizar las políticas de infancia y adolescencia.
12. Dictar e implementar en coordinación con la sociedad civil y las instituciones estatales, las políticas en materia de infancia, adolescencia y familia.
13. Organizar las comunidades, para que cooperen en el diseño de diagnósticos locales y la ejecución de programas preventivos y de atención integral a los menores de edad.
14. Planificar, ejecutar y supervisar programas de prevención de manera conjunta con las instituciones respectivas, con el objeto de erradicar, en los menores de edad, toda forma de delincuencia, prostitución, maltrato, abuso sexual, drogadicción, alcoholismo, abandono u otras causas que lesionen su integridad.
15. Impulsar programas de capacitación y formación para los padres de familia, sobre sus responsabilidades y deberes, así como propiciar con otras instituciones, programas y actividades que inculquen y reafirmen la práctica de valores espirituales, morales, sociales y familiares.

ARTICULO 4.- Atribuciones Las atribuciones del Patronato Nacional de la Infancia serán:

1. Gestionar la actualización y promulgación de las leyes necesarias para el cumplimiento efectivo de los derechos de la niñez, la adolescencia y la familia.
2. Propiciar y fomentar el reconocimiento de los deberes cívicos y de aquellos inherentes correlativamente a los derechos de los menores de edad.
3. Promover y difundir los derechos establecidos en la Convención sobre los Derechos del Niño.
4. Realizar el seguimiento y la auditoría del cumplimiento de los derechos de los menores de edad y evaluar periódicamente las políticas públicas sobre infancia y adolescencia.
5. Realizar diagnósticos e investigaciones sobre la realidad económica, social, psicológica, legal y cultural de la niñez, la adolescencia y la familia y difundir los resultados de esos estudios.
6. Brindar supervisión y asesoramiento en materia de niñez, adolescencia y familia, tanto a organizaciones públicas y privadas como a la sociedad civil que los requieran.
7. Constituir fideicomisos para financiar programas y modelos innovadores en beneficio de menores de edad y sus familias.
8. Promover el cumplimiento de los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño.
9. Capacitar a los órganos gubernamentales, no gubernamentales, municipales y, en general, a la sociedad civil, sobre los principios de la Convención citada y el cumplimiento de las políticas dictadas por su Junta Directiva.
10. Colaborar con las entidades en la promoción y ejecución de proyectos y programas específicos en materia de niñez y adolescencia.
11. Intervenir como parte en los procesos judiciales y administrativos en que esté vinculada cualquier persona menor de edad que requiera esa intervención, para que se le garantice el disfrute pleno de sus derechos.
12. Representar legalmente a los menores de edad que no se encuentren bajo autoridad parental ni tutela, así como a quienes estén bajo la patria potestad de una persona no apta para asegurarles la garantía de sus derechos.
13. Disponer en forma provisional de la guarda y crianza de los menores de edad, en aras de proteger su interés superior.
14. Dictar resoluciones motivadas con carácter vinculante, en casos de conflicto, hasta tanto los tribunales resuelvan, en forma definitiva, sobre el particular.
15. Administrar los bienes de los menores de edad cuando carezcan de representación legal o cuando, teniéndola, existan motivos razonables de duda sobre la correcta administración de los bienes conforme a la legislación vigente.
16. Promover la adopción nacional e internacional, y otorgar el consentimiento para que se adopte menores de edad por medio del Consejo Nacional de Adopciones, como autoridad central administrativa, según la normativa vigente dentro y fuera de Costa Rica.
17. Resolver las solicitudes de funcionamiento de organizaciones públicas y privadas, cuyo fin sea desarrollar actividades vinculadas con la atención de las personas menores de edad.
18. Suscribir convenios de cooperación, nacionales e internacionales, para apoyar y fortalecer el cumplimiento de los objetivos de la Entidad.
19. Aceptar donaciones, herencias, legados y cesiones de derechos, así como cualquier otra transacción que beneficie el patrimonio de la Institución.
20. Administrar el fondo proporcionado por el Poder Ejecutivo para atender, en todo el país, a la población infantil en riesgo.
21. Dictar los reglamentos internos necesarios para el adecuado cumplimiento de sus objetivos.
22. El Patronato Nacional de la Infancia (PANI) coordinará y presidirá la Comisión Consultiva de la Redcudi.
(Así adicionado el inciso anterior por el artículo 3° de la ley para la reactivación y reforzamiento de la red nacional de cuido y desarrollo infantil, N° 9941 del 15 de febrero del 2021)
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 6° de la ley N° 10038 del 29 de setiembre del 2021)
23. Las demás atribuciones establecidas en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la legislación vigente sobre la materia.
(Así modificada la numeración del inciso anterior por el artículo 3° de la ley para la reactivación y reforzamiento de la red nacional de cuido y desarrollo infantil, N° 9941 del 15 de febrero del 2021, que lo traspaso del antiguo inciso u) al inciso v))”

III.- DEL CASO EN CONCRETO:

Del examen realizado a las competencias de la Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, estima esta unidad asesora que esta goza de un amplio marco de potestades, sin embargo, ninguna de las enumeradas en el artículo 239 de la LOPJ, le faculta a activar el aparato judicial o acudir a una autoridad estatal a fin de determinar si la madre que actúa en representación de su hijo menor de edad, está actuando de forma negligente o si el menor está quedando en estado de indefensión, en primer lugar, porque la función de la Junta es, con los insumos que cuente al momento de analizar una solicitud de pensión, determinar si se cumplen los presupuestos jurídicos para otorgarla o si no rechazarla, sin cuestionar si la madre cumplió o no con la obligación de facilitar la información requerida por el Departamento de Trabajo Social, ello no es resorte de la Junta, por cual, tampoco se le puede achacar responsabilidad por denegar una pensión si se ha justificado correctamente el acto administrativo; en segundo lugar, no hay razón para concluir que está causando afectación a la persona menor de edad, pues la representante legal ha señalado puntualmente que acudirá a herramientas legales para conseguir la pensión de su hijo, lo cual significa que no hay una renuncia al derecho para el menor, solamente se indica que en su calidad de representante legal de este, ha decidido apartarse del debido proceso establecido para la obtención del beneficio y optará por buscar una resolución diferente. Esto quiere decir que la pensión para el menor seguirá un curso diferente, pero se gestionará, al fin y al cabo. Además, de las manifestaciones de la madre, no se puede deducir que hay algún riesgo para el menor, no se hace referencia a carencia económica alguna que alerte un peligro para este, se observa, asimismo, que la madre pretende instaurar un proceso legal, lo que permite deducir que cuenta con los medios económicos para ello. Otro detalle para considerar es que el menor involucrado cumplirá la mayoría de edad este año.

Así las cosas, queda evidenciado que no hay alerta de riesgo para la persona menor de edad y tampoco se le está causando indefensión, pues a pesar de que su pensión será gestionada de forma atípica, según lo analizado, el trámite no ha concluido y aún puede ser otorgada si una vez que la Junta -contando con la información que a la fecha se echa de menos-, determina que esta resulta procedente.

Dar parte en el proceso al PANI como coadyuvante activo, no es procedente en el sub lite, puesto que con la presencia de esta institución autónoma en un proceso, lo que se pretende es que esta sea vigilante del respeto a los derechos de los menores, haciendo todas las alegaciones, ejerciendo todos los recursos y medios procedimentales para hacer valer el interés de las personas menores de edad, lo que a todas luces resulta innecesario en un proceso de seguridad social, en que, el proceso para otorgar una pensión, está claramente determinado.

En otro orden de ideas, debe hacerse ver a la señora Karol Ramírez Chinchilla que, la connotación “dependencia económica” se traduce en la obligación que corría a cargo de la extinta persona trabajadora en procurar el sustento necesario para satisfacer las necesidades normales de orden material y cultural de quien dependía de esta, siendo esta dependencia una restricción razonable para cumplir el fin de la prestación social, y por ello es acorde con el Derecho de la Constitución. Lo anterior, siempre que se interprete que la dependencia económica exigida no es total o absoluta, antes bien, basta con que la parte interesada demuestre que la persona fallecida realizaba alguna aportación económica para la manutención de los gastos del núcleo familiar. Es decir, la dependencia económica que es exigida no implica que los beneficiarios se encuentren en estado de mendicidad, por lo que perfectamente podrían contar con recursos propios u otras fuentes de ingresos, siempre y cuando estos no les permitan una autosuficiencia, pues en ese caso la pensión no se encontraría justificada.

A mayor abundamiento, la dependencia económica, para efectos de la pensión por orfandad, debe ser examinada armónicamente con los postulados constitucionales y legales que orientan la seguridad social, tales como la protección especial de la familia y la calidad de vida acorde con la dignidad humana, eficiencia y solidaridad.

En virtud de la relevancia que conlleva la demostración de este apego económico y por la implicaciones que significarían para la Junta Administradora conceder un beneficio que no corresponde u otorgarlo en un porcentaje que no se justifica, desde vieja data la labor de examinar la situación económica familiar ha sido delegada al Departamento de Trabajo Social, oficina especializada que mediante pericias de investigación, consultas y entrevistas consignadas en un informe social, evidencia el grado de dependencia económica comprobado entre las partes, lo que históricamente ha fungido como principal insumo para determinar si es procedente o no el otorgamiento del beneficio de pensión. 

De ahí que sea la persona profesional en trabajo social quien de forma inmediata estudia a la persona solicitante y puede comprobar en primera persona el entorno de ésta, quien tenga autoridad para recomendar, mediante su opinión experta, los gastos en el hogar para valorar un porcentaje de pensión con la que se considerarán satisfechas las necesidades reales de la persona referida.

Otro aspecto importante para valorar es que la pensión no solo es un efecto, en sentido estricto del vínculo familiar, es decir, no solo es la condición de hijo o hija de la persona fallecida la que genera el derecho a la pensión, sino también el hecho de haber dependido económicamente de aquella. Al respecto, debe señalarse que la dependencia económica se exige, por cuanto, el beneficio por orfandad está dispuesto para solventar las necesidades de aquellas personas que, ante la muerte de la persona cotizante, se podrían ver desamparadas, pues su núcleo familiar dependía económicamente de esta. No se trata de un derecho automáticamente derivado de la muerte del o de la causante, sino de un beneficio autónomo, que se concede en el tanto se cumplan las exigencias previstas.

De conformidad con lo anterior, la exigencia de dependencia económica está justificada en razón de la finalidad perseguida en el ámbito específico y concreto de la pensión por orfandad. En consecuencia, este requisito establecido tanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial como en el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, constituye una condición mínima que justifica el otorgamiento de ese beneficio, del cual, se recalca, no es un derecho irrestricto de la persona beneficiaria si no de quien laboró y cotizó hasta cumplir con los requisitos establecidos por la ley para jubilarse, no obstante, el legislador estableció que el fallecimiento de la persona servidora judicial, activa o jubilada, da derecho a las personas beneficiarias a una pensión cuando se demuestre que estas lo necesitan, entendiendo que cumplen con los requisitos legales, lo que se traduce en que cada pensión que se otorga debe analizarse sopesando la protección del régimen a fin de evitar la lesión de intereses colectivos.

Cabe agregar que nos encontramos analizando un tema en el que opera el principio pro-fondo, según se explicó en el fallo de la Sala Constitucional número 328-02 de las 10:00 horas del 28 de junio del 2002 en el que se indica: 

“En lo que respecta al primer argumento no lleva razón el recurrente, pues el principio pro fondo no se reduce a una tesis doctrinaria de hace muchos años atrás, sino que es de amplia aplicación a nivel jurisprudencial, en la búsqueda de darle a los distintos fondos de pensiones, ya sean administrados por la Caja Costarricense de Seguro Social o por alguna entidad autorizada, la mayor estabilidad y duración, para lograr que se desarrolle y ejecute el principio de solidaridad que también rige en materia de seguridad social. Sobre la aplicación del principio pro-fondo esta Sala ha dicho lo siguiente: 'IV. - Tampoco ha incurrido, el Tribunal, en una aplicación indebida del in dubio pro-operario, ni de la condición más beneficiosa. Respecto del primero, en forma reiterada, esta Sala, ha señalado que, en materia de seguridad social, este principio cede en favor de una interpretación pro-fondo, que nutre las prestaciones de la universalidad de los beneficiarios actuales y de los potenciales.)” (El subrayado en negrita se adiciona).

Conforme al análisis anterior, es menester recalcar que la intención del otorgamiento de un beneficio de pensión, es ayudar a aquella persona que dependía económicamente del causante, en donde se busca subsanar la falta de ingresos con los que colaboraba la persona fallecida, por lo que, es fundamental la demostración de la dependencia económica que certifique concretamente el citado hecho y de esta manera, otorgar el porcentaje de pensión necesario para no desamparar a la persona evaluada, con la finalidad de contar con una estabilidad digna en los gastos del hogar.

Finalmente, se torna imperativo señalar que la información que se suministre es de manejo privado y se utilizará únicamente para analizar la situación socioeconómica de la persona gestionante, a fin de que la Junta pueda determinar si amerita el otorgamiento del beneficio, por lo que, si lo que le preocupa es facilitar información sensible, se le recuerda que, tanto la Dirección de la JUNAFO como la Junta Administradora, actúan en apego a lo establecido en Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, con lo que se garantiza un trato discreto y respetuoso de la información recopilada.

IV.- CONCLUSIÓN

Partiendo de las consideraciones esbozadas, se concluye que:

1. Según el artículo 239 de la LOPJ, en cuanto al otorgamiento de pensiones, el deber de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es, con los insumos que cuente al momento de analizar una solicitud del beneficio, determinar si se cumplen los presupuestos jurídicos para otorgarla o si no rechazarla, sin cuestionar si la persona gestionante cumplió o no con la obligación de facilitar la información requerida por el Departamento de Trabajo Social.
2.  La Junta Administradora adolece de la facultad de activar el aparato judicial o acudir a una autoridad estatal a fin de determinar si una persona que actúa en representación de su hijo menor de edad, está operando de forma negligente o si el menor está quedando en estado de indefensión.
3. No se le puede achacar responsabilidad por denegar una pensión si se ha justificado correctamente el acto administrativo, aunque se trate de una persona menor de edad.
4.  En el caso concreto, no hay razón para concluir que está causando afectación a la persona menor de edad, pues la señora Ramírez Chinchilla, ha señalado puntualmente que acudirá a herramientas legales para conseguir la pensión de su hijo, lo cual significa que no hay una renuncia al derecho para el menor, solamente se indica que, en su calidad de representante legal de este, ha decidido apartarse del debido proceso establecido para la obtención del beneficio y optará por buscar una resolución diferente.
5. La pensión no es solo un efecto en sentido estricto del vínculo familiar, es decir, no solo es la condición de hijo o hija de la persona fallecida la que genera el derecho a la pensión, sino también el hecho de haber dependido económicamente de aquella. No se trata de un derecho automáticamente derivado de la muerte del o de la causante, sino de un beneficio autónomo, que se concede en el tanto se cumplan las exigencias previstas.
6. La exigencia de dependencia económica está justificada debido a la finalidad perseguida en el ámbito específico y concreto de la pensión por orfandad. En consecuencia, este requisito establecido tanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial como en el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial constituye una condición mínima que justifica el otorgamiento de ese beneficio.
7. La Dirección de la JUNAFO y la Junta Administradora, actúan en apego a lo establecido en Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, con lo que se garantiza un trato discreto y respetuoso de la información recopilada.

De esta forma, se deja rendido el criterio jurídico solicitado en sesión N°13-2024, artículo XV, para lo que a bien tengan manifestar.”
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, indica: “Don Eduardo, si gustas, nos amplía el informe”.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, manifiesta: “Muy Buenos días a todos, espero que estén bien, don Juan Carlos este criterio jurídico nace a raíz de que existe una solicitud de pensión para el menor, (nombre 1) y en el momento que llega la trabajadora social, la representante legal del menor, se niega a otorgar información en cuanto a la vida privada del menor, información que es indispensable para valorar el otorgamiento del beneficio, ya que es imperativo que se demuestre la dependencia económica.

En ese momento, la Junta Administradora, ustedes como integrantes mostraron una preocupación, de que este tema se estuviera presentando, de que la señora no quiera dar la información del menor, considerando que es un elemento y es un insumo importante para que ustedes valoren el otorgamiento.

Nos trasladan la consulta para ver si legalmente se puede tomar alguna medida o alguna decisión.

No obstante, del análisis jurídico que hicimos, es imperativo tomar en cuenta los alcances que tienen ustedes como órgano en este tipo de situaciones e inclusive mencionaron al PANI también, vimos las competencias que tiene la Junta Administradora y la Junta Administradora, no puede participar activamente en este tipo de desprotección debido a que no tiene la competencia de conformidad con el artículo 239. Y el accionar del PANI no entra directamente con una solicitud de un órgano desconcentrado en este tipo de situaciones.

Entonces, ahí lo que hacemos es desarrollar la normativa donde amplía este tema. No obstante, lo que nosotros sí valoramos importante es mencionarle a la señora que, si la preocupación de ella es que la información personal del menor se haga pública, la Junta Administradora por la Ley de Protección de Datos tiene la obligatoriedad y así como el aparato administrativo que colabora con las funciones de la Junta de no mostrar este tipo de información.

Además, es importante tomar en cuenta de que cuando hay información de menor, este tipo de situaciones siempre se despersonaliza y nunca se hace público porque son informes técnicos que únicamente sirven como insumo para la toma de decisiones.

Entonces, nosotros lo que recomendamos es en el primer punto que la Junta Administradora lo que necesita como insumo para otorgar el beneficio es la dependencia económica, la dependencia económica la única forma de que se puede conseguir o valorar y demostrar es mediante el informe de trabajo social, eso es lo primero que hay que ver.

El segundo punto importante es el tema de la protección de datos, nosotros tenemos la obligatoriedad, vía legal, de proteger los datos del menor, entonces no es como que, si ella va a dar información del menor o de la vida privada, eso se va a hacer público.

Por otro lado, en la Junta Administradora dentro de los alcances del artículo 239, que es donde están las competencias, no puede estar en velando por cada caso en concreto, porque eso acarrearía mucho trajín, en el tema de en ver si la persona quiere dar o no quiere, la información del menor, debido a que lo único que necesita la Junta es el insumo y es lo que le dice el ordenamiento jurídico.

También hay que tomar en cuenta que ella, al solicitar la pensión, no sé si considero o lo que interpreto del escrito de ella, es que con el simple hecho de estar dentro del vínculo familiar se tiene que dar el otorgamiento. Entonces, lo que se le dice a ella es que, en sentido estricto, aunque esté dentro del vínculo familiar, eso no hace acreedor al menor del otorgamiento, del beneficio, sino también un requisito indispensable que menciona el artículo 228, es la dependencia económica.

Entonces en aquí lo que nosotros les recomendamos desde una perspectiva jurídica, es hacerle llegar toda esta información y la obligatoriedad que tenemos de la protección de datos, para instarla de que nos brinde la información del menor para ver si podemos ser un órgano activo en cuanto a la valoración del beneficio y otorgárselo si se demuestra la dependencia económica. No sé si tienen alguna duda, con todo gusto”.

El presidente Segura Solís, dice: “Yo tengo una, ¿no le podemos hacer algún apercibimiento?”.

El licenciado Chacón Monge, responde: “Sí, señor”.

El presidente Segura Solís, agrega: “¿A la señora en el sentido de que negarse, esta Junta tomaría algún tipo de medida?”.

El licenciado Chacón Monge, responde: “Don Juan Carlos sí se podría. El punto aquí es qué tipo de medida podemos hacer, porque se escaparía dentro de las competencias, nosotros acudir en representación del menor”.

El presidente Segura Solís, prosigue: “¿Alguna dependencia dentro de la Corte para que valore la situación? Se me ocurre”.

El licenciado Chacón Monge, responde: “Habría que darle un estudio a ver si una de las dependencias que tienen la Corte puede entrar activamente en este tipo de proceso con la activación de la Junta Administradora, habría que valorarlo jurídicamente.

El presidente Segura Solís, indica: “Es que yo no sé mucho de familia, tengo que más bien hacer un resumen de la reforma que va a haber en familia, pero yo sé que había un Juzgado tutelar de menores, ¿verdad?”.

El licenciado Chacón Monge, responde: “Sí, señor”.

El presidente Segura Solís, señala: “A mí me parece que es importante, porque si esta señora continúa con esa actitud, podría ser que quedemos aquí y no llevemos a ningún puerto, digámoslo así por decirlo de alguna manera. Diego”.

El licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la JUNAFO, manifiesta: “Sí, buenos días. Nada más para complementar ahí, don Juan Carlos es que lo que pasa es que en este caso no se está demostrando ningún tipo de indefensión para la persona menor de edad.

Ahí lo que se entiende es que tal vez esta persona, la representante legal, no tiene un conocimiento pleno de cómo es que opera la Junta Administradora para otorgar un beneficio de pensión, como lo decía Eduardo, puede ser que ella piense que el solo hecho de ser hijo ya le garantiza el derecho, pero aquí no se está causando ningún tipo de indefensión porque ahí, inclusive, en las conclusiones del informe que estamos brindando, les estamos indicando que ella está intentando o está indicando que va a operar de una forma atípica, el no brindando la información que se está solicitando al trabajo social, si no que ella va a activar el aparato judicial para coaccionar más bien a la Junta, entonces en este caso, no es que la señora esté obstaculizando de forma consciente la pensión, sino simplemente que es como un desconocimiento.

Pienso que una vez que se le informe del contenido de este informe, ella va a colaborar.

Supongo que eso es lo que va a hacer y aunque no lo hiciera, ella está indicando también que ella va a activar el proceso judicial que corresponda a fin de adquirir esa pensión para el hijo.

No es que ella quiere que no lo tenga, sino que ella tal vez no entiende o lo quiera hacer de otra forma, entonces yo diría como que no es recomendable para la Junta intervenir en este caso, porque, al fin y al cabo, la señora sí quiere la pensión, simplemente que tal vez por desconocimiento no está haciendo las cosas de la manera correcta. Eso sería gracias”.

El licenciado Chacón Monge, señala: “Y otro dato importante a valorar es que, si ella acude a la vía judicial, en vía Judicial va a tener que demostrar también la dependencia económica, es decir, el juez lo primero que va a valorar son los alcances del artículo 228 y lo que le va a decir es bueno, hay que demostrar dependencia económica, y la forma de hacerlo es con un estudio socioeconómico, entonces a todas luces va a tener que brindar la información, ya sea en vía administrativa o en vía judicial, solo que ella está decidiendo en optar por otra vía distinta a la de nosotros, como lo expresamos en el informe, se le recalca la obligatoriedad de nosotros de resguardar esa información, que es el punto concreto que a ella le genera incertidumbre. Pero a todas luces siempre va a tener que brindar la información porque en la vía judicial también operan de esa manera”.

El presidente Segura Solís, expresa: “Ok, está bien y ¿están de acuerdo en acoger el informe de la Asesoría Jurídica de este órgano?

Todas las personas integrantes de la JUNAFO, manifiestan estar de acuerdo.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido y aprobado el oficio N° 0035-AJ/DJA-2024 del 8 de abril de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, mediante el cual remiten el criterio jurídico solicitado en sesión N° 13-2024 del 9 de marzo de 2024, artículo XV, por este cuerpo colegiado, referente a la participación y responsabilidad de la JUNAFO en procesos que involucren personas menores de edad en los que estas puedan quedar en indefensión, en razón de la negativa de la señora Karol Ramírez Chinchilla en representación legal de (nombre 1), de presentar la documentación respectiva para someterse al procedimiento establecido para el otorgamiento de la pensión del menor de edad, en calidad de hijo del jubilado judicial fallecido Mario Alberto Zúñiga López, cuyo deceso acaeció el 17 de octubre de 2023, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Ramírez Chinchilla. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los casos en que se presente una situación similar. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc163480627]ARTÍCULO XIV

Documento N° 251-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N° 0034-AJ/DJA-2024 del 8 de abril de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, que dice:

“Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, esta asesoría jurídica procede a referirse al informe SP-1476-2023 del 20 de diciembre de 2023, suscrito por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, referente a los beneficios por vejez otorgados durante el transitorio establecido por la Ley 9544 y los beneficios aprobados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO), desde que asumió la administración del fondo a los sobrevivientes, cuyo causante corresponda a un exmagistrado o exmagistrada, sobre esto, respetuosamente se indica: 

I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

La Superintendencia de Pensiones mediate informe número SP-1476-2023, remitido en fecha 20 de diciembre de 2023, indica lo siguiente:

“1.	En la revisión de los estudios socioeconómicos para el otorgamiento de los beneficios por sobrevivencia se determinaron los siguientes hallazgos:

•	El Dictamen socioeconómico Forense N° 22-000690-0741-TS incluye gastos mensuales como, por ejemplo: recreación y vacaciones por ¢2.457.933 y alimentación delivery por ¢413.715,04; gastos que se consideran desproporcionados y contrarios al objetivo de la seguridad social, en relación con el otorgamiento de un beneficio para una vida digna.
•	El beneficio aprobado para la viuda, portadora de la cédula de identidad 202520909 fue de un 80% del monto que le correspondía al causante, sin embargo, en el Informe de Intervención No. 20-1145-735-TS no incluye el detalle de los gastos. El grupo familiar está compuesto por la hija, el yerno y 3 nietos mayores de edad sin discapacidad.
•	El Dictamen Social N° 22-001330-0725-TS recomendó un 20% del monto que le correspondería al causante, para la viuda que conforma un hogar unipersonal, la cual reporto gastos por ¢1.228.061.49, sin embargo, la Junafo en la sesión N° 8-2020 del 16 de marzo de 2020 aprobó un porcentaje del 80% equivalente a ¢7.453.690 alegando, que la cuantía recomendada sería una “miseria de pensión” y que la Junafo debe mantener la calidad de vida de los sobrevivientes, antes del fallecimiento del causante.
•	Los dictámenes N° 19-001626-0725-TS, 18-003679-0160-TS y 20-000141-725-TS incluyen gastos, como, por ejemplo: marchamos, seguros, alimentación, mantenimiento de un bien inmueble de uso recreativo, y señala que los gastos que son disfrutados por terceras personas (hijos mayores de edad y profesionales, así como los nietos). Por lo indicado, los informes recomiendan dividir los gastos entre los miembros del grupo familiar, sin embargo, la Junafo aprobó el porcentaje máximo, para cubrir el total de los gastos.
•	En el dictamen social 19-001526-0735-TS se indica que la viuda portadora de la cédula de identidad 2-0156-0142 forma un hogar unipersonal y devenga gastos mensuales por ¢4.210.262. Sin embargo, en la sesión N° 08-2020 del 16 de marzo del 2020 la Junafo aprobó el benefició máximo, sin cuestionar el monto de los gastos, para solo una persona.
•	En el dictamen N° 22-000921-0726-TS se recomienda dividir los gastos en forma proporcional entre el grupo familiar, para determinar la proporción de gastos que le corresponde a la viuda, por tanto, se asigna un beneficio del 12% del monto del causante, equivalente a ¢346,381. Sin embargo, esta práctica, no se aplicó en los dictámenes N° 19-001626-0725-TS, 18-003679-0160-TS, 20-000141-725-TS y No. 20-1145-735-TS a pesar de señalar que terceras personas se benefician de los gastos reportados en dicho dictamen.
•	En el dictamen N° 22-000744-721-TS se detallan gastos que no concuerdan con la realidad económica del país, por ejemplo: incluye gastos mensuales en alimentación por ¢70 000 para el viudo, (persona de la tercera edad y con padecimientos), y no incluye gastos de atención médica, transporte ni vestido. Condición contraria a los gastos considerados en el dictamen N° 22-000690-0741-TS.
•	Se identificaron 4 casos por sobrevivencia cuya cuantía exceden el tope del beneficio, según lo establecido en el artículo 225 de la Ley 9544.”

Tras enumerar los hallazgos advertidos, la Superintendencia de Pensiones estableció un plazo de atención de 15 días hábiles para atender el siguiente requerimiento:

“Remitir el Criterio legal sobre la interpretación del artículo 225 de la Ley 9544, en relación con los beneficios por sobrevivencia cuya cuantía exceden el tope establecido en dicha norma. (El subrayado en negrita se adiciona).

II.-SOBRE EL FONDO:

[bookmark: _Hlk155618606]Como puede advertirse, la solicitud planteada por la Superintendencia de Pensiones de emitir un criterio en relación con la interpretación del numeral 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), versa en que, a pesar de que la Ley 9544 impuso un límite o tope máximo a los montos girados por concepto de jubilaciones, para que estas no pudieran ser superiores a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, dicho tope, al parecer, no se ha aplicado de igual manera a los beneficios otorgados por concepto de pensión. 

La normativa del régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social como el Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, tratan la jubilación y la pensión como una misma cosa, sin embargo resulta imperioso subrayar que, en el caso del Poder Judicial, históricamente se ha hecho una distinción entre ambos términos, entendiendo por jubilación aquella que se le otorga a la persona funcionaria judicial, mientras que la pensión sería aquella que se otorga a sus beneficiarios o beneficiarias, además, como se puede observar en el Código de Trabajo, su artículo 85 menciona las causas que terminan con el contrato de trabajo sin responsabilidad para el trabajador, entre ellas, el inciso e) cita:

(…)

e) Cuando el trabajador se acoja a los beneficios de jubilación, pensión de vejez, muerte o de retiro, concedidas por la Caja Costarricense de Seguro Social, o por los diversos sistemas de pensiones de los Poderes del Estado, por el Tribunal Supremo de Elecciones, por las instituciones autónomas, semiautónomas y las municipalidades.

El citado inciso, separa los supuestos de jubilación y pensión por vejez, esto considerando la regulación que tienen los diversos sistemas de pensiones del primer pilar, en donde cada normativa utiliza su propia redacción.

Así, por ejemplo, en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se puede observar que, en ambos preceptos, el tema de jubilación se asocia directamente con las personas trabajadora, tal como a continuación se muestra:

“Artículo 224. Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. (El resaltado no corresponde al original)

“Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma: (…)” (El resaltado no corresponde al original)

Por otra parte, el artículo 228 de la LOPJ, en lo que respecta al derecho que mantienen las personas beneficiarias por sobrevivencia u orfandad, refiere:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.
b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.
c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.”

Es fácilmente extraíble del numeral transcrito, que el término pensión, se relaciona al beneficio que reciben los cónyuges o parejas sentimentales, los hijos e hijas o los padres, a diferencia del vocablo jubilación que, como se indicó supra, está vinculado con el servidor o servidora judicial, únicamente.

En ese mismo orden de ideas, el artículo 225 de la LOPJ, literalmente cita:

[bookmark: _Hlk155686539]“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).” (El resaltado no corresponde al original).

Puede observarse que el referido numeral está compuesto por dos oraciones diferentes; la primera enfocada en la jubilación y a los extremos mínimos y máximos permitidos legalmente para esta, mientras que la segunda, considera tanto a la jubilación como a la pensión y a la forma en que ambas deberán reajustarse. Nótese cómo el tope máximo señalado en el artículo 225 al que hace referencia la SUPEN en su requerimiento, únicamente refiere a “Ninguna jubilación podrá ser superior…”, nada se indica respecto a las pensiones y ahí radica el sub-lite.

Como se ha dicho, la distinción entre jubilación y pensión es propia de la institución, siendo que, a nivel doctrinal y jurisprudencial, el primero de ellos (jubilación) cubre o abarca el concepto de pensión o jubilación y constituye un derecho constitucional y fundamental a favor de toda persona trabajadora derivado de la prestación del trabajo (voto de la Sala Constitucional N° 1147-90 de las 16 horas del 21 de setiembre de 1990), por lo que, siendo tratados en forma diferenciada por este Poder de la República, lo conveniente era citar ambas figuras en la descripción del artículo, para evitar confusiones. 

Ahora bien, es menester considerar que, el artículo 11 de la Constitución Política de Costa Rica garantiza el principio de legalidad, que deviene aplicable a las Administraciones Públicas -en sentido amplio- y sus funcionarios y funcionarias, de quienes indica que son “simples depositarios de la autoridad”. Por su parte, el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) es el que amplía este principio desde una norma de carácter legal, al establecer que las administraciones se encuentran sometidas al ordenamiento jurídico; permitiéndole únicamente la realización de actos autorizados por ese ordenamiento.

Con ello, queda fijado el ámbito de actuación de las administraciones, que requieren regulación expresa para llevar a cabo sus potestades, como consecuencia de la prevalencia de las normas de carácter legal sobre la voluntad de los funcionarios que laboran para los entes y órganos que conforman la Administración Pública.

Así lo confirma el artículo 13.1 de la LGAP, que ratifica esa sujeción de las administraciones a las normas, tanto las escritas como las no escritas, que conforman el ordenamiento jurídico administrativo; e incluso, va más allá, pues acude al Derecho Privado, como fuente supletoria, en caso de ausencia de norma.

Todo lo anterior se puede sintetizar manifestando que, en Derecho Público, lo que no se encuentra expresamente autorizado por el ordenamiento, sea norma o principio, no puede ser realizado por las administraciones; por lo que ningún caso debe quedar a expensas de interpretaciones subjetivas, aplicación de analogías o lecturas sesgadas y parcializadas, porque dichos vicios conllevan, indefectiblemente, la nulidad absoluta de los actos administrativos.

Del mismo modo, el principio de legalidad debe aplicarse en caso de omisiones por parte de las Administraciones Públicas, cuando el ordenamiento les exija una conducta determinada y aquellas no la cumplan. Así, podemos afirmar que el principio de legalidad no sólo aplica a actos sino también es extensivo a omisiones; por lo que, en términos generales, aplica a todas las conductas. 

A raíz de lo anteriormente expuesto y en aplicación del principio de legalidad desarrollado, la interpretación que la Administración ha dado al artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se ha limitado a acatar lo estrictamente indicado por el legislador, aplicando el tope del beneficio únicamente a las jubilaciones y no así a las pensiones, por no estar indicado expresamente en la norma.

Es medular para esta asesoría, señalar que en los acuerdos que se analizan en las sesiones de la JUNAFO, en los cuales se discute el otorgamiento de una pensión por sobrevivencia, no se hace referencia a este aspecto, es decir, no se indica si el monto autorizado sobrepasa o no el tope fijado para las jubilaciones, por lo que, al no ser un área en donde esta asesoría interviene, no resulta posible extraer ese detalle de la discusión efectuada por los integrantes durante su deliberación, lo que implica que no se hayan podido emitir recomendaciones en ese sentido.
 
Así las cosas, esta asesoría jurídica determina que, en virtud de la técnica legislativa en la redacción del artículo sub examine, se generó una laguna jurídica o vacío legal, debido a que, no contempló el legislador que los cálculos para definir el monto de pensión se realizan sobre el monto bruto y no sobre el salario líquido, por ello cuando se compuso la norma, únicamente se hizo referencia al tope en las jubilaciones, cuando lo adecuado, según la interpretación que siguiendo el espíritu de la norma se hace, era referirse tanto jubilaciones como a pensiones, para que en ningún caso se sobrepasara el límite impuesto. 

III.-CONCLUSIÓN:

Como se ha indicado en el desarrollo de este criterio, la interpretación que se ha venido realizando al artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ha sido literal, aplicando como tope máximo de diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial únicamente a la jubilación, en apego al principio de legalidad.

Esta asesoría jurídica considera que el artículo 225 no incluye dentro de ese tope a las pensiones, como puede observarse el referido numeral está compuesto por dos oraciones diferentes; la primera enfocada en la jubilación y a los extremos mínimos y máximos permitidos legalmente para esta, mientras que la segunda, considera tanto a la jubilación como a la pensión la forma en que ambas deberán reajustarse. Nótese cómo el tope máximo señalado en el artículo 225 al que hace referencia la SUPEN en su requerimiento, únicamente refiere a “Ninguna jubilación podrá ser superior…”, nada se indica respecto a las pensiones y ahí radica el sub-lite.
Ahora bien, es de suma importancia recalcar que las pensiones que se otorgan a las personas beneficiarias por viudez, no pueden ser más altas que la jubilación del causante; naturalmente no pueden serlo, porque automáticamente se reducen en un 20 %, esto conforme a la regulación indicada en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual textualmente cita que “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante”.
De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -

Manifestaciones:

Se le concede la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, quien explica el contenido del criterio anterior.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la JUNAFO, señala: “Considero, importante que se aclare de igual forma a la Superintendencia, que el espíritu del legislador o la intención del legislador, es conservar también una gradualidad en cuanto al ajuste de esos montos máximos.

Las nuevas jubilaciones que se otorguen con base en la Ley 9544 ya llevarán un tope de 10 salarios base y las pensiones que se deriven de esas nuevas jubilaciones no superarán ese 80% de ese tope, 10 salarios base, entonces, automáticamente, las futuras nuevas jubilaciones y pensiones del Poder Judicial no llegarán a superar el tope. Sin embargo, existen hoy unas jubilaciones otorgadas con leyes anteriores, con condiciones anteriores, y aquí hay un hecho generador que ocurre con la vigencia de la nueva ley, es decir, la muerte del causante, la muerte del jubilado ocurre estando en vigencia la Ley 9544, sin embargo, aquí entonces aplicaría el tope que bien señala don Eduardo en su intervención anterior, del artículo 229 de la Ley, donde se procuró entonces que ningún otorgamiento de beneficios por sobrevivencia supere el 80% que percibía el jubilado con la anterior Ley en ese nivel. Entonces, si una persona tenía un tope de 5 millones de colones, una jubilación con 5 millones de colones, que se fue con la Ley anterior, la 7333, sus beneficiarios no van a llegar a superar el 80% de esos 5 millones de colones.

Entonces vean que sí se persigue un ajuste gradual a la baja en estos montos, pero sí hay como una gradualidad a los pensionados que pertenezcan o se deriven de jubilaciones con la Ley anterior versus jubilaciones que se deriven con la nueva Ley.

Tal vez es un punto importante que la Superintendencia debe tenerlo claro a la hora de percibir este criterio, porque pareciera interpretar, y aquí digo con todas las palabras, pareciera interpretar, que la ley…, o la Superintendencia quisiera interpretar que la Ley es retroactiva y que entonces le aplican ese tope máximo de 10 salarios, absolutamente a todos los beneficiarios del régimen, y no considera justamente lo que los compañeros nos están hablando, donde nosotros en nuestra legislación sí hacemos una distinción muy clara y muy marcada entre lo que es una jubilación y lo que es una pensión, a diferencia del resto de regímenes, el resto de regímenes hablan únicamente de pensiones, en general, en cambio, nosotros sí tenemos esa esa dualidad y muy claramente definido para nuestros efectos en la Ley Orgánica que nos compete. Muchas gracias”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, dice: “Con todo gusto. Si alguno de los miembros desea tomar el uso de la palabra, y si no, creo que daríamos por recibido el informe y aprobarlo”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, consulta: “Perdón, no hay que aclararle o mandarle algo a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, con respecto a esto”.

El máster Mora Valdez, responde: “Si me permiten. Este criterio que comparten los compañeros es parte del insumo de una respuesta que se está preparando para la Superintendencia de Pensiones, en la cual este es uno de los elementos que se solicita, respetuosamente les sugeriría que deleguen la remisión de este criterio, junto con los elementos a la Dirección para que la Superintendencia tenga todos estos aspectos listos.

Otra opción y que también es totalmente válida es que ustedes y tomen este acuerdo en firme, acojan este informe y se lo remitan, directamente a la superintendencia, para que ella vaya evaluando esta posición, cualquier de las dos son perfectamente válidas. Gracias”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “Yo lo que le iba a proponer era que hiciéramos el acuerdo en tres direcciones, el primero aprobar el informe de la asesoría jurídica. El punto dos sería remitirlo a la Dirección de la JUNAFO, para que lo incorporen, a la respuesta que se va a girar a la SUPEN y el tercer punto sería, instruir a la Dirección de la JUNAFO para que proceda de forma inmediata a dar respuesta a la SUPEN al oficio tal y tal”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta indicada por el integrante Arroyo Guzmán.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido y aprobado el criterio jurídico remitido mediante oficio N° 0034-AJ/DJA-2024 del 8 de abril de 2024, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, sobre el informe SP-1476-2023 de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, referente a los beneficios por vejez otorgados durante el transitorio establecido por la Ley 9544 y los beneficios aprobados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO), desde que asumió la administración del Fondo a los sobrevivientes, cuyo causante corresponda a un exmagistrado o exmagistrada. 2.) Remitir dicho criterio a la Dirección de la JUNAFO, para que sea incorporado dentro de la respuesta que se va a girar a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en atención a los oficios N.° SP-1476-2023 y SP-111-2024, asimismo solicitarle que proceda de forma inmediata a realizar dicha contestación. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las nueve horas ocho minutos.



	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Máster Mauricio Villalta Fallas
Secretario a.i Junta Administradora




- Acta aprobada el 23 de abril de 2024 -
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SP-A-XX-2024



 

LINEAMIENTOS PARA EL USO DE SUPEN, DIRECTO

  

Superintendencia de Pensiones, al ser las XXXX horas y XXXX minutos del XX de XX de 2024.



CONSIDERANDO:





a. El artículo 180 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, establece que la Superintendencia de Pensiones podrá utilizar medios electrónicos o magnéticos de transmisión y almacenamiento de datos, para solicitar información a las entidades supervisadas y para mantener sus archivos, actas y demás documentos. La información así mantenida tiene valor probatorio equivalente al de los documentos para todos los efectos legales.



b. La Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Ley N.º 8454, establece el marco jurídico general para la utilización transparente, confiable y segura de los documentos electrónicos y la firma digital.



c. El uso de certificados digitales permite aplicar los principios de autenticidad, confidencialidad, integridad y no repudio de la información que remiten personas y entidades supervisadas en cumplimiento de sus deberes y funciones, así como público en general, lo que le da una mayor seguridad y validez a los trámites que se hacen ante la Superintendencia.



d. El uso de certificados digitales facilita la remisión de información a la Superintendencia de Pensiones del trámite de solicitudes de suscripción para las personas obligadas, así como otros trámites relacionados con la supervisión y el control del Sistema Financiero Nacional.



e. La Superintendencia de Pensiones, con el apoyo técnico del Banco Central de Costa Rica, desarrolló un portal Web denominado SUPEN Directo para que el interesado o usuario puede interactuar con la institución de una manera más ágil y con mayor seguridad en los servicios que se encuentren habilitados en el citado portal. La suscripción y acceso a los servicios disponibles requiere el uso de certificados digitales para su ingreso y autenticación.



f. La utilización de tecnologías de información permite no solamente proteger los datos y que las transacciones se realicen de forma segura, oportuna y eficiente, sino que facilitan la remisión de información de manera periódica, lo cual constituye una herramienta fundamental para las labores de supervisión y control, desarrolladas por la Superintendencia de Pensiones, coadyuvando al cumplimiento de los deberes establecidos en la Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, No. 7523; la Ley de Protección al Trabajador, No 7983; la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley No 7732), la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, No 7786), así como otras leyes y normativa aplicables a los personas obligadas del Sistema Financiero Nacional



g. Deben emitirse las disposiciones sobre la organización y funcionamiento del portal WEB SUPEN Directo de la Superintendencia de Pensiones.



POR TANTO:



Se dictan las siguientes disposiciones requeridas para el uso del portal SUPEN Directo:



TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I. ALCANCE



Artículo 1. Alcance



Estas disposiciones establecen las normas y procedimientos que rigen la utilización de la plataforma de SUPEN Directo para uso de los servicios que ofrezca la Superintendencia de Pensiones a través de esta.



CAPÍTULO II. DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD DE LA SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES (SUPEN)



Artículo 2. Derechos sobre signos externos



SUPEN Directo es un dominio registrado para SUPEN, por lo que sus derechos de uso y explotación están autorizados, única y exclusivamente, a la SUPEN.



Artículo 3. Uso no autorizado de signos externos



Queda prohibido el uso no autorizado de la marca SUPEN Directo, y de los signos externos ligados a este portal Web, tales como logotipos, nomenclaturas, marcas o nombres comerciales.



La SUPEN no será responsable por el uso no autorizado de la marca SUPEN Directo, ni de los signos externos ligados a este portal Web, entendidos éstos como sus logotipos, nomenclaturas, marcas o nombres comerciales. La SUPEN accionará, por las vías legales pertinentes, contra quien incurra en usos no autorizados de la marca SUPEN Directo y de sus signos externos.

	 	

CAPÍTULO III. DE LAS DEFINICIONES



Artículo 4. Definición de términos



a. Certificado digital: Una estructura de datos creada y firmada digitalmente por un certificador, del modo y con las características que señalan este Reglamento, la Norma INTE /ISO 21188 versión vigente y las políticas que al efecto emita la DCFD, cuyo propósito primordial es posibilitar a sus suscriptores la creación de firmas digitales, así como la identificación personal en transacciones electrónicas. Sin perjuicio del concepto anterior, la Dirección de Certificadores de Firma Digital (DCFD) del MICIT, podrá autorizar a los certificadores registrados la generación de certificados con propósitos diferentes o adicionales a los indicados.

Es creado y, por regla general, firmado digitalmente por una persona jurídica proveedora del servicio de creación, emisión y operación de estos documentos, la cual es conocida como Autoridad Certificadora. La lista de las Autoridades Certificadoras Registradas se encuentra publicada en el sitio web del Banco Central de Costa Rica: www.bccr.fi.cr, en la sección Firma Digital.

b. DIDI: Documento de Identificación de Diplomáticos, emitido por la Cancillería de la República para funcionarios diplomáticos debidamente acreditados en el país.

c. DIMEX: Documento de Identidad Migratorio para Extranjeros, emitido por la Dirección General de Migración y Extranjería.

d. Documento de identidad: Documento oficial que conforme con el ordenamiento jurídico costarricense, sirve para identificar legalmente a una persona. En el caso de las personas físicas costarricenses es la cédula de identidad y en el caso de los extranjeros residentes el DIMEX o DIDI.

e. Ley 7523: Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias. 

f. Ley 7732: Ley Reguladora del Mercado de Valores.

g. Ley 7786: Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo. 

h. Ley 7983: Ley de Protección al Trabajador 

i. Ley 8454: Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos.

j. Ley 8968: Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales.

k. Mancomunación: Mecanismo de control que condiciona que el registro o autorización de una operación de asignación de permisos deba ser realizado en forma conjunta por al menos dos usuarios, posibilidad de hacerlo.

l. MICIT: Ministerio de Ciencia y Tecnología.

m. Navegador: Programa de software que permite recuperar y ver el contenido de las páginas Web en Internet, así como interactuar con los recursos que estas disponen.

n. Participante: Persona física o jurídica suscrita en SUPEN Directo, que se beneficia de alguno de sus servicios y que es responsable del uso que haga de dichos servicios.

o. Suscripción: Acto por medio del cual una persona física o jurídica, previo al cumplimiento de los procedimientos y requisitos establecidos en este acuerdo, adquiere la condición de usuario de SUPEN Directo para los servicios disponibles en esta plataforma que requieran dicho proceso de suscripción 

p. Representante legal: Persona física legitimada por la ley o por determinación contractual para actuar jurídicamente en representación de otra persona física o jurídica.

q. Responsable de seguridad: Persona física designada por un participante para que lo represente en la administración de la seguridad en SUPEN Directo, pudiendo con dicha designación otorgar derechos y permisos de acceso a los usuarios del participante representado. 

r. Servicio: Funcionalidades tecnológicas que ofrece el portal Web de SUPEN Directo y que se encuentran disponibles para uso de los participantes.

s. Servicio de Administración de Esquemas de Seguridad (AES): Se define como el mecanismo que habilita a SUPEN Directo como operador y a los participantes como usuarios del servicio de SUPEN Directo. Los participantes y usuarios deberán utilizar el servicio AES para la administración interna de los usuarios de los servicios disponibles en SUPEN Directo.

t. SUPEN Directo: Nombre del portal web de la SUPEN que opera sobre Internet.

u. Superintendencia: Superintendencia de Pensiones, abreviado SUPEN.

v. Usuario: Persona física suscrita a SUPEN Directo y que gestiona servicios mediante esta plataforma o portal ya sea que lo haga en nombre propio o a nombre de un tercero (persona jurídica).

 

CAPÍTULO IV. DEL ALCANCE



Artículo 5. Ámbito de aplicación



Estas disposiciones son aplicables a todos los participantes que utilicen alguno de los servicios que ofrece el portal Web de SUPEN Directo.



Artículo 6. Declaración del Participante



La aplicación de las presentes disposiciones es de carácter obligatorio, por lo que el acto de suscripción en SUPEN Directo para los servicios que requieran de dicho proceso se entiende como una declaración del participante de que los acepta y se compromete a cumplirlos.



Artículo 7. Normas supletorias



Para las situaciones no reguladas por las presentes disposiciones, rigen, supletoriamente, las disposiciones contenidas en la normativa para el uso de certificados digitales, así como las demás normas jurídicas que resulten aplicables.





Artículo 8. Publicación del marco regulatorio



La SUPEN establecerá los medios de comunicación y divulgación que permitan al participante acceder con facilidad al marco jurídico que regula el funcionamiento de cada servicio y las relaciones con SUPEN Directo.



CAPÍTULO V. DEL ACCESO A SUPEN Directo



Artículo 9. Canales de acceso.



SUPEN Directo puede ser accedido directamente en la dirección electrónica https://www.supendirecto.supen.fi.cr o por medio del enlace que existe en el sitio Web de la SUPEN, cuya dirección en Internet es www.supen.fi.cr.



Artículo 10. Protección de las conexiones



SUPEN Directo cuenta con un certificado digital reconocido internacionalmente que garantiza que las conexiones a su sitio Web son confidenciales y se encuentran debidamente protegidas contra alteraciones, así como la autenticidad del sitio con el que se realiza la conexión.



Artículo 11. Verificación de la autenticidad del sitio



El usuario, para verificar la autenticidad del sitio, debe realizar las siguientes validaciones antes de iniciar una sesión de trabajo en SUPEN Directo:



a.   Que durante el acceso a SUPEN Directo, su navegador no le haga una advertencia con respecto a la autenticidad del sitio.

b.   Que en la línea de la dirección electrónica de su navegador se visualice literalmente el nombre www.supendirecto.supen.fi.cr y que este se encuentre precedido de los caracteres https://.

c.   Que al abrir el ícono de candado (con doble clic sobre su imagen) que aparece en la parte inferior de su navegador, la dirección registrada en el certificado digital corresponda con la dirección www.supendirecto.supen.fi.cr.



Ante cualquier anomalía o alerta que ponga en duda la autenticidad del sitio Web, el usuario, deberá comunicar la situación de inmediato al número o correo electrónico de SUPEN, indicado en la página web. Asimismo, deberá abstenerse de ingresar al sitio mientras no esté seguro de que la sesión de trabajo que intenta iniciar es auténtica.



El participante es responsable por las consecuencias que se puedan derivar del ingreso a un sitio web distinto al de SUPEN Directo.



CAPÍTULO VI. DE LAS COMUNICACIONES OFICIALES



Artículo 12. Medios oficiales de comunicación



Toda comunicación de aspectos relacionados con SUPEN Directo se realizará a través de los medios oficiales de comunicación de que dispone SUPEN. Además, SUPEN podrá utilizar los medios de divulgación que considere oportunos para el manejo de la información publicitaria o de carácter general de esta plataforma.



Artículo 13. Uso de las direcciones electrónicas de correo



Los mensajes particulares dirigidos a los participantes en virtud del uso de los servicios y del funcionamiento general del portal Web serán remitidos por la SUPEN a las direcciones de correo electrónico registradas por los participantes en SUPEN Directo. Además, SUPEN puede realizar cualquier comunicación sobre el portal web por los medios oficiales de comunicación de que dispone.



Cualquier comunicación, prevención o notificación que realice SUPEN por el medio de notificación o correo electrónico señalado por el sujeto inscrito se tendrá por debidamente notificada al sujeto inscrito, al día siguiente hábil de la transmisión y el plazo concedido para su cumplimiento empezará a correr de igual forma, el día hábil siguiente a esta notificación.



Artículo 14. Responsabilidad por fallas en la comunicación



De conformidad con el artículo 13 de la presente normativa, será responsabilidad del participante o usuario cualquier inconveniente que se presente por información no recibida, lo anterior, debido a errores en el registro de su dirección electrónica o fallas tecnológicas en su correo que le impidan recibir los mensajes enviados por los servicios de SUPEN Directo.



TÍTULO II. REGISTRO DE PARTICIPANTES

CAPÍTULO I. DE LOS PARTICIPANTES



Artículo 15. Participantes del servicio



En SUPEN Directo participan la SUPEN y los usuarios de los servicios disponibles en este portal Web.



El participante puede operar en los servicios disponibles en el portal Web de SUPEN Directo, para los cuales ha sido autorizado, previo al cumplimiento de los requisitos establecidos para tal efecto.



Artículo 16. Tipos de identificación admisibles



El participante se clasifica en SUPEN Directo, conforme con los siguientes tipos de documento de identidad válidos para la persona física:



a.   Cédula de identidad expedida por el Registro Civil, para nacionales.

b.   Documento de identidad expedido por la Dirección General de Migración y Extranjería para las personas extranjeras residentes y aquellas acreditas con una categoría especial de conformidad con la Ley General de Migración y Extranjería. (DIMEX).

c.   Documento expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto para personas acreditadas por ese Ministerio como miembros de una misión diplomática, de una misión consultar o de un organismo internacional.



Cuando el participante registra su número de identificación, SUPEN Directo valida que cumpla con el formato establecido para el tipo de identificación que corresponda.



Ningún otro tipo de documento de identificación, distinto de los clasificados en este artículo, es válido para registrase en SUPEN Directo.



CAPÍTULO II. DEL REGISTRO



Artículo 17. Información del participante



El participante para registrarse a SUPEN Directo debe aportar la información necesaria para identificarse en este portal Web, así como la información requerida para mantener un canal directo de comunicación que facilite el envío de notificaciones asociados al funcionamiento del servicio.



En el caso de personas jurídicas, el registro deberá realizarlo el representante legal de la entidad, esto, mediante el servicio web suministrado por el Registro Nacional de Costa Rica. Posterior a la suscripción de la entidad supervisada, el representante legal, si así lo desea, designará los usuarios “Responsables de la Seguridad”, según los lineamientos para la Administración de los Esquemas de Seguridad (AES).



Artículo 18. Condiciones especiales para la oferta y modificación de servicios



La SUPEN se reserva el derecho de cerrar total o parcialmente, en cualquier momento y por situaciones de fuerza mayor, caso fortuito o de conveniencia institucional, mediante resolución debidamente motivada y comunicada al participante en el lugar señalado al efecto, los servicios que ofrece por medio de SUPEN Directo, sin que ello le cause ningún tipo de responsabilidad.



La SUPEN podrá modificar en el futuro estas disposiciones, mediante un comunicado a los participantes. Lo anterior, con el fin de solicitar requisitos adicionales de suscripción, de procurar la seguridad, continuidad y normal funcionamiento de SUPEN Directo. Los participantes que no cumplan con estos requisitos podrán ser excluidos de sus servicios.



La SUPEN comunicará oportunamente a los participantes a través de los medios oficiales establecidos en estas disposiciones sobre cualquier cambio que decida implementar en relación con la prestación de los servicios de SUPEN Directo o los requisitos de suscripción.



Artículo 19. Vigencia de la suscripción



Para los servicios disponibles en el portal web SUPEN Directo que requieran del proceso de la suscripción, la misma tiene vigencia a partir del momento en que se completa el proceso necesario para constituirse como participante de SUPEN Directo.



Mientras la suscripción esté vigente, el titular, mantendrá la condición de participante activo en SUPEN Directo, con los derechos y las responsabilidades que la normativa establece por tiempo indefinido.



Artículo 20. Revocación de la suscripción.



Para los servicios disponibles en el portal web Supen Directo que requieran del proceso de suscripción por parte del participante, la suscripción quedará revocada ante cualquiera de las siguientes situaciones:



a.   Cuando el participante solicite su revocación por decisión propia, por los medios que así disponga la Superintendencia.

b.   Incumplimiento de las responsabilidades del participante establecidas en los lineamientos para el uso de SUPEN Directo, debidamente comprobada por la Superintendencia, lo anterior, de conformidad con los principios del debido proceso legal.

c. 	Remisión por parte del participante de información falsa, equívoca, incierta o inexacta, otorgada debido al trámite de suscripción, o de los servicios prestados a través de esta plataforma.











TÍTULO III. AUTENTICACIÓN DE LOS PARTICIPANTES Y USUARIOS

CAPÍTULO I. DEL ESQUEMA DE AUTENTICACIÓN



Artículo 21. Mecanismos de autenticación.



La autenticación en SUPEN Directo se hará únicamente mediante el uso de un certificado digital, el cual, constituye un mecanismo de autenticación basado en la utilización de un certificado emitido por una Autoridad Certificadora autorizada por el MICIT, que permite validar la identidad del participante.



Los participantes o usuarios que éstos autoricen para que los representen en SUPEN Directo, deben contar con un certificado de firma digital emitido bajo el sistema que regula la Ley 8454.

 

CAPÍTULO II. DE LA AUTENTICACIÓN MEDIANTE EL MECANISMO DE CERTIFICADO DIGITAL



Artículo 22. Facilidades para la autenticación.



SUPEN Directo dispone de facilidades tecnológicas para que el usuario pueda autenticarse, mediante el uso de un certificado digital.



Artículo 23. Condiciones legales de la autenticación.



El participante es el encargado de gestionar y obtener su(s) dispositivos(s) de certificado digital respectivo(s) de la Autoridad Certificadora Registrada de su preferencia, para él y para quien(es) lo represente(n), si es el caso. El costo de los elementos de autenticación corre por cuenta del participante.



Artículo 24. Obtención del dispositivo para Certificado Digital.



El participante es el encargado de gestionar y obtener su(s) dispositivos(s) de certificado digital respectivo(s) de la Autoridad Certificadora Registrada de su preferencia, para él y para quien(es) lo represente(n), si es el caso. El costo de los elementos de autenticación corre por cuenta del participante.















TÍTULO IV. ADMINISTRACIÓN DE LA SEGURIDAD

CAPÍTULO I. DEL SERVICIO



Artículo 25. Administración de seguridad. 



Para los participantes, SUPEN Directo cuenta con el servicio Administración de Esquemas de Seguridad, por medio del cual el participante crea usuarios para que lo representen en los servicios que funcionan sobre su portal Web.

 

CAPÍTULO II. DE LA MANCOMUNACIÓN



Artículo 26. Uso del mecanismo de mancomunación.



El participante no tendrá mancomunación en el proceso de suscripción.



Artículo 27. Usuarios responsables.



El usuario que realiza el proceso de suscripción se asigna como responsable de seguridad total, el cual, le permite crear otros usuarios con su mismo perfil de administrador de la seguridad. 



Artículo 28. Uso del mecanismo de mancomunación



El participante que cuente con dos o más responsables de seguridad, podrá mancomunar la asignación de los derechos y permisos de acceso de sus usuarios, de manera que éstos tengan que ser definidos y autorizados en forma conjunta por dos responsables de administrar la seguridad.



Artículo 29. Asignación posterior de la mancomunación.



Cuando el participante decida utilizar el mecanismo de mancomunación en un momento posterior al de su registro en SUPEN Directo, tendrá que coordinar con el encargado de SUPEN Directo, o por los medios que establezca la Superintendencia, dicha modificación. Con estos propósitos, el participante también deberá proporcionar a la SUPEN la información requerida para la suscripción del nuevo usuario responsable de la seguridad.



Artículo 30. Creación de usuarios sin mancomunación.



El participante que no utilice el mecanismo de mancomunación, por medio del primer responsable de seguridad, mantiene la posibilidad de crear y autorizar usuarios para que realicen en su nombre las diferentes transacciones y actividades que se encuentran disponibles en los servicios de SUPEN Directo.



Artículo 31. Revocación de derechos.



El responsable de seguridad podrá revocar derechos de los usuarios actuando de manera individual, aún y cuando el participante utilice el mecanismo de mancomunación.



Artículo 32. Responsabilidad por los registros y transacciones.



El participante es responsable por los registros y las transacciones que realicen sus usuarios autorizados, ya sea que lo hagan como usuarios únicos o mediante el mecanismo de mancomunación.



Artículo 33. Actualización de información.



Los participantes deberán establecer mecanismos de control interno que les asegure mantener actualizada la información de sus usuarios en el portal Web de SUPEN Directo, así como los perfiles de usuario creados como parte de la administración de la seguridad.



CAPÍTULO III. DEL CONTROL DE LOS REGISTROS



Artículo 34. Administración de registros.



SUPEN Directo administra bitácoras y registros electrónicos que permiten reconstruir los trámites realizados y ejecutar estudios de trazabilidad para efectos de auditoría, así como para atender el desarrollo de las investigaciones solicitadas por el participante para situaciones especiales que se presenten con sus trámites.



Artículo 35. Carácter probatorio de los registros.



Los registros electrónicos administrados por SUPEN Directo, así como por sus sistemas de soporte tecnológico a nivel de registro y control, constituyen respaldo pleno de los trámites que realice la SUPEN y los participantes por medio de SUPEN Directo.



Artículo 36. Confidencialidad de la información.



La información que almacenen los sistemas de registro de SUPEN Directo tiene un carácter confidencial, pudiendo la SUPEN entregarla a su titular cuando éste así lo solicite por escrito, o ante el requerimiento de una autoridad judicial competente, o en aquellos casos previstos expresamente por ley 7983, siempre y cuando, la entrega de la información se conduzca dentro de los procedimientos establecidos para esos efectos.





TÍTULO V. ATENCIÓN AL CLIENTE



CAPÍTULO I. DE LA ATENCIÓN AL CLIENTE



Artículo 37. Mecanismos de comunicación.



Cualquier consulta o solicitud de información que requiera el participante, podrá realizarla a través de la oficina de la SUPEN vía telefónica, fax o personalmente, en el horario estipulado para la atención al público; o bien, a la dirección electrónica oficial de la SUPEN (supen@supen.fi.cr). Las referencias de los medios de contacto con la SUPEN estarán publicadas en su sitio web (www.supen.fi.cr).



TÍTULO VI. RESPONSABILIDADES DE LAS PARTES

CAPÍTULO I. DE LAS RESPONSABILIDADES DE LA SUPEN



Artículo 38. Responsabilidades de la SUPEN.



a. Poner a disposición de los participantes el marco regulatorio de SUPEN Directo, para que las relaciones con sus clientes, de ser el caso, se desarrollen dentro de un marco de transparencia.



b. Realizar las gestiones necesarias para contar con los mecanismos de contingencia tecnológica para SUPEN Directo, que sean tolerables a fallas y provean una garantía razonable del suministro normal y continuo de los servicios a los usuarios.



c. Notificar oportunamente a los participantes, por los medios de comunicación oficiales dispuestos por SUPEN Directo, las situaciones que se relacionen con su participación en el portal web.



d. Garantizar al participante o usuario el acceso a la información personal que almacene.



e. Solicitar al participante o usuario su autorización expresa (consentimiento informado), cuando requiera hacer una transferencia de las bases de datos que maneje SUPEN, producto de las actividades desarrolladas en relación con SUPEN Directo. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 inciso 2 de la ley N.º 8968.



La SUPEN no será responsable de las consecuencias que pueda sufrir el participante cuando por circunstancias ajenas a su control o por situaciones de fuerza mayor, el funcionamiento de SUPEN Directo presente deterioros en su desempeño o se vea interrumpido temporalmente. 








CAPÍTULO II. RESPONSABILIDAD DE LOS PARTICIPANTES

  

Artículo 39. Responsabilidades de los participantes



a. Conocer el marco regulatorio establecido para SUPEN Directo, así como cualquier otra disposición que la SUPEN le comunique por tener relación en su condición de participante.

b. Controlar y asegurarse de que los usuarios que los representen en SUPEN Directo cumplan con los requisitos y las normas que establece este acuerdo para la administración de la seguridad.

c. Mantener debidamente actualizada su información personal en SUPEN Directo y asegurarse de su registro correcto.

d. El participante es responsable por cualquier error o inconsistencia que presente la información personal registrada.

e. Hacer uso correcto del registro que se le otorga para obtener la condición de participante e informarse sobre la forma en que operan las diferentes funcionalidades ofrecidas por SUPEN Directo. 

f. El participante es responsable por los perjuicios y las consecuencias que pueda producir el uso incorrecto del sistema SUPEN Directo.

g. Administrar confidencialmente y con debida diligencia el certificado digital, código de usuario o claves de seguridad que posee para acceder a SUPEN Directo, según sea el mecanismo de autenticación que utilice para participar. Por lo tanto, el participante es responsable por el uso indebido que haga de dichos elementos de seguridad, si por descuido, decisión propia o cualquier otra razón que le resulte imputable, fueren del conocimiento o la apropiación de un tercero.

h. Acatar las instrucciones que le proporcione la SUPEN, en relación con las medidas de seguridad tecnológica con las que debe conducir su participación en SUPEN Directo.

i. Sujetarse a las disposiciones que cualquier otra norma o ley afecte las operaciones que se realicen en SUPEN Directo, en lo que les fuere aplicable, incluyendo la posibilidad de contar con permisos o autorizaciones previas o de cualquier tipo, que otras entidades tengan derecho a exigir.

j. Brindar el consentimiento informado expreso a la SUPEN para que ésta recopile sus datos personales Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 inciso 2 de la ley N.º 8968.








Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.



Comuníquese.







Rocío Aguilar Montoya

Superintendente de Pensiones





Copia: ACOP.





Aprobado por NVH/PAR.



Uso Interno
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21 de marzo del 2024

JD-6175/05





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 5 del acta de la sesión 6175-2024, celebrada el 21 de marzo del 2024,



consideró que:



A. El artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, dispone como parte de sus objetivos principales mantener la estabilidad interna de la moneda nacional; esto es, procurar una inflación baja y estable. 



La estabilidad de precios protege el poder adquisitivo del colón, reduce los costos de transacción, de información y de coordinación, además, facilita el cálculo económico por parte de los hogares y de las empresas. 



Estas condiciones favorecen la eficiente asignación de recursos en la economía y la estabilidad macroeconómica; con ello se incide positivamente en el crecimiento económico, en la generación de empleo y, en general, en el bienestar de la población. 



B. El BCCR conduce su política monetaria sobre la base de un esquema de metas de inflación, cuyo enfoque es prospectivo, y utiliza la Tasa de Política Monetaria (TPM) como el principal instrumento para establecer su postura de política.



Para decidir el nivel de la TPM, el Banco Central evalúa el comportamiento reciente y la trayectoria de los pronósticos de la inflación y sus determinantes macroeconómicos. La decisión, además, considera el análisis de la coyuntura económica, así como de los riesgos que identifica, sean internos o externos, cuya materialización desviaría la inflación de su proyección central. 



C. [bookmark: _Hlk94004015]En el ámbito externo, la inflación internacional continúa a la baja y en algunas economías este indicador está cercano al objetivo de los bancos centrales, e incluso en varios países ya se encuentra dentro del rango de tolerancia definido para la inflación. Los mensajes de las autoridades monetarias han sido de prudencia: la mayoría de las economías avanzadas mantiene su tasa de interés de referencia, en tanto que algunas economías emergentes latinoamericanas han pausado el proceso de reducción de esas tasas.



En este contexto de tasas de interés aún elevadas, el crecimiento económico de los principales socios comerciales de Costa Rica, en general, se ha desacelerado, pero en menor magnitud a lo previsto por sus autoridades; los indicadores de actividad económica de corto plazo dan señales positivas para esos países. 



D. [bookmark: _Int_LFJ3Iiax]En la coyuntura nacional, la tasa de crecimiento interanual del Índice Mensual de Actividad Económica de enero pasado se ubicó en 3,7%, valor que supera el crecimiento de los principales socios comerciales de Costa Rica; esta información muestra una moderación que, si bien fue prevista, resultó mayor a lo esperado.



La Encuesta Continua de Empleo evidencia un nuevo incremento en la tasa de desempleo al mes de enero (a 7,9%); sin embargo, desde finales del 2023 tanto la ocupación como la tasa de participación laboral han aumentado, la tasa de subempleo ha caído y el empleo formal aumenta, signos que sugieren mejoras en el mercado laboral. 



E. Los datos a febrero último reflejaron deflación interanual, la cual es observada desde junio del 2023; la inflación general fue -1,1% y el promedio de los indicadores de inflación subyacente se ubicó en 0,0% (-1,9% y 0,1% en el mes previo respectivamente); ambos indicadores continuaron por debajo del límite inferior del rango de tolerancia alrededor de la meta de inflación (3,0% ± 1 p.p.).



[bookmark: _Int_orAcPEyA]La deflación interanual en los últimos nueve meses ha estado determinada por los precios de los bienes, en especial alimentos y combustibles, con tasas de variación interanuales negativas. Lo anterior es consecuente con la disipación de choques de oferta externos, manifiesta en la reducción en los precios internacionales de los hidrocarburos y de los granos básicos, junto con elementos de índole interno como el efecto de la política monetaria restrictiva y la apreciación de la moneda local.



La disminución de los precios externos también ha sido determinante en la evolución del Índice de Precios del Productor de la Manufactura, que cayó 4,7% en febrero. Lo anterior anticipa una menor presión por empuje de costos sobre los indicadores de inflación al consumidor final.



La deflación ha sido más persistente de lo previsto en las reuniones previas de política monetaria; sin embargo, el Banco Central estima que el retorno a valores positivos para la inflación será partir del segundo semestre del 2024, y que el ingreso al rango de tolerancia se daría a inicios del 2025. 



F. Las expectativas inflacionarias están alineadas a la meta de inflación. En febrero del 2024, las expectativas generadas a partir de la encuesta del BCCR se ubicaron en 2,5% y 3,0% en las mediciones para 12 y 24 meses, respectivamente (mediana); en tanto que, las estimadas a partir de la negociación de títulos públicos en el mercado financiero costarricense (expectativa de mercado) fueron de 2,4% y 2,5% a esos horizontes.



G. La información disponible, observada y prospectiva, señala que hay espacio para reducir la TPM; esta valoración considera los riesgos identificados, externos y locales, que muestran un sesgo a la baja, en contraste con la información considerada en las reuniones de política monetaria anteriores, toda vez que algunos de esos riesgos no se han materializado o bien han ocurrido con menor intensidad.



De los riesgos a la baja sobresalen un desempeño económico de los principales socios comerciales del país inferior al previsto, ante los efectos de una política monetaria que ha sido restrictiva por un tiempo más extenso; y a nivel interno, un traspaso menor y más lento en las tasas activas del sistema financiero de lo observado históricamente. 



De los riesgos al alza identificados en esta ocasión, sobresalen los choques de oferta y fragmentación del comercio global, debido a los fenómenos climatológicos y conflictos geopolíticos, así como la recomposición en el portafolio de instrumentos financieros que, si bien recientemente se ha traducido en un aumento en la preferencia por instrumentos de ahorro en moneda extranjera, no se ha manifestado en incrementos abruptos en las expectativas cambiarias y, consecuentemente, en las de inflación.  



H. Con base en el análisis del comportamiento reciente y esperado de la inflación y de sus determinantes macroeconómicos, de la valoración de los riesgos y del rezago con que actúa la política monetaria, la Junta Directiva buscará la neutralidad de la política monetaria en el mediano plazo, en la medida en que las condiciones lo permitan.



Así, los cambios en la TPM continuarán siendo graduales y prudentes, de manera que permitan responder oportunamente y en la dirección que corresponda, cuando las condiciones macroeconómicas y la valoración de los riesgos lo requieran. 



dispuso por unanimidad y en firme: 



reducir el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 5,25% anual a partir del 22 de marzo del 2024.



Atentamente,

[image: ]

Celia Alpízar Paniagua

Secretaria General interina







2Uso Interno
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22 de marzo del 2024

JD-6174/07





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6174-2024, celebrada el 20 de marzo del 2024,



consideró que:



I.	De conformidad con el artículo 400, inciso c) del Código de Comercio, las bolsas de comercio quedan sometidas a la vigilancia del Banco Central de Costa Rica (BCCR). Esa facultad de vigilancia se ejercerá de acuerdo con los reglamentos de operación y funcionamiento que emita el Banco Central, a propuesta de la bolsa interesada. En detalle, esta norma indica lo siguiente: 



ARTÍCULO 400.- Además de los requisitos indicados en los dos artículos anteriores, para la formación de una bolsa de mercancías, se requieren los siguientes:



a) …



c) La sociedad quedará sometida a la vigilancia permanente del Banco Central de Costa Rica y será ejercida de acuerdo con los reglamentos que esa institución promulgue, los cuales se referirán a las normas que deban seguirse para efectuar las operaciones de bolsa; a las normas que deben seguirse para el ordenado funcionamiento de la bolsa y a las tarifas del Estado o de sus instituciones que sean colocadas por su medio.



Estos reglamentos los autorizará el Banco Central de Costa Rica, a propuesta de la bolsa interesada.



[bookmark: _Hlk96282865]II.	Con fundamento en la normativa indicada en el punto anterior, en el artículo 2 del acta de la sesión 4558-92, celebrada por Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica el 13 de febrero de 1992, se aprobó el Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios, publicado en el diario oficial La Gaceta 48, del 9 de marzo de 1992.



III.	La entrada en vigencia de la Ley Reguladora del Mercado de Valores en enero de 1998, derogó tácitamente el deber de vigilancia del BCCR sobre las bolsas de comercio al establecerse en el Transitorio IX de esa ley que éstas serían supervisadas por la Superintendencia General de Valores. 



IV.	En el voto de la Acción de Inconstitucionalidad 2011-005966, en lo que interesa, se anuló por inconstitucional el citado Transitorio IX de la Ley 7732, así como el Reglamento para las Bolsas de Comercio, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Ello provocó un periodo de incertidumbre, luego del cual se concluyó que la decisión judicial implicaba la restitución de la facultad del Banco Central de vigilar a las bolsas de comercio, de conformidad con el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio, y también el restablecimiento de la vigencia del Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios. 



V.	Al ser evidente que el actual reglamento para la bolsa de productos agropecuarios no satisface las necesidades y expectativas de Bolcomer, se decidió que lo pertinente era emitir un nuevo reglamento operativo y funcional para Bolcomer, Bolsa de Comercio, S.A. Para ello, Bolcomer y los equipos técnicos del BCCR emprendieron un trabajo conjunto de análisis que sirviera de base para la elaboración del reglamento. Como consecuencia de este esfuerzo, el 30 de junio de 2021, Bolcomer, Bolsa de Comercio, S.A., propuso al Banco Central el proyecto de Reglamento Operativo de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., para la eventual aprobación y emisión por parte de la Junta Directiva del BCCR.



VI.	La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6048-2022, celebrada el 16 de febrero del 2022, resolvió en firme remitir en consulta pública, a la luz de lo establecido en el numeral 3, artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, por un plazo máximo de 10 días hábiles, contado a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta, la propuesta de Reglamento Operativo de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A.



VII.	En respuesta a la consulta indicada en el punto anterior, el Banco Central recibió una importante cantidad de observaciones que también fueron analizadas conjuntamente por Bolcomer y los equipos técnicos del BCCR, resultando una propuesta normativa con importantes ajustes y nueva regulación, lo que provocó la necesidad de volver a consultar al medio esta versión del reglamento, conforme a lo acordado en el en el artículo 6 del acta de la sesión 6122-2023, celebrada el 1° de junio del 2023,



VIII.	La respuesta del medio a esta segunda consulta del Reglamento Operativo y de Funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., nuevamente obtuvo una importante cantidad de observaciones, muchas de ellas reiteraciones a las ya enviadas la primera vez, que fueron revisadas por el equipo técnico elegido por el BCCR para ese propósito, y si bien como resultado de esta consulta se están proponiendo ocho ajustes a la presente propuesta reglamentaria, éstos responden a aclaraciones que se estimaron necesarias para la mejor comprensión de ciertos artículos (5) y a la corrección de errores materiales (3), sin que alguno de estos cambios tenga un impacto suficiente que amerite una nueva consulta de este instrumento jurídico. 



IX.	La Administración del BCCR explicó en detalle el contenido de esta propuesta de normativa ajustada a la Junta Directiva, que está de acuerdo con su contenido. Por lo tanto, se estima que lo procedente es aprobarla para que inicie cuanto antes a surtir sus efectos. 



resolvió en firme:



1.	Aprobar el Reglamento Operativo y de Funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., que seguidamente se detalla:



“REGLAMENTO OPERATIVO Y DE FUNCIONAMIENTO DE 

BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO, S.A.



TÍTULO I



CONSIDERACIONES GENERALES Y BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO, S.A.



CAPÍTULO I



GENERALIDADES



Artículo 1. Objeto



El presente reglamento tiene como objeto determinar las normas a seguir para efectuar las operaciones de bolsa y el ordenado funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A.



Artículo 2. Potestad de vigilancia del Banco Central de Costa Rica



Bolcomer queda sometida a la vigilancia permanente del Banco Central de Costa Rica, de conformidad con lo establecido en el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio y este Reglamento. Para tales efectos, Bolcomer proveerá toda la información que sea requerida por el Banco Central de Costa Rica directamente o con motivo de las inspecciones que realice en ejercicio de este deber.



Ante las consultas que Bolcomer someta al Banco Central, este resolverá lo que corresponda dentro del ámbito de su competencia de vigilancia. Si la consulta versare sobre la determinación de los bienes negociables o no negociables, dado que el Banco Central no tiene competencia legal para tal determinación y tampoco autoriza la posibilidad de negociar o no un bien en Bolcomer, se limitará a trasladar la consulta a los órganos de la regulación y supervisión del mercado financiero, u otras autoridades gubernamentales, según corresponda, para que estas resuelvan y le comunicará a Bolcomer la respuesta recibida. 



Artículo 3. Información Financiera



Bolcomer remitirá mensualmente los Estados Financieros al Banco Central, sin perjuicio de cualquier otra información que requiera este en el ejercicio de su facultad de vigilancia.



Asimismo, Bolcomer publicará en su sitio web los Estados Financieros con corte trimestral y anualmente sus Estados Financieros auditados.



Artículo 4. Planes Correctivos 



En aplicación del principio de autorregulación, Bolcomer voluntariamente acatará los Planes Correctivos que el Banco Central le sugiera como resultado del proceso de vigilancia.



Artículo 5. Conceptos



1. ADMISIÓN DE OFERTA: Autorización para que una oferta sea comunicada al medio y negociada en los mercados que administra Bolcomer.

1. AGENTE DE BOLSA DE COMERCIO: Persona física representante de un puesto de bolsa de comercio, titular de una credencial otorgada por Bolcomer. Es sinónimo de corredor de bolsa de comercio.

1. ALMACEN GENERAL DE DEPÓSITO: Los Almacenes Generales de Depósito son aquellos constituidos de conformidad con la Ley de Almacenes Generales, del quince de Octubre de mil novecientos treinta y cuatro, sus reformas y su Reglamento.

1. BANCO CENTRAL DE COSTA RICA: Es la entidad a cargo de la vigilancia de las bolsas de comercio que sean creadas de conformidad con el Capítulo Único del Título IV del Código de Comercio, relativo a las Bolsas de Comercio.

1. BIEN NEGOCIABLE EN BOLCOMER: Es todo aquello que puede ser negociado en la bolsa de comercio: metales, mercancías, objetos de arte, productos agropecuarios, activos en general, bienes muebles, inmuebles y semovientes, así como los documentos mercantiles que, de cualquier manera representen, constituyan o concedan derechos sobre bienes muebles, inmuebles, semovientes, activos en general, servicios o mercancías y productos de las naturalezas indicadas; contingentes de importación resultantes tanto de los casos de desabastecimiento declarados como de las negociaciones comerciales bilaterales o multilaterales que haya suscrito o suscriba el país en el futuro.

1. BIEN NO NEGOCIABLE EN BOLCOMER: No serán bienes negociables en Bolcomer aquellos que estén prohibidos por las leyes o reservados a las bolsas de valores, de conformidad con la Ley Reguladora del Mercado de Valores y en el Reglamento de Oferta Pública de Valores.

1. BOLCOMER: Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A.

1. BOLSA DE COMERCIO: Mercado organizado para la libre transacción de bienes negociables.

1. CENTRO DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS (RAC): Institución que, en virtud de la Ley sobre Resolución Alternativa de Conflictos y Promoción de la Paz Social, se dedica a la administración institucional de procesos o técnicas de resolución de conflictos, tales como la mediación, la conciliación o el Arbitraje.

1. CLAUSULA PENAL: convenio en virtud del cual el deudor se compromete a una prestación accesoria cualquiera, consistente por lo común en el pago de una suma de dinero, para el caso en que no satisfaga su deuda de manera convenida, o que fuere constituido en mora.

1. COMISIÓN: Pago que reciben la bolsa, los puestos y los agentes por el servicio que brindan a otro participante.

1. COMITÉ DISCIPLINARIO: comité nombrado por la Junta Directiva de la bolsa al que le corresponde conducir los procesos de investigación e instrucción de causas por actos sancionables conforme a lo dispuesto en el respectivo reglamento, aplicando en todo momento durante las citadas instrucciones, los principios generales del Debido Proceso y Derecho de Defensa, destacando la fundamentación de las decisiones que dicte con los motivos en que ella se funde. 

1. COMPRAVENTA: contrato por el cual se transfiere la propiedad de un bien objeto de comercio negociable en Bolcomer a cambio de un precio.

1. CONTRATO BURSATIL: Acuerdo de las partes para llevar a cabo una operación en la bolsa. Documento físico o anotación digital que demuestra la existencia de dicho acuerdo.

1. CORRO: Lugar específico dentro de la bolsa o plataforma virtual de negociación donde se realizan las operaciones encomendadas a los puestos.

1. CUENTA PROPIA: quien actúa para si o para su grupo de interés económico.

1. CUMPLIMIENTO: dar o hacer correctamente aquello que se acordó y de lo cual se es responsable.

1. DOMICILIO BURSATIL: Lugar que señalan los puestos y agentes de bolsa para recibir comunicaciones sobre operaciones, así como notificaciones en procesos administrativos y judiciales relacionados con la bolsa.

1. EJECUCION COACTIVA: facultad que permite a la bolsa ejecutar forzosamente un contrato bursátil incumplido. Por la ejecución coactiva o forzosa, la bolsa ejecuta el contrato incumplido a partir de la ejecución de los márgenes o garantías.

1. GARANTIA: Cosa que asegura y protege contra algún riesgo. Específicamente se refiere a los instrumentos financieros, bienes y depósitos que los agentes participantes en el sistema bursátil entregan a la bolsa para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de su propia condición o surgidas en virtud de las operaciones bursátiles en las que participan.

1. LIQUIDACIÓN DE OPERACIONES: Terminación definitiva del contrato derivado de una operación bursátil por haber surtido todos los efectos jurídicos y económicos programados por las partes desde la constitución del mismo. Entrega de lo acordado a cada parte.

1. MARCO NORMATIVO: Disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y procedimentales aplicables a Bolcomer y a los agentes que efectúan o participan en las operaciones realizadas en la bolsa.

1. MARGEN, MARGENES: El margen son los fondos necesarios para abrir y mantener una posición en la bolsa. Diferencia entre el valor total de una posición y el financiamiento recibido.

1. MERCADO DE DERIVADOS: lugar físico o virtual en que se transan derechos que derivan de los bienes que se negocian en el mercado de físicos.

1. MERCADO DE FISICOS: lugar físico o virtual en el que se negocian los bienes en si mismos. El resultado de las operaciones en este mercado es la transferencia de los bienes como tales.

1. OFERTA ADMITIDA: propuesta de operación aprobada para ser negociada en bolsa.

1. OFERTA EN FIRME: propuesta de operación bursátil que no está sujeta a ninguna condición.

1. OFERTA VIGENTE: oferta admitida que se encuentra en el plazo definido para ser negociada.

1. OPERACIONES A PLAZO: Operaciones en las que las partes acuerdan realizar la entrega del dinero y/o la de los bienes o títulos en una determinada fecha en el futuro.

1. OPERACIONES ACORDADAS: operación en la que el comprador está representado por un puesto y el vendedor está representado por otro puesto.

1. OPERACIONES CRUZADAS: Operaciones en las que el mismo puesto representa tanto al cliente que compra como al que vende.

1. ORDEN DE TRANSACCION: documento suscrito física o digitalmente por el mandante que respalda la operación realizada por un puesto de bolsa.

1. PLATAFORMA DE NEGOCIACION: programa automatizado para la realización virtual de operaciones de bolsa.

1. PUESTO DE BOLSA DE COMERCIO: Persona jurídica autorizada por Bolcomer para realizar actividades bursátiles circunscritas a lo dispuesto en el Reglamento operativo y de funcionamiento de Bolcomer. 

1. RECOMPRA: Contrato en el que una parte vende hoy bienes negociables y mantiene el derecho o el deber de comprarlo de nuevo en un plazo determinado, reconociendo a su contraparte un sobreprecio por el tiempo que estuvo vigente el contrato.

1. RUEDA: sesión de negociación en la bolsa, entendida como toda reunión pública física o virtual, dirigida y reglamentada por Bolcomer, en donde los agentes efectúan operaciones comerciales de naturaleza bursátil.

1. SISTEMA DE COMPENSACIÓN: La compensación es el proceso, posterior a la rueda de negociación, mediante el cual se determinan saldos netos o brutos acreedores y deudores de los participantes en el mercado, así como las comisiones debidas a la bolsa en virtud de la operación compensada y las garantías de cumplimiento y márgenes que debe aportar cada parte. Entidad que se encarga de compensar y liquidar las operaciones realizadas por medio de Bolcomer.

1. VIGILANCIA: función y competencia que ejerce el Banco Central sobre Bolcomer, todo de conformidad con el artículo 400 inciso c) del Código de Comercio y este reglamento.



CAPÍTULO II



PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE LA BOLSA Y NORMAS DE CONDUCTA



Artículo 6. Principios fundamentales de Bolcomer



Los siguientes principios fundamentales deberán ser observados por quienes operen en el   mercado bursátil de comercio.



1. Autorregulación: La Bolsa de Comercio se regula a sí misma y está sometida a la vigilancia del Banco Central.

1. Protección al cliente: Los clientes son la razón de ser de la Bolsa y por eso gozan de la protección del sistema bursátil, que deberá garantizarles el acceso a los mecanismos internos necesarios para velar por sus intereses.

1. Información: El crecimiento, profundización y consolidación de los mercados bursátiles depende de la producción y suministro al cliente de información cierta, suficiente y oportuna.

1. Transparencia: Las reglas de operación del mercado son las mismas y se aplican de igual forma para todos los participantes del mercado.

1. Competencia: La sana competencia fomenta una mayor participación de oferentes y demandantes, con la consecuente formación eficiente de precios en el mercado.

1. Cumplimiento de las operaciones en bolsa: Los mercados deben estructurarse de manera tal que se garantice la liquidación de las operaciones.



Artículo 7. Normas de conducta



La Junta Directiva de Bolcomer emitirá las normas de conducta que deberán observar todos los participantes en el mercado.



Estas normas deberán contener las disposiciones necesarias para regular, al menos, los conflictos de interés, el acceso y el uso de información confidencial y privilegiada, las conductas necesarias para promover la integridad y el funcionamiento efectivo del mercado, así como velar por el cumplimiento de la Ley 7786 reformada integralmente por la Ley 8204, en lo que les resulte aplicable.



CAPÍTULO III



BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO



Artículo 8. Capital Social Mínimo



Bolcomer Bolsa de Comercio mantendrá en todo momento un capital social mínimo de ₡100.000.000, el cual se actualizará anualmente por la inflación interanual al 31 de diciembre del año anterior, en los tres meses siguientes a la publicación del Índice de Precios al Consumidor (IPC), publicado por el INEC.



De conformidad con el inciso b) del artículo 400 del Código de Comercio, la sociedad deberá rendir, además, garantía por un monto igual al del capital autorizado, la cual depositará ante el Ministerio de Hacienda.



Artículo 9. Gestion de Riesgos



Bolcomer ejecutará el análisis y gestión de riesgos de las operaciones, de los riesgos cibernéticos, de los riesgos operativos y de los riesgos relacionados con aquellos aspectos relativos a la debida diligencia exigida por la ley 7786 y sus reformas que Bolcomer, por propia autorregulación haya decidido seguir. Bolcomer podrá contratar estos servicios externamente o brindarlos corporativamente. El tamaño y la complejidad de los servicios dependerán de la naturaleza de los riesgos que enfrente el sistema y del volumen de las operaciones. Bolcomer podrá vender estos servicios a sus Puestos de Bolsa.



Artículo 10. Gobierno Corporativo



Bolcomer contará con un sistema de toma de decisiones por el cual la organización se dirigirá hacia el cumplimiento de sus objetivos, controlará los recursos utilizados y buscará la mejoría constante. Este proceso implica la coordinación de las relaciones entre los accionistas, la Junta Directiva, la Gerencia y los organismos de control. Los principios que guiarán el Gobierno Corporativo de Bolcomer son: Transparencia, Idoneidad, Equidad, Rendición de Cuentas y Responsabilidad Corporativa.



Artículo 11. Contraloría De Servicios 



Bolcomer establecerá una Contraloría de Servicios que recibirá y dará el trámite debido a las quejas, denuncias, comentarios y sugerencias de los clientes y usuarios de los servicios, incluyendo los Puesto de Bolsa y otras entidades que presten servicios complementarios a Bolcomer o a los clientes de éste Bolcomer garantizará el anonimato del usuario.



Artículo 12. Publicación de Operaciones



Bolcomer publicará mensualmente y de conformidad con el artículo 409 del Código de Comercio, un resumen de los resultados de las operaciones llevadas a cabo en cada rueda. Esta publicación se hará en su sitio web.



Asimismo, las demás publicaciones que ordena el artículo 409 del Código de Comercio serán publicadas a más tardar en julio y enero de cada año, con los resultados obtenidos en los semestres inmediatos anteriores a los meses indicados. Dichas publicaciones se harán en el periódico oficial La Gaceta y la página Web de Bolcomer. 



Artículo 13. Funciones, atribuciones y responsabilidades. 



Bolcomer tendrá las siguientes funciones, atribuciones y responsabilidades:



a) Autorizar el funcionamiento de los puestos y agentes de bolsa que participan en ella; regular y supervisar sus operaciones en bolsa, y velar porque cumplan la normativa vigente, ejerciendo las facultades de fiscalización, corrección y disciplina sobre estos y sus agentes autorizados.

b) Establecer los medios, infraestructura y procedimientos que faciliten la realización de las transacciones.

c) Llevar el registro de los productos negociables, de las transacciones y de los contratos realizados; así como de cualquier otro elemento que sea necesario para facilitar la labor de vigilancia del Banco Central.

d) Mantener actualizada y difundir la información, al menos en el sitio web oficial de Bolcomer, sobre lo admitido a negociación, sus normas de calidad o descripciones, el volumen, el precio y los puestos de bolsa participantes en las operaciones.

e) Velar por la transparencia en la formación de los precios en el mercado y la aplicación de las normas legales y reglamentarias en las negociaciones.

f) Ejercer la ejecución coactiva o la resolución contractual de las operaciones bursátiles, así como efectuar la liquidación de las operaciones y, en su caso, ejecutar las garantías que los puestos de bolsa deban otorgar, todo de conformidad con los plazos y procedimientos internos determinados reglamentariamente por la bolsa y en el presente Reglamento.

g) Tomar las medidas pertinentes para garantiza la posibilidad de que los conflictos patrimoniales que surjan por operaciones entre los puestos de bolsa, entre los agentes de Bolsa y sus puestos o entre estos últimos y sus clientes, puedan ser sometidos a un proceso de solución mediante alguno de los mecanismos regulados en la Ley Resolución Alterna de Conflictos y Promoción a la Paz Social.

h) Comunicar al Banco Central toda transgresión a las disposiciones legales o reglamentarias dentro del plazo de veinticuatro horas contados a partir del día hábil siguiente a su conocimiento.

i) Suspender la negociación cuando existan condiciones desordenadas u operaciones no conformes con los sanos usos o prácticas del mercado que pongan en peligro a los participantes o la correcta operación de las actividades de la bolsa. La bolsa deberá definir y publicar las condiciones o parámetros objetivos y cuantificables bajo las cuales se puede suspender la negociación del instrumento o la sesión, y el tiempo que se mantendrá suspendida; adicionalmente, cuando se presenten suspensiones, la Bolsa deberá notificar de inmediato al Banco Central y al resto de participantes la suspensión decretada, sus debidas justificaciones y las medidas aplicadas.

j) Aprobar los laboratorios para certificar la calidad de los productos a negociar y las calificadoras de bienes de todo tipo.

k) A manera de autorregulación cuyo detalle será determinado internamente por Bolcomer, dado que no es sujeto obligado por la Ley 7786, cumplir con aquellos aspectos de esta normativa y reglamentos referentes a esta ley que en su criterio pueda auto aplicarse. 



Artículo 14. Limitaciones de Bolcomer



Bolcomer no podrá realizar por cuenta propia o por representación de terceros, operaciones comerciales de compraventa de lo que en ella se negocie. Tampoco podrá fijar o recomendar las tarifas que los puestos de bolsa cobrarán a sus clientes.



Artículo 15. Registro de bienes negociables. 



Bolcomer llevará un registro de los bienes negociables, según corresponda, así como de los puestos de bolsa de comercio y agentes de bolsa de comercio que participan en ella. Asimismo, emitirá las normas con los requisitos y características de inscripción correspondientes. Esta información, que incluye los riesgos asociados a cada producto, será pública y deberá ser difundida periódicamente de oficio o a solicitud del Banco Central. En todo caso, Bolcomer podrá negociar productos no registrados bajo responsabilidad de las partes intervinientes, al amparo de lo establecido en el artículo 406 del Código de Comercio.



Artículo 16. Registro de servicios de los puestos de bolsa de comercio

Bolcomer llevará un registro de los servicios propios que los puestos de bolsa de comercio brindan a sus clientes. Los puestos de bolsa no podrán ofrecer servicios con un nombre igual al ya registrado por otro puesto de bolsa de comercio.



CAPÍTULO IV



PARTICIPANTES



Artículo 17. Participantes autorizados



Se consideran participantes en Bolcomer, los puestos de bolsa y los agentes de bolsa   debidamente autorizados e inscritos ante ella.



Artículo 18. Inscripción de los puestos de bolsa



La inscripción de los puestos de bolsa deberá hacerse a solicitud de éstos, previo cumplimiento de los siguientes requisitos y condiciones:



1. Constituirse como sociedad anónima conforme a lo dispuesto en el Código de Comercio y utilizar el nombre de “Puesto de Bolsa de Comercio” en su razón social.

1. Establecer un objeto social limitado a las actividades autorizadas por la normativa vigente relacionada con las bolsas de comercio y los puestos de bolsa.

1. Que ninguno de sus directivos, gerentes o personeros haya sido condenado por delitos contra la propiedad o la buena fe, en los últimos 10 años, y que cuenten con amplia capacidad y experiencia en materia bursátil.

1. Constituir las garantías que determine Bolcomer.

1. Cumplir con los requisitos operativos que Bolcomer establezca reglamentariamente.

1. Pagar los cargos correspondientes a la autorización en los términos y condiciones establecidos por Bolcomer.



Artículo 19.	Obligaciones de los puestos de bolsa



Son obligaciones de todo puesto de bolsa:



1. Mantener vigente la garantía que le corresponda de acuerdo con lo establecido reglamentariamente por Bolcomer.

1. Contar con los libros y registros actualizados que determinen los reglamentos de Bolcomer y proporcionar información fidedigna y oportuna sobre las actividades que se registren en ellos.

1. Cumplir con la normativa prudencial que reglamentariamente establezca Bolcomer. Dicha normativa considerará entre otras cosas, la naturaleza de sus operaciones, su cuantía y el tipo de bienes, mercancías, productos o derechos que se negocien.

1. Verificar la conformidad de los certificados de calidad y la legítima procedencia de lo negociado.

1. Mantener en reserva la información suministrada por sus clientes, salvo que esta sea solicitada por Bolcomer o una autoridad judicial competente.

1. Actuar de acuerdo con las sanas prácticas del mercado.

1. Cumplir con la liquidación de las operaciones.

1. Cumplir con aquellos aspectos de la normativa y reglamentos referentes a la Ley 7786 que a criterio de Bolcomer podría aplicar a manera de autorregulación, según normativa interna dictada por esta bolsa.

1.  Cumplir las demás disposiciones que Bolcomer establezca internamente.



CAPÍTULO V



AGENTES DE BOLSA



Artículo 20. Concepto



Son agentes de bolsa de comercio las personas físicas que gozan de una autorización otorgada por Bolcomer y que actúan como representantes de un puesto de bolsa de comercio, a nombre de quien realizan personalmente las actividades que se les encarguen.



Artículo 21. Capacidad



Los agentes de bolsa podrán realizar todas las actividades autorizadas por Bolcomer, como representantes del puesto de bolsa de que se trate. Sin embargo, la Junta Directiva de Bolcomer podrá establecer, en cualquier tiempo y de manera general, distintas categorías de agentes de bolsa, según la naturaleza de las atribuciones y obligaciones que se estipulen. El acuerdo que apruebe la creación de categorías de agentes de bolsa deberá establecer las disposiciones generales que regulen cada categoría.



Los agentes de bolsa que hayan obtenido la autorización al amparo del presente reglamento, con anterioridad al acuerdo de la Junta Directiva referido, deberán elegir entre alguna de las categorías que se constituyan, salvo que cumplan los requisitos establecidos para obtener cada una de ellas.



Artículo 22. Requisitos



Para obtener la credencial de agente de bolsa es necesario cumplir con los siguientes requisitos:



a) Ser mayor de edad.

b) Ser costarricense o extranjero con al menos tres años de residencia permanente en el país.

c) Ser de reconocida solvencia moral y además, no haber sido condenado por sentencia firme por delitos contra el honor, el ámbito de la intimidad, la libertad, la propiedad, la buena fe en los negocios y los delitos bursátiles.

d) Poseer un título académico que lo faculte para la función de agente, expedido por una Institución universitaria reconocida por el CONARE o CONESUP. El área académica atinente será determinada mediante regulación interna específica emitida por Bolcomer.

e) Aprobar el curso de formación de agentes de Bolsa, así como los cursos de especialización y actualización que establezca Bolcomer.

f) Suscribir el contrato con Bolcomer para el ejercicio de la autorización.

g) Ser aprobado por la Junta Directiva de la Bolsa.



Artículo 23. Contrato



El interesado deberá suscribir un contrato con Bolcomer mediante el cual manifieste conocer y aceptar el marco normativo que regula a Bolcomer, las disposiciones de la Junta Directiva y los demás departamentos de la Bolsa. Asimismo, el interesado deberá comprometerse al cumplimiento de las disposiciones, reglamentos y acuerdos que dicte Bolcomer, y en general, a respetar el ordenamiento jurídico de Costa Rica.



Artículo 24. Inscripción de los agentes de bolsa.



Para ser inscrito ante Bolcomer, el agente de bolsa debe ser persona de reconocida solvencia moral, contar con la preparación académica correspondiente y cumplir con cualquier otro requisito exigido en este Reglamento.



Artículo 25. Agente de bolsa activo



Para ejercer como agente de bolsa activo, además de cumplir con todos los requisitos establecidos en este capítulo, el agente de bolsa deberá mantener una relación contractual vigente con un puesto de bolsa, con el que será solidariamente responsable por las operaciones que realice y no podrá actuar en más de un puesto de bolsa a la vez.



TÍTULO II



OPERACIONES BURSÁTILES DE COMERCIO



CAPÍTULO I



MECANISMOS DE NEGOCIACIÓN



Artículo 26. Elementos de la Operación



Toda operación de bolsa para ser válida y eficaz requiere del contrato de operación y su respectivo registro ante el Sistema de Compensación y Liquidación.



Artículo 27. Tipos de Operación



Podrán ejecutarse en la rueda operaciones acordadas y operaciones cruzadas.



a) Operación Acordada: Operaciones bursátiles que surgen a partir de un acuerdo entre dos agentes de distintos puestos de bolsa, uno asumiendo el papel de comprador y el otro como vendedor.

b) Operación Cruzada: Operaciones bursátiles que surgen de un acuerdo en el cual un mismo puesto de bolsa representa los intereses tanto del cliente con posición de venta, como los del cliente con posición de compra.



Artículo 28. Bienes negociables no inscritos



Podrán negociarse en Bolcomer todo tipo de bienes negociables no inscritos en esta. En tal caso, las operaciones se realizarán al amparo y con las limitaciones que establece el artículo 406 del Código de Comercio.



Artículo 29. Contratos



En Bolcomer se podrán realizar los siguientes contratos, sean estos estandarizados o no:



a) Compraventa de contado: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable existente al momento de la operación y que será pagado en un plazo máximo de dos días hábiles y entregado en un plazo no mayor de 15 días naturales, dependiendo de la naturaleza del bien transado. Ambos plazos contarán a partir de la fecha del registro de la operación.

b) Compraventa Diferida: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable que puede existir o no existir al momento de la operación, pero que existirá en la fecha o fechas futuras pactadas para la entrega. El pago se hará al realizarse la operación.

c) Compraventa a plazo: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable existente al momento de la operación; cuyo pago o pagos se realizará en fecha o fechas futuras pero ciertas. La entrega del bien se hará al momento de la operación.

d) Futuros: Contrato estandarizado en el que las partes se obligan a comprar o vender un número determinado de bienes negociables existentes o no al momento de la operación, pero existentes al momento de la ejecución del contrato. Esta ejecución se hará en una fecha futura y determinada y con el precio establecido al momento de la operación.

e) Forward: Contrato no estandarizado en donde las partes se obligan a comprar o vender un número determinado de bienes negociables existentes o no al momento de la operación, pero existentes al momento de la ejecución del contrato. Esta ejecución se hará en una fecha futura y determinada y con el precio establecido al momento de la operación.

f) Permuta o swap: Contrato por el cual se transmite la propiedad de bienes o derechos negociables mediante su intercambio.

g) Opción de compra o call: Contrato por el cual el comprador de la opción mediante el pago de una prima adquiere el derecho, pero no la obligación, de comprar el bien subyacente, a un precio de ejecución y con un plazo de vencimiento previamente determinados.

h) Opción de Venta o put: Contrato por el cual el comprador de la opción, mediante el pago de una prima, adquiere el derecho, pero no la obligación, de vender el bien subyacente, a un precio de ejecución y con un plazo de vencimiento previamente determinados.

i) Cualquier otro contrato relacionado con el giro normal de las bolsas de comercio y que se ajuste a nuestro ordenamiento jurídico.



Artículo 30. Compraventa



Las compraventas que se podrán realizar en la bolsa serán:



a) Compraventa por muestra: Las partes contratantes acuerdan las condiciones de calidad de los bienes negociables, de acuerdo a la muestra de lo que se ofrece.

b) Compraventa por descripción: Las partes acuerdan las condiciones de la contratación tomando en cuenta lo siguiente:

0. Para bienes negociables registrados, las partes se ajustarán a las normas de calidad establecidas en el registro de bienes negociables.

0. Para bienes negociables no registrados, las partes se ajustarán a los pliegos de especificaciones que el puesto oferente presente a Bolcomer.



CAPÍTULO II



OFERTAS



Artículo 31. Oferta en firme



El proceso de transacción bursátil de cualquier bien negociable se iniciará en Bolcomer con la presentación de una oferta en firme de compra o venta por medio de un puesto de bolsa autorizado y activo.



Artículo 32. Requisitos de la oferta



Toda oferta presentada se considerará en firme y Bolcomer determinará, para cada uno de los contratos y productos, la información mínima requerida, incluyendo los términos de su vigencia.



Artículo 33. Orden de transacción



Los puestos deberán documentar con sus clientes, conforme a los requisitos legales pertinentes, la orden de transacción correspondiente, debiendo entregar una copia de este documento a la Bolsa y otra a su cliente. Los puestos son responsables de custodiar los mandatos originales y tenerlos a disposición de Bolcomer, cuando esta los requiera.



Artículo 34. Contenido mínimo de la orden de transacción



La orden de transacción contendrá, al menos, la siguiente información:



a) Nombre, número de cédula, dirección y teléfono del cliente y del representante legal del puesto de bolsa.

b) Descripción detallada del bien negociable que se desea transar. Si es un bien inscrito, deberá indicarse la Norma Técnica bajo la cual se negocia; de lo contrario, deberá consignarse la aceptación de que la negociación se realice al amparo del artículo 406 del Código de Comercio, en una de Negociación Extraordinaria.

c) Garantías mínimas definidas previamente por Bolcomer o aquellas otras determinadas por ésta en atención a la naturaleza de cada mercado.

d) La documentación relacionada con la política de Conozca su Cliente que por autorregulación en la materia dicte Bolcomer.



Artículo 35. Valoración de la Oferta



Recibida la oferta y antes de darle publicidad, en el plazo máximo de veinticuatro horas se valorará su contenido debiéndose tomar en cuenta la naturaleza del objeto de la oferta, la oportunidad de la negociación para el bienestar del mercado y su concordancia con las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.



Si la oferta contiene errores u omisiones de forma se rechazará y comunicará inmediatamente tal condición al puesto oferente para que su subsanación y vuelva a presentarla en el plazo máximo de veinticuatro horas so pena de que la oferta quede rechazada de plano.



Si la oferta resulta inconveniente por razones de fondo u oportunidad a criterio de Bolcomer, se rechazará de plano y se comunicará tal decisión inmediatamente al interesado.



Artículo 36. Admisión de la Oferta



Una vez aprobado satisfactoriamente el proceso de valoración de la oferta, esta se tendrá por admitida y se dejará constancia del día y la hora de su admisión.



Artículo 37. Divulgación



Toda oferta admitida deberá ser divulgada por Bolcomer al mercado en igualdad de condiciones de previo a la realización de la operación y dentro de los plazos que se establezcan, considerando para ello el tipo de producto y las características de la operación.



Artículo 38. Ofertas vigentes



Toda oferta vigente implica, para el puesto de bolsa oferente, la obligación de comprar o vender a cualquier otro puesto de bolsa con las condiciones establecidas para su realización. La negativa del oferente a suscribir el contrato de operación constituirá, para todos los efectos legales, el incumplimiento de la operación.



Artículo 39. Retiro de la Oferta



Toda oferta en firme y admitida, mientras no haya sido calzada, podrá ser retirada por el puesto de bolsa que la propuso, siguiendo los mecanismos previamente establecidos por Bolcomer para cada mercado.



CAPÍTULO III



RUEDAS DE NEGOCIACIÓN



Artículo 40. Disposiciones sobre las ruedas de negociación



Bolcomer deberá dictar los reglamentos operativos de las ruedas de negociación, garantizando su transparencia, seguridad y la libre participación de todos los interesados.



Dicha normativa deberá cubrir al menos los siguientes elementos:



a) La existencia de órdenes de transacción firmadas por los clientes.

b) Mecanismos y plazos para anunciar la información relevante para los clientes sobre las propuestas y transacciones de compra y de venta.

c) Las garantías que los puestos deberán depositar para respaldar sus ofertas y contratos.

d) Período de vigencia de las propuestas de negociación.

e) Procedimientos mediante los cuales se llevarán a cabo las ruedas, incluyendo plazos, responsables, funciones y número mínimo de participantes para celebrarlas.

f) Las disposiciones que aseguren la correcta y transparente formación de precios, incluidos los mecanismos de remate o puja.

g) Procedimientos y formalidades para la ejecución de los contratos celebrados en la rueda.



CAPÍTULO IV



REGISTRO, COMPENSACIÓN, PAGO Y LIQUIDACIÓN DE OPERACIONES



Artículo 41. Obligación de Registro



Todo contrato que se realice por intermedio de Bolcomer deberá ser registrado por los puestos de bolsa de comercio que los celebren ante el sistema de compensación y liquidación que proceda, inmediatamente después de cerrada la operación respectiva.



Artículo 42. Sistemas de compensación, liquidación y pago 



Bolcomer reglamentará la organización y funcionamiento del sistema de compensación, liquidación y pago, bien sea interno o a través de terceros a su estructura organizativa, para lo cual deberá definir el alcance de las responsabilidades de la estructura que se adopte. Esta reglamentación incluirá como mínimo lo siguiente: administración de garantías, control de pagos a clientes, supervisión de liquidaciones, cumplimiento de órdenes de negociación, casos en que procede la liquidación forzosa y modificación acordada por las partes en los términos de liquidación.



Dicho reglamento, al igual que el resto de las regulaciones que dicte Bolcomer, deberá ser enviado formalmente al Banco Central para ser publicado en su página Web al igual que lo hará Bolcomer publicándolo también en la suya. 



CAPÍTULO V



GARANTÍAS



Artículo 43. Obligatoriedad de la garantía



Las operaciones en que una de las partes o ambas mantengan una posición deudora frente a la contraparte, deberán garantizarse siempre. Para el mercado de físicos, se utilizará la garantía de cumplimiento. Para el mercado de derivados, se utilizarán los márgenes.



Artículo 44. Obligaciones de los puestos de bolsa



El puesto de bolsa deberá exigir, como mínimo, las garantías de cumplimiento o los márgenes establecidos por Bolcomer, según corresponda, en las operaciones que pacte con sus clientes, constituyéndose el puesto en el único responsable frente a la Bolsa por su mantenimiento. Estas garantías podrán utilizarse a su vez por el puesto de bolsa representante frente a Bolcomer.



SECCIÓN I



GARANTÍAS DE CUMPLIMIENTO



Artículo 45. Garantía de cumplimiento



Las garantías de cumplimiento serán establecidas por Bolcomer como un porcentaje de la operación correspondiente o como una suma fija. En todo caso, el cálculo del monto procurará:

a)	Ser un disuasivo al incumplimiento e

b)	Indemnizar a quien tenga derecho.

El tipo de garantía se determinará mediante una metodología que será publicada de previo a su implementación.



Artículo 46. Ejecución de garantía de cumplimiento para operaciones con bienes tangibles o con derechos



El incumplimiento de una operación con bienes tangibles o derechos acarreará automáticamente la ejecución de la garantía de cumplimiento correspondiente y se entregará como cláusula penal a favor de la contraparte.



Artículo 47. Ejecución de garantías de cumplimiento de las operaciones bursátiles



En todo caso, el sistema de compensación y liquidación iniciará el trámite a que se refiere este capítulo ejecutando a su favor las garantías otorgadas por la parte contratante que incumplió, en respaldo de la obligación incumplida.



SECCIÓN II



OPERACIÓN DE LOS MÁRGENES



Artículo 48. Objetivo de los márgenes



Los márgenes procurarán el cumplimiento de las operaciones cuando ese cumplimiento esté en riesgo producto de cambios de precio en los activos subyacentes.



Los márgenes deben cubrir ampliamente la volatilidad de precios esperada del activo subyacente.



Artículo 49. Elementos sustantivos de los márgenes



Para el establecimiento de los márgenes en una operación, se deberán considerar, como mínimo, la liquidez y profundidad del mercado, la volatilidad de precios y las condiciones de riesgo de crédito.



Artículo 50. Tipos de márgenes



Los márgenes podrán ser de tres tipos conforme a lo siguiente:



1. De apertura: Es el mayor o más amplio de los márgenes y el necesario para abrir una posición.

1. De mantenimiento: Es el mínimo necesario para poder mantener una posición al cierre de la sesión.

1. De liquidación: Es el margen al cual se liquida la posición de forma inmediata.



Artículo 51. Operación de los márgenes



Cuando un margen sea inferior al margen de mantenimiento, pero superior al de liquidación, se deberá dar aviso al comprador o vendedor de manera inmediata por medio de una plataforma electrónica o correo electrónico previamente convenida, de la necesidad de completar el margen requerido a más tardar 15 minutos antes de cierre de la sesión.



De no completarse el depósito correspondiente en el momento máximo indicado en el párrafo anterior, la posición se liquidará automáticamente para que todas las posiciones queden debidamente cubiertas al cierre de la sesión.



En cualquier momento en que se llegue al margen de liquidación, se deberá liquidar automáticamente la posición.



Las especificaciones propias del procedimiento de liquidación por llamada a margen serán establecidas por Bolcomer en una metodología que será publicada de previo a su implementación.



Artículo 52. Definición de los márgenes



Corresponderá a la Bolsa la definición de los márgenes específicos para cada instrumento, aplicando para ello las reglas indicadas en este Capítulo.



Artículo 53. Establecimiento de márgenes



Los márgenes se fijarán como un porcentaje sobre el precio del activo subyacente de forma dinámica y de acuerdo con las variaciones del precio. El margen deberá permitir liquidar la posición incumplida del cliente.



Artículo 54. Liquidados contra efectivo y contra entrega



Los mercados de derivados podrán ser liquidados contra efectivo o liquidados contra entrega física de acuerdo con los procedimientos que establecerá Bolcomer para cada activo subyacente y para cada tipo de contrato.



La Bolsa definirá cuando un contrato en el mercado de derivados podrá ser considerado una operación de físicos, caso en el cual el margen mantenido hasta el momento se convertirá automáticamente en garantía de cumplimiento de la operación para ambas partes.



Artículo 55. Incumplimiento de la llamada a margen



El incumplimiento de una llamada a margen acarreará automáticamente la liquidación de la posición correspondiente, sin responsabilidad para la Bolsa.



CAPÍTULO VI



SISTEMA DE COMPENSACIÓN Y LIQUIDACIÓN 



Artículo 56. Operación y designación



Bolcomer operará como administrador del sistema de compensación y liquidación de todas las operaciones que se realicen por su intermedio, entregando a cada parte el precio convenido y los bienes, productos u objetos transados.



Sin embargo, Bolcomer podrá contratar la realización parcial o total de las labores del Sistema de Compensación y Liquidación, a una o varias entidades financieras, que funjan como miembros del sistema de compensación y liquidación, y que serán las únicas responsables por las actividades que se les encomiende.



Artículo 57. Obligaciones del Sistema de Compensación y Liquidación



El Sistema de Compensación y liquidación tendrá las siguientes obligaciones:

1. Asegurar los pagos, por parte de los puestos de bolsa de comercio, de los compromisos que hayan adquiridos en virtud de los contratos de bolsa que concierten.

1. Liquidar los pagos de las sumas de dinero en virtud de operaciones bursátiles realizadas que correspondan, al vencimiento del plazo acordado entre las partes, de acuerdo con la naturaleza de dichas operaciones. Si el día en que vence el plazo del contrato es inhábil, el pago deberá realizarse el siguiente día hábil.



Artículo 58. Tarifa de comisiones



La Junta Directiva de Bolcomer fijará sus comisiones para las operaciones que se celebren en ella. Estas comisiones podrán ser un monto fijo o un porcentaje sobre el valor transado.



Los acuerdos de la Junta Directiva de Bolcomer que varíen el monto de sus comisiones, entrarán a regir quince días naturales después de haber sido comunicados oficialmente al mercado.



En aquellos casos en los que los participantes y Bolcomer acuerden una comisión distinta a la vigente, la administración de Bolcomer podrá variar el monto de la comisión dentro de los límites fijados previamente por su Junta Directiva.



Los puestos de bolsa y sus clientes fijarán libremente las comisiones que regirán entre ellos.



CAPÍTULO VII



OPERACIONES EXTRAORDINARIAS



Artículo 59. Negociación de bienes no registrados



Cualquier bien no registrado en la bolsa podrá negociarse en ella siempre y cuando:



1. Se lleven a cabo bajo la responsabilidad exclusiva de las partes que intervienen en la contratación;

1. Se paguen los derechos correspondientes establecidos por la bolsa; y

1. La participación de la Bolsa se limite a dar a conocer, en la forma que estime conveniente, datos relativos a tales operaciones.



Artículo 60. Ámbito de Aplicación

Los aspectos no regulados expresamente en el presente Capítulo se regirán por las disposiciones relativas a las operaciones ordinarias, en lo que resulten aplicables.



Artículo 61. Rueda de Negociación Extraordinaria.



La Rueda de Negociación Extraordinaria es la reunión pública dirigida y reglamentada por Bolcomer, celebrada a solicitud expresa de un puesto de bolsa y exclusivamente para la transacción de un bien negociable, según el artículo 406 del Código de Comercio, cuando:



1. El objeto de la operación no esté debidamente registrado ante Bolcomer.

1. Por razones calificadas el puesto interesado solicite a Bolcomer que la negociación se efectúe con normas o procedimientos diferentes a los establecidos para las operaciones ordinarias. La decisión de la Bolsa deberá quedar debidamente fundamentada.





Artículo 62. Responsabilidad exclusiva de las partes



Los contratos de Bolsa que se realicen en el marco de las Ruedas Extraordinarias se harán al amparo del artículo 406 del Código de Comercio, bajo la exclusiva responsabilidad de las partes, en cuanto a la información disponible sobre el bien negociado, su estado, conservación, calidad, precio y demás características.



Bolcomer no asumirá ninguna responsabilidad por las negociaciones realizadas en este tipo de Ruedas, recayendo en los puestos contratantes la obligación de constatar la información que sirve de base a la negociación. Esta condición deberá constar expresamente en los mandatos de transacción, así como en los contratos de operación.



Artículo 63. Pliego de especificaciones



De todo bien negociable que se ofrezca transar en una operación extraordinaria, se deberá brindar en forma previa, suficiente información para que cualquier interesado pueda conocer las características fundamentales de lo que se ofrece y sobre esta base, tomar una decisión de negociación. De esta manera, todo Pliego de Especificaciones deberá contener, al menos:



1. La descripción detallada de lo que se ofrece transar, indicando claramente el nombre del bien, unidad de medida, precio por unidad de medida, calidad, condición, ubicación, procedencia, y toda otra información necesaria o conveniente para identificar y negociar el objeto a que se refiere el pliego.

1. El marco normativo que se pretende utilizar en la negociación.

1. La declaración de que se libera expresamente a Bolcomer de toda responsabilidad derivada de las operaciones que se realicen al amparo de esta modalidad.



Artículo 64. De las comunicaciones en las ruedas extraordinarias



Los puestos de bolsa tendrán la obligación de comunicar y advertir a sus clientes sobre la naturaleza de estas operaciones, en particular, en relación con el contenido de los mandatos de transacción respectivos, que deberán contener una advertencia expresa a los clientes sobre le exclusión de responsabilidad de Bolcomer en torno a la calidad y cantidad de información que se suministre para la realización de las operaciones.



Artículo 65. Presentación de oferta en firme



Una vez que la solicitud de Rueda Extraordinaria es aceptada por Bolcomer, el puesto interesado podrá presentar una oferta en firme para rueda de negociación extraordinaria. La Bolsa, atendiendo a la naturaleza del bien negociable que se solicita transar, establecerá para cada operación el plazo de divulgación que se le deberá dar a cada oferta.



Artículo 66. Solución de diferencias



Las controversias que surjan con ocasión de estas operaciones serán resueltas por las partes en la vía arbitral.



CAPÍTULO VIII



OPERACIONES POR CUENTA PROPIA



Artículo 67. Definición



Se entenderá que opera por cuenta propia, el puesto que realice operaciones para sí, para sus socios, para sociedades o entidades sometidas a su mismo control, o para las personas físicas o jurídicas que, directa o indirectamente, controlen la concesión.



Artículo 68. Requisitos para la realización de Operaciones por cuenta propia.



Los puestos de bolsa podrán realizar operaciones por cuenta propia bajo las siguientes condiciones:



a) Siempre que, al momento de ingresar la orden al puesto, lo comuniquen a Bolcomer.

b) El puesto de bolsa deberá llevar un registro detallado de las operaciones de este tipo y remitir un informe quincenal a Bolcomer.



TÍTULO III



RECURSOS



Artículo 69. Recursos de revocatoria y apelación



Las decisiones sobre las negociaciones bursátiles, incluyendo su trámite y liquidación, así como la fiscalización de los puestos y los agentes de Bolsa, tendrán recurso de revocatoria ante quién las dictó y de apelación ante el Gerente General de Bolcomer. El recurrente podrá optar por utilizar ambos recursos o sólo el de apelación.



Artículo 70. Recurso de reconsideración



Las decisiones de la Junta Directiva en el ejercicio de sus potestades como autoridad superior del mercado bursátil tendrán únicamente recurso de reconsideración.



Artículo 71. Trámite y plazos de los recursos



Los recursos de revocatoria y apelación deberán ser interpuestos ante quien corresponda dentro del día hábil siguiente a la notificación de la decisión que se recurre. Los recursos serán resueltos por quien corresponda en un plazo máximo de dos días hábiles.



El recurso de reconsideración deberá ser interpuesto ante la Junta Directiva dentro de los ocho días hábiles siguientes a la notificación del acto impugnado y será resuelto en un plazo máximo de 30 días hábiles.



En todos los casos, el recurso se sustanciará por escrito y deberá ser acompañado de la prueba que se ofrezca.



TÍTULO IV



RÉGIMEN SANCIONATORIO



Artículo 72. Facultad Sancionatoria de la Junta Directiva



Corresponde a la Junta Directiva de Bolcomer ejercer la potestad sancionatoria de la Bolsa, para lo cual se apoyará en el informe que rinda el Órgano Disciplinario, integrado al menos por un miembro pudiendo ser un órgano colegiado, cuyos miembros serán nombrados por esa misma Junta Directiva por períodos de un año.



En el trámite de estos procedimientos disciplinarios, la Junta Directiva y el Órgano Disciplinario deberán observar fielmente los principios del debido proceso definidos por la Sala Constitucional para la instrucción de las causas y la sanción de los infractores.



También corresponderá a la Junta Directiva de Bolcomer conocer, de oficio, situaciones, actuaciones, hechos o indicios de hechos que perjudiquen o puedan perjudicar los mercados que administra la bolsa de comercio.



Artículo 73. Facultad Sancionatoria de la Gerencia



Corresponde a la Gerencia de Bolcomer, en su calidad de jerarca administrativo, ejercer la potestad sancionatoria disciplinaria en relación con el personal administrativo de la Bolsa y aplicar el régimen sancionatorio de los temas administrativos surgidos de las relaciones comerciales ordinarias de la sociedad.



Artículo 74. Funciones del Comité Disciplinario



Corresponde al Comité Disciplinario llevar a cabo la instrucción de los procedimientos sancionatorios cuya apertura ordene la Junta Directiva de Bolcomer, los que concluirán con un informe con los hechos probados y no probados resultantes de la investigación, así como un análisis de las posibles faltas cometidas y las sanciones que le correspondan en caso de existir. Este informe se remitirá a la Junta Directiva de Bolcomer para ser considerado en la resolución del asunto.



Artículo 75. Deberes del Comité Disciplinario



Son deberes del Comité Disciplinario los siguientes:



a) Recibir denuncias que cualquier persona física o jurídica presente por actuaciones aparentemente irregulares de los miembros de la Junta Directiva o del Gerente de Bolcomer y de los puestos o agentes de Bolsa participantes en el mercado.

b) Informar a la Asamblea de Accionistas de Bolcomer sobre las denuncias recibidas contra los miembros de su Junta Directiva; y a la Junta Directiva las denuncias recibidas contra los demás sujetos indicados en el punto anterior.

c) Instruir los procesos de conocimiento de las supuestas faltas cometidas por los denunciados en el desempeño de sus funciones y en el cumplimiento de los deberes que la normativa del sistema bursátil les impone.

d) Proponer a la Junta Directiva de Bolcomer la aprobación de un Reglamento de procedimientos disciplinarios, así como sus modificaciones.

e) Requerir a los agentes, puestos y funcionarios de la Bolsa cualquier información que estime pertinente para el cumplimiento de sus funciones, lo que deberá ser atendido de forma inmediata y en los términos solicitados.



Artículo 76. Reglamentos sancionatorio y disciplinario



La Junta Directiva de Bolcomer dictará un reglamento sancionatorio que abarcará las conductas prohibidas y las sanciones correlativas a esas conductas, aplicables a los puestos de bolsa y agentes de bolsa; además, dictará un reglamento disciplinario para ejercer la disciplina y corregir las faltas cometidas por los colaboradores de la bolsa y la Gerencia de Bolcomer.



En el caso de los miembros de la Junta Directiva de la Bolsa, las faltas serán conocidas y sancionadas por la Asamblea de Accionistas de Bolcomer, previo informe del Comité Disciplinario y en atención al régimen de confianza que caracteriza su relación.



DISPOSICIONES FINALES



Artículo 77. Derogaciones



Se deroga el Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios y sus reformas, aprobado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 2 de la Sesión 4558-92, celebrada el 13 de febrero de 1992. Publicado en el diario oficial La Gaceta 48, del 9 de marzo de 1992.



Artículo 78. Vigencia



Este Reglamento, una vez que de conformidad con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio, sea autorizado y promulgado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, regirá a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.



DISPOSICIONES TRANSITORIAS



TRANSITORIO I: 



Bolcomer tendrá un máximo de tres meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta normativa, para:



a. Remitir la información financiera indicada en el artículo 3 de este Reglamento.

b. Establecer y poner a operar los órganos de Gobierno Corporativo indicados en el artículo 10 del Reglamento.

c. Establecer y poner a operar la Contraloría de Servicios indicada en el artículo 11 del Reglamento.

d. Iniciar la publicación de las operaciones indicadas en el primer párrafo del artículo 12 del Reglamento.



TRANSITORIO II:



A partir de la vigencia de este Reglamento, Bolcomer tendrá hasta seis meses para adecuar su capital social mínimo a lo establecido en el artículo 8 del Reglamento. La primera actualización del capital al Índice de Precios al Consumidor (IPC) se realizará en los tres meses siguientes a la publicación del IPC del año 2023.



TRANSITORIO III: 



Bolcomer tendrá un plazo de doce meses, contados a partir de la entrada en vigencia de esta normativa, para para adecuar su estructura actual a los requerimientos sobre gestión de riesgos establecidos en el artículo 9 del Reglamento.



TRANSITORIO IV: 



A partir de la vigencia de este Reglamento, Bolcomer tendrá hasta 18 meses para adecuar su reglamentación interna en todo lo que no tenga ya previsto un plazo en los transitorios precedentes”.



2.	Publíquese el presente Reglamento Operativo y de Funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., en el diario oficial La Gaceta.



Atentamente,
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Celia Alpízar Paniagua

Secretaria General interina

Público



Público



2Público





image1.jpeg

a Documento suscrito mediante firma digital.






image2.emf




image5.jpeg
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial
Repiiblica de Costa Rica




image6.png




